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Capítulo 1 
La educación y la construcción 
de capacidades humanas

En este libro presentamos un análisis comparado de las políticas edu-
cativas a nivel medio y bachillerato en Sudamérica, desde inicios de 
los años 2000 hasta el 2017. Esto implica conceptualizar las diferentes 
dimensiones de la educación, generar los criterios comparativos e iden-
tificar los diferentes momentos políticos experimentados por los países 
sudamericanos durante ese periodo. En la investigación ampliamos, en 
algunas secciones, el estudio hacia otros países latinoamericanos. Con 
este trabajo pretendemos contribuir a la literatura sobre política educa-
tiva comparada y aportar a otras investigaciones.

Buscamos responder las siguientes preguntas: ¿ha habido avances o 
retrocesos en las políticas educativas en los países de Sudamérica a partir 
del año 2000? ¿Cuáles son los factores más significativos para compren-
der estos avances o retrocesos? ¿Cómo influye la calidad educativa y la 
infraestructura en los sistemas educativos? ¿Cómo ha influido en la edu-
cación el cambio de ciclo político que evidenciaron la mayoría de países 
sudamericanos a partir de inicios de los años 2000? ¿Qué gobiernos han 
realizado mayores avances educativos en términos de calidad y equidad? 
¿Qué recomendaciones de política educativa pueden hacerse tomando 
en cuenta esta investigación?

La educación construye capacidades para la vida; es un derecho huma-
no que contribuye a la equidad y desarrollo de una sociedad. Sen (1999), 
uno de los mayores exponentes de un pensamiento que concibe a la 
educación como la base para construir capacidades humanas, propone 

Índice
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integrar las nociones de libertad y justicia al concepto de desarrollo. El 
desarrollo, a diferencia del simple crecimiento económico, implica una 
expansión de las libertades reales de los individuos: libertades políticas, 
sociales y económicas. Esta propuesta discrepa de la corriente domi-
nante en la academia, el llamado main stream economics, o la economía 
orientada al mercado, que dejan de lado la protección social, la provi-
sión de servicios sociales y el apoyo a los derechos políticos y humanos, 
para atenderlos una vez que se haya alcanzado el desarrollo económico.

En la noción de desarrollo propuesta por Sen (1999), como expan-
sión de las capacidades humanas, se propone eliminar la falta de liber-
tades que sufren los individuos en nuestra sociedad. Además, se plantea 
que un país no requiere ingresos altos para mejorar la calidad de vida 
de sus habitantes a través de una expansión de sus servicios sociales. Sen 
entiende las libertades como componentes constitutivos del desarrollo, 
que dependen de factores sociales, civiles, políticos y humanos. Esta 
sostenibilidad social requiere eliminar la pobreza y las privaciones socia-
les, incrementar las oportunidades económicas y mejorar los servicios 
públicos (Intriago Armijos 2015).

Heckman (2010) demostró que invertir en servicios educativos de 
calidad en la primera infancia logra un retorno social de siete veces. 
Una vez realizada esta inversión, se debe mantener a lo largo del ciclo de 
vida para obtener el mejor provecho. Esto significa intervenir de forma 
adecuada en los engranajes de la educación: de la cuna a la educación 
inicial, a la básica, al bachillerato, a la educación vinculada con el mun-
do del trabajo y a la universidad.

Deaton (2013) señala que el crecimiento económico genera desigual-
dad, porque no logra incluir a todo el mundo y mantiene los niveles de 
pobreza existentes. Apunta que todos los grandes episodios de progreso 
a nivel mundial, al igual que las mejoras significativas en educación, 
conducen a procesos inequitativos. Enfatiza que las políticas tienen que 
priorizarse para la gente más pobre; por ejemplo, el acceso universal 
y gratuito al sistema de salud hace que las desigualdades comiencen 
a desaparecer. Concluye que el crecimiento empieza con personas con 
buenos niveles de educación y salud.
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La progresividad de los derechos educativos

La progresividad de estos derechos ha mostrado consolidarse en el tiem-
po, en particular en las declaraciones y consensos alcanzados en los or-
ganismos internacionales. En el siglo XX se afianzaron los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales. Del mismo modo, los derechos al trabajo 
y a la seguridad social se convirtieron en una prioridad y se demandó 
su protección.

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial, se fundó la Organización 
de las Naciones Unidas, mediante la firma de la Carta de las Naciones 
Unidas (ONU 1945).1

La Declaración Universal de los Derechos Humanos estableció dos 
categorías de derechos: por una parte, los civiles y los políticos, que 
comprenden el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad; la pro-
hibición de la esclavitud y de la tortura. En la segunda constan los de-
rechos económicos y sociales, que se refieren a la seguridad social, al 
trabajo, a la protección contra el desempleo, al salario equitativo y la 
remuneración justa; el derecho al descanso y a las horas de trabajo razo-
nables (ONU 1948).

La Declaración Universal sirvió para crear dos convenios interna-
cionales de la ONU, que desarrollaron y ampliaron sus contenidos: 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC). Estos acuerdos fueron adoptados en 1966. Entraron en 
vigencia en 1976 y promovieron la educación y la protección de los 
niños y niñas (ONU 2016).

La Declaración Universal de los Derechos Humanos señala que toda 
persona tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos a 
la educación elemental y fundamental. El derecho a la educación fue 
recogido en los artículos 28 y 29 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño de 1990. 

1 Uno de los primeros trabajos de la ONU fue elaborar la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en 1948. Este documento constituyó un marco para la convivencia, en el que se afir-
maron los derechos fundamentales, la dignidad y el valor de la persona humana y la igualdad de 
derechos de hombres y mujeres. Además, los países se comprometieron a “promover el progreso 
social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad” (ONU 1948, 
“Preámbulo” párr. 4).

https://www.monografias.com/trabajos13/segsocdf/segsocdf.shtml
https://www.monografias.com/trabajos10/dese/dese.shtml
https://www.monografias.com/trabajos11/salartp/salartp.shtml
http://www.amnistiacatalunya.org/edu/es/historia/dh-indice.html
http://www.amnistiacatalunya.org/edu/es/historia/dh-indice.html
https://www.monografias.com/trabajos27/dignidad-persona/dignidad-persona.shtml
https://www.monografias.com/trabajos14/nuevmicro/nuevmicro.shtml
https://www.monografias.com/trabajos/discriminacion/discriminacion.shtml
https://www.monografias.com/trabajos10/teca/teca.shtml
https://www.monografias.com/trabajos14/la-libertad/la-libertad.shtml
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El Estado debe reconocer que la educación debe ser orientada a desarro-
llar la personalidad y las capacidades del niño, a fin de prepararlo para 
una vida adulta activa, inculcarle el respeto de los derechos humanos 
elementales y desarrollar su respeto por los valores culturales y naciona-
les propios y de civilizaciones distintas a la suya (ONU 1990, 22-23).
 

La Convención fue el primer instrumento que articuló los derechos 
económicos, sociales, culturales, civiles y políticos para la infancia 
(ONU 1990). 

En 1990, la UNESCO reconoció, en su Declaración Mundial sobre 
Educación para Todos y en el Marco de Acción para Satisfacer las Ne-
cesidades Básicas de Aprendizaje, que la educación es un derecho fun-
damental de todas las personas, en todas las edades y en todo el mundo. 
La educación es una condición indispensable para el progreso social, 
económico y cultural de los países y, de acuerdo con el artículo 26 de la 
Declaración Mundial, esta deberá: 

ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y 
fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción 
técnica y profesional será generalizada; el acceso a los estudios supe-
riores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. La 
educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad hu-
mana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las 
libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, 
y promoverá la paz (UNESCO 1990, art. 26, párrs. 47 y 48).

La UNESCO (1990) estableció la importancia de movilizar recursos 
financieros y humanos, y de conceder protección especial a la educación 
básica. Reconoció que la educación adolece de graves deficiencias, sobre 
todo en calidad y acceso. En cuanto al acceso, el compromiso consistió 
en la universalización de la educación básica y el fomento de la equidad. 
Esto supuso eliminar las discriminaciones contra los grupos vulnerables: 
pobres, niños y niñas en situación de calle o que trabajan, poblaciones 
rurales, migrantes, pueblos indígenas y minorías.

Con respecto a la mejora de la calidad educativa, se estableció la 
necesidad de concentrar la atención en el aprendizaje (lectura, escritura, 
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cálculo, solución de problemas), en la adquisición de conocimientos 
útiles, capacidad de raciocinio, en aptitudes, en valores y en el mejora-
miento del ambiente de aprendizaje. Así, los estudiantes pueden desa-
rrollar sus capacidades y mejorar su calidad de vida. De igual forma, se 
abordó la importancia del cuidado temprano, de la educación inicial y 
de los programas de alfabetización.

En la Declaración de Quito de 1991, tras una reunión convocada por 
UNESCO, los países miembros reconocieron que las estrategias usadas 
hasta el momento en los sistemas educativos de la región no habían 
logrado armonizar cantidad y calidad. Además de las discusiones y estra-
tegias acordadas en los documentos antes mencionados, se declaró la ne-
cesidad de impulsar procesos de descentralización y desconcentración, 
de compensación educativa y de impulso a programas de emergencia 
para poblaciones en condiciones de pobreza y marginalidad. Asimismo, 
se centraron en la necesidad de cambiar las prácticas pedagógicas y en la 
pertinencia de los contenidos de la enseñanza (OREALC 2001).

En septiembre del 2000, luego de diez años de conferencias de Na-
ciones Unidas, los países acordaron adoptar la Declaración del Milenio 
(ONU 2015), cuya meta es reducir la pobreza extrema. Se establecieron 
ocho puntos, conocidos como los Objetivos de Desarrollo del Milenio, 
cuyo plazo es hasta el año 2015:

• Erradicar la pobreza extrema y el hambre.
• Lograr la enseñanza primaria universal.
• Promover la igualdad entre los sexos y el empoderamiento de la mujer.
• Reducir la mortalidad de los niños.
• Mejorar la salud materna.
• Combatir el VIH/SIDA, la malaria y otras enfermedades.
• Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente.
• Fomentar una alianza mundial para el desarrollo.

En cuanto a “lograr la enseñanza primaria universal”, aumentó la matrí-
cula primaria desde 1990 y, en particular, desde el año 2000. A pesar de 
esto, en muchos países de Latinoamérica, muchos niños y niñas no asis-
ten a la escuela, o bien no la completan. La tasa neta de matriculación de 
enseñanza primaria en la región alcanzó el 94,1 % en 2015, comparada 
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con un 93,1 % en el año 2000. La cantidad de estudiantes en edad de 
recibir educación primaria que no asistió a la escuela pasó de 2,6 millo-
nes en el año 2000 a 2,7 millones en 2015. La tasa de alfabetización de 
jóvenes de entre 15 y 24 años aumentó de 91 % a 98 % entre 1990 y 
2015 (Banco Mundial 2018).

Los derechos se han ampliado bajo la certeza de que una expansión de 
aquellos de carácter social permite una mejor construcción de capacidades 
humanas. El conocer cómo la progresividad de derechos se ha consolida-
do en el tiempo, a nivel mundial y regional, nos permite profundizar en 
los estudios de caso de los países sudamericanos y abordar una discusión 
de política educativa desde los años ochenta, en especial con relación a 
cómo se trataron en cada país los aspectos de calidad y cobertura, y en qué 
consistieron las políticas de ampliación de derechos educativos. 

La UNESCO ha publicado informes de seguimiento de la educa-
ción en el mundo con mucha información anual sobre la situación de 
los países latinoamericanos, con relación a inclusión, logros, calidad, 
equidad, entre otros (por ejemplo, UNESCO 2020).

En este libro centramos el análisis en las dimensiones de calidad y 
de cobertura educativa. Proponemos la premisa de que la calidad edu-
cativa es un concepto amplio y dinámico que involucra progresividad 
de derechos, mejoramiento en los procesos de aprendizaje, eficiencia, 
eficacia, pertinencia y equidad. Las dos dimensiones se operativizan con 
múltiples indicadores como los logros educativos de los estudiantes, las 
tasas de matriculación por nivel educativo, la reducción del analfabetis-
mo, el gasto en educación, la inversión por estudiante, la inversión por 
docente, la infraestructura, entre otros.

Para ello utilizamos bases de datos internacionales (Banco Mundial, 
CEPAL, UNESCO, PNUD) y la información disponible de cada país 
(ministerios de Educación e institutos de estadísticas). Construimos una 
estadística descriptiva comparativa y procesamos las pruebas estandariza-
das internacionales TERCE (Tercer Estudio Regional Comparado y Ex-
plicativo) y SERCE (Segundo Estudio Regional Comparado y Explicativo 
de la Calidad de la Educación en América Latina), en las que participaron 
varios países latinoamericanos. Construimos índices propios –como el de 
infraestructura educativa–, efectuamos un análisis econométrico y aplica-
mos un análisis multicriterio, pionero para la educación.
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La forma de operativizar la realidad es un punto de controversia per-
manente. La UNESCO (2004) presentó un Índice de Desarrollo de la 
Educación para Todos (IDE) que resumió objetivos, como la enseñanza 
primaria universal, la paridad entre los sexos, la alfabetización y la cali-
dad. Fue un esfuerzo de síntesis relevante. Los índices sintéticos permi-
tieron tener números agregados de fácil comparación y comunicación, 
pero, al omitir información desagregada, simplificaron la explicación 
particular de determinados fenómenos sociales.

Los países latinoamericanos difieren en los aspectos estructurales de 
sus sistemas educativos, muestran una heterogeneidad en sus políticas 
educativas, en sus trayectorias escolares y un posicionamiento diverso 
frente a las metas educativas. Esto ha motivado acuerdos para reforzar y 
ampliar la participación de la sociedad, garantizar la culminación y uni-
versalizar la educación primaria y secundaria, reducir el analfabetismo, 
lograr la igualdad educativa y superar toda forma de discriminación, y 
ampliar el acceso a la educación superior (UNESCO, IIPE y OEI 2010).

Este libro tiene cinco partes. Luego de la introducción, en el capítulo 
“Estudios de caso de diez países de Sudamérica” mostramos la evolución 
educativa de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Pa-
raguay, Perú, Uruguay y Venezuela. Examinamos los siguientes elemen-
tos de política educativa en dichos países: los principios constituciona-
les, las modificaciones jurídicas, los planes gubernamentales, las agendas 
sectoriales de desarrollo y de educación y los programas y proyectos 
emblemáticos de cada país. En el capítulo “La calidad de la educación y 
el cambio de ciclo político en América Latina” contrastamos las pruebas 
SERCE2 y TERCE3 para observar la variación en los logros académicos 

2 La prueba SERCE evaluó en 2006 el logro de aprendizaje de 100 752 estudiantes de tercer grado 
y 95 288 de sexto grado de 16 países y el Estado mexicano de Nuevo León, en matemáticas, lectura y 
escritura y ciencias naturales. En su diseño, implementación y análisis participaron diversos equipos de 
evaluadores, pedagogos, especialistas en currículo, expertos en construcción de instrumentos, técnicos y 
monitores de la región. Su orientación conceptual tiene su base en pruebas referidas al currículo común 
dentro de la región, estructuradas a partir del enfoque de “habilidades para la vida” promovido por la 
UNESCO. Este enfoque considera aquellos conocimientos, capacidades, habilidades, valores y actitu-
des que los estudiantes latinoamericanos deberían aprender y desarrollar para actuar y participar plena 
y activamente en la sociedad. Además de la evaluación de aprendizajes, la SERCE utilizó cuestionarios 
para recoger información sobre los estudiantes y sus familias, los docentes y las escuelas, que permiten 
discernir qué factores tienen mayor incidencia en el aprendizaje de los alumnos (UNESCO 2019).
3 TERCE fue aplicada en 2013 y abarcó 15 países y el Estado de Nuevo León (México). Evaluó el 
desempeño escolar en tercer y sexto grado de escuela primaria en las áreas de matemáticas, lenguaje 
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de países con políticas de Estado de largo plazo, que buscan revalorizar 
la educación pública, y aquellos países con políticas educativas de corto 
plazo que no la revalorizan. En el capítulo “Análisis multicriterio del 
desempeño educativo sudamericano” presentamos un estudio con varias 
dimensiones (económica y educativa) y múltiples criterios para exami-
nar el desempeño educativo de diez países sudamericanos, entre 2000 y 
2016. Más allá de un índice educativo, el análisis multicriterio integra 
una realidad compleja y permite comprender el desempeño del sector 
educativo en un determinado contexto social y económico. Además de 
evaluar los países que tuvieron los mejores y peores desenvolvimientos, 
buscamos medir los cambios sin el sesgo estructural determinado por 
las condiciones iniciales. En la última sección explicamos los principales 
hallazgos y conclusiones.

Antecedentes de la política educativa 

Las políticas educativas en América Latina y sus resultados, en las décadas 
de los ochenta y noventa, han sido motivo de varios estudios. Los sistemas 
educativos de la región, en el período 1980-2000, registraron avances en 
el desarrollo, medido por la tasa de analfabetismo y el acceso a la educa-
ción superior. Sin embargo, hubo graves problemas de rezago educativo, 
acceso focalizado en estratos altos para la educación media y superior, 
deficiente absorción de egresados en el mundo del trabajo y baja calidad 
de los procesos educativos (Muñoz Izquierdo y Márquez Jiménez 2000).

Los problemas de calidad, eficiencia y eficacia educativa por causa de 
un crecimiento rápido de los sistemas nacionales ocasionado por la uni-
versalización de la matrícula fueron determinantes para varias reformas en 
los años ochenta y noventa.

Una de las soluciones aplicadas fue la descentralización: las funciones, 
los recursos y las atribuciones de las autoridades nacionales centralizadas 

y, para sexto grado, el área de ciencias naturales. Al igual que SERCE, se levantaron cuestionarios 
para comprender el contexto. Los resultados de logro de aprendizaje de TERCE son comparables 
con los de SERCE. Las dos pruebas muestran el progreso que los esfuerzos desplegados por los 
sistemas educativos de la región han logrado en términos de aprendizaje en alumnos de primaria 
respecto del 2006. La muestra efectiva de TERCE es de 195 752 estudiantes: 100 752 de tercer 
grado y 95 000 de sexto grado (UNESCO 2019).
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se transfirieron a instancias locales. En algunos casos dicha descentrali-
zación fracasó debido al incremento del desempleo, concentración de la 
riqueza y aumento de la pobreza en los países de la región (López Guerra 
y Flores Chávez 2006). En Argentina, Brasil y Colombia hubo avances en 
descentralización, mientras que en México, Venezuela y Nicaragua las de-
cisiones educativas permanecieron más centralizadas (Kaufman y Nelson 
2005). En autonomía escolar, se destacó el caso de Brasil, como parte 
de un programa de reforma más amplio, en el cual se distribuyeron 
recursos financieros para la operación y costos de mantenimiento de los 
consejos escolares; en apenas dos años, se alcanzó al 90 % de las institu-
ciones educativas.

La cobertura se amplió en los programas de educación preescolar 
dirigidos hacia la población más pobre y vulnerable. Esto fue evidente 
en Argentina, Brasil, Colombia, Bolivia, Chile, República Dominicana, 
Costa Rica, Guatemala, Paraguay, Perú y Uruguay. 

En cuanto a la calidad, se intervino de manera focalizada en las es-
cuelas más vulnerables. Un ejemplo destacado fue el programa P-900, 
implementado en Chile en la década de los noventa. El programa inclu-
yó el monitoreo, apoyo, dotación de insumos, mejora de infraestructura 
y perfeccionamiento docente, en 900 instituciones educativas de menor 
rendimiento, ubicadas en zonas rurales pobres (García-Huidobro 2005).

Otro eje de la política educativa de aquellos años fue la implemen-
tación de reformas curriculares y procesos de capacitación docente. Se 
implementaron en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay. En Argentina 
(con inversiones educativas significativas), Brasil, Colombia, Chile y 
Uruguay hubo programas de capacitación docente, con distinta intensi-
dad y alcance en cada país.

Los logros académicos en la década de los noventa en Argentina, 
Brasil, Colombia, México, Venezuela y Nicaragua fueron limitados; es-
tos países mostraron altas tasas de deserción y repitencia. Sus sistemas 
educativos propiciaron pocos cambios en la innovación a nivel local, y 
no ofrecieron incentivos a directivos y docentes para mejorar la práctica 
pedagógica (Kaufman y Nelson 2005). 

El Banco Mundial promovió varias políticas en la década de los 
noventa, que incluyeron renovar la inversión docente, determinar las 
prioridades educativas mediante análisis económicos y evaluaciones de 
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aprendizaje como medida de rendimiento, invertir en educación básica, 
acceso universal a la educación básica, programas de subsidio a la de-
manda y una mayor participación familiar. Se propuso también brindar 
autonomía a las instituciones educativas para que operen de acuerdo 
con las condiciones escolares locales (Michel 2004). 

Los programas de transferencias monetarias condicionadas, en la dé-
cada de los noventa, aumentaron el acceso de niños y niñas pobres a la 
escuela y redujeron el trabajo infantil, pero no tuvieron efecto en la cali-
dad educativa; las estrategias de transferencia de la gestión escolar hacia 
las escuelas y las comunidades en América Latina mostraron resultados 
en la ampliación de la cobertura y en la calidad (Ponce 2010).

Hacia finales de aquella década, las políticas en América Latina, 
orientadas por el neoliberalismo, resultaron en un aumento de la des-
igualdad, exclusión social e inestabilidad política en la región. Los lo-
gros en relación con la escolaridad en educación secundaria se dieron 
a la par de un incremento en desigualdad y menor calidad educativa. 
Hubo algunos aspectos en común en los cuales los sistemas educativos 
deben enfocarse para lograr mejoras en calidad: políticas de equidad, 
obligatoriedad de la educación, inversión, mejores condiciones docen-
tes, mejores prácticas al interior del aula, fortalecimiento de la primera 
infancia, evaluaciones de impacto, sistemas confiables de evaluación de 
la calidad y programas compensatorios enfocados correctamente (Suás-
nabar 2017; Cortés y Giacometti 2010).

Entre 2008 y 2014, algunas de las políticas más efectivas para alcan-
zar la calidad educativa se centraron en los estudiantes y su aprendizaje, 
en el mejoramiento docente y en la inclusión de la comunidad edu-
cativa. En Chile, por ejemplo, en ese período se generaron estrategias 
enfocadas en la equidad con la Ley de Subvención Escolar Preferencial, 
con subsidios para centros escolares desfavorecidos. Dado que el sistema 
educativo chileno tiene como base la elección del centro escolar, en la 
Ley de Educación General del 2009 se introdujo la prohibición de se-
lección de los centros escolares de primaria sobre los ingresos familiares 
y el rendimiento estudiantil. La estrategia de apoyo escolar mediante 
financiación se dedicó a las escuelas primarias y secundarias mediante 
la Ley sobre Subsidios Preferentes (2008), cuyo enfoque fue el apoyo 
pedagógico y técnico. La estrategia para desarrollar la dirección escolar 
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inició con la promulgación de la Ley de Calidad y Equidad de la Edu-
cación del 2011. La ley estableció la profesionalización de la dirección 
escolar, mediante la toma de pruebas, la mejora en los salarios directi-
vos, una mayor autonomía escolar y la introducción de la evaluación 
y la asistencia para el desarrollo profesional. Finalmente, en 2012 se 
instituyó la Agencia de Calidad de la Educación en Chile, para evaluar 
el rendimiento del sistema educativo en todos sus niveles y apoyar a las 
escuelas con resultados bajos mediante la Ley de Garantía de Calidad 
(Pont 2015).

En Colombia, entre el 2002 y el 2010, las mejoras se vincularon con 
los indicadores de ampliación de la oferta educativa; una mayor cober-
tura en todos los niveles con énfasis en grupos vulnerables; avances en la 
calidad de los subniveles básico y medio, medida por los resultados de 
pruebas internacionales y nacionales, y un cambio en el modelo institu-
cional. Dichas mejoras se asociaron con incentivos para los prestadores 
del servicio y docentes. Se emplearon estrategias de descentralización, 
alianzas privadas, créditos y subsidios, con el objetivo de ampliar la 
oferta. Además, hubo reformas en el modelo de financiación educativo 
(Sistema General de Participaciones reformado en 2007) que estableció 
un crecimiento anual de los recursos transferidos a las entidades descon-
centradas; la Ley 715 reguló su distribución en función de matrícula 
y un sistema de tipologías ponderó los costos según el nivel educativo 
y densidad poblacional; hubo intervenciones de profesionalización do-
cente (Nuevo Estatuto de Profesionalización Docente 2002) que regu-
laron el ingreso y la carrera docente, establecieron periodos de prueba 
y evaluaciones de desempeño para maestros a partir de ese año. Desde 
2008 se crearon sistemas de apoyo a la gestión y registro de información, 
complementarios a los sistemas nacionales (Vélez 2012).

En Paraguay, entre el 2000 y el 2010 (segunda década desde la tran-
sición democrática iniciada en 1989 y desde la reforma educativa de 
inicios de los noventa), hubo mejoras en aspectos de cobertura, per-
manencia en la escuela y equidad. Sin embargo, no hubo avances en 
rendimiento escolar, en profesión docente, en sistemas de evaluación, 
en competencias y estándares, en autonomía ni en rendición de cuentas. 
Hubo un retroceso en inversión educativa y rezago educativo. Además, 
Paraguay es uno de los países con menor tasa neta de escolarización 
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secundaria en la región, y presenta problemas de retención escolar, re-
pitencia y persistencia para terminar la educación básica (nueve años de 
escolaridad obligatoria) (Elías, Molinas y Misiego 2013).

En Ecuador se amplió la cobertura de educación básica y permanen-
cia entre 2004 y 2010. Por primera vez hubo evaluaciones docentes, una 
formalización de procesos de selección, se crearon nuevos incentivos 
docentes, así como estándares educativos, y la inversión aumentó. A 
la vez, hubo problemas de acceso, de equidad, de logros académicos y 
una descentralización limitada. Se aplicaron programas de eliminación 
de barreras de acceso, como el aporte voluntario de padres de familia 
(2007); un programa de alimentación escolar, la dotación de uniformes 
y textos escolares (2008). Hubo un aumento en los sueldos docentes 
desde el 2008, con bonos de incentivo a partir del 2010, y un sistema 
de capacitación desde el 2008 (Grupo Faro 2010).

Los países latinoamericanos obtuvieron resultados bajos con datos del  
Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA), SERCE 
y TERCE, a partir del año 2010, en cuanto a la calidad educativa medida 
por logros académicos. Las variables para explicar los bajos rendimientos 
de los alumnos latinoamericanos incluyeron el clima y entorno escolar, la 
condición socioeconómica, el acceso a tecnología en los hogares y la per-
tenencia a un grupo indígena. En todos aquellos aspectos hubo marcadas 
diferencias entre la educación pública y la privada. Es decir, la región no 
presentó mejoras significativas en aprendizaje y desarrollo de competen-
cias, a pesar de sus niveles crecientes de escolaridad. Además, los países de 
América Latina mantuvieron una brecha de 85 puntos en matemáticas 
entre los estudiantes más pobres y los más ricos. Esto significa que los más 
pobres se encuentran más de dos años de escolaridad por debajo de los 
estudiantes más ricos. Asimismo, el ingreso de un país no determinó el 
rendimiento, y el gasto educativo y el PIB predijeron solo en forma par-
cial el logro de los estudiantes (Ganimian 2009; Bos, Ganimian y Vegas 
2013a; Fundación Santillana 2016; Gajardo 2018).

En esa década, con el propósito de avanzar en términos de calidad, 
se propuso fortalecer la política de desarrollo infantil temprano, la exce-
lencia docente, la evaluación de aprendizajes, las nuevas tecnologías de 
educación, la relevancia de programas de estudio y su financiamiento. 
En Brasil, las reformas centradas en aumentar el seguimiento docente, 
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el monitoreo de usos de resultados de las pruebas y en la reducción del 
número de docentes no calificados provocaron mejoras significativas en 
matemáticas (Bos, Ganimian y Vegas 2013b).

Las reformas relacionadas con el desarrollo infantil también han sido 
evaluadas en algunos países de la región. Un aumento de la educación pre-
escolar en Argentina y Uruguay tuvo efectos positivos en el aprendizaje 
y escolarización de los niños (Berlinski, Galiani y Manacorda 2008; Ber-
linski, Galiani y Gertler 2006). En Ecuador, Chile y Colombia hubo un 
incremento de centros infantiles de gestión pública, que representaron la 
mayoría de cobertura del servicio para la primera infancia. Sin embargo, 
estas políticas han tenido impactos escasos en el desarrollo cognitivo y en 
el lenguaje infantil en Ecuador, Bolivia, Brasil y Perú (Berlinski y Schady 
2015). Ecuador, Colombia, Chile y Cuba avanzaron con estrategias inte-
grales multisectoriales de desarrollo infantil, con enfoque en la familia. En 
Costa Rica, Brasil, Nicaragua, Panamá, República Dominicana y Uruguay 
hubo progresos normativos para establecer estrategias integrales. Argentina, 
Guatemala, Paraguay, Perú y México avanzaron en programas específicos de 
primera infancia, sin una estrategia integral (Aulicino y Díaz Langou 2015).

En el aspecto docente, en Brasil, Nicaragua, Panamá y Perú los salarios 
eran inferiores en comparación con el resto de profesiones. En Chile, Costa 
Rica y Uruguay estuvieron al mismo nivel (Bruns y Luque 2014; Miza-
la y Ñopo 2012). En cuanto a los procesos de admisión a facultades de 
pedagogía para la formación de docentes, se establecieron requisitos más 
rigurosos en Ecuador y Chile mediante un puntaje mínimo. México y Perú 
propusieron un examen de conocimientos. En Chile y Perú se entregaron 
incentivos, como becas, para atraer estudiantes hacia la carrera docente 
(costos de matrícula y carrera, pensión de estudios, seguro médico, apoyo y 
tutorías, entre otros beneficios). Con respecto a la regulación de la calidad 
de las instituciones que forman docentes, se destaca el caso de Ecuador: en-
tre 2007 y 2014 se evaluaron y cerraron 28 institutos de formación, en un 
proceso acompañado por una reforma en la carrera universitaria y la crea-
ción de la Universidad Nacional de Educación (Cevallos Estarellas 2015).

En Perú, México, Colombia, Chile y Ecuador también hubo refor-
mas en la profesionalización docente, con base en la meritocracia, en la 
estabilidad y en los salarios por desempeño. En Brasil, Chile, Colombia, 
Ecuador y Perú se impulsaron programas de incentivos por desempeño. 
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En Chile hubo evaluaciones docentes y efectos positivos en el apren-
dizaje (Contreras y Rau 2012). En el fortalecimiento de liderazgo di-
rectivo, se destacaron las políticas de Brasil, Colombia, Perú, Chile y 
Ecuador.

Varios países latinoamericanos crearon instituciones o instancias de 
evaluación educativa. En Ecuador (2012), Uruguay y México (2013) 
se establecieron institutos nacionales de evaluación educativa; en Chile 
(2011) se creó la Agencia de Calidad de la Educación. 

El Plan Ceibal en Uruguay (desde 2007) se destaca con respecto 
al uso de nuevas tecnologías, junto a los programas de entrega de una 
computadora portátil por niño en Perú; y en Chile, los laboratorios de 
informática en la década de los noventa. Otro aspecto relevante en el 
ámbito tecnológico fue la extensión de la educación a distancia. Boli-
via, Costa Rica, El Salvador, Haití, Honduras, Nicaragua, República 
Dominicana y Venezuela desarrollaron programas a través de radio y 
televisión con resultados adecuados.4

Por otra parte, Brasil, México y Chile han logrado incluir en sus 
programas curriculares el desarrollo de habilidades socioemocionales. 
Algunos estudios han encontrado que la educación socioemocional tie-
ne impactos positivos en el rendimiento académico (Dusenbury et al. 
2015; Payton et al. 2008).

En 2010 hubo cinco grupos de países en América Latina en cuanto 
al acceso y la permanencia en el sistema educativo: 1) Argentina, Chile y 
Perú, con altos niveles de graduación primaria y secundaria; 2) Bolivia, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y Panamá, con gradua-
ción primaria alta y media en secundaria; 3) Paraguay y Uruguay, con una 
alta graduación en el nivel primario y baja en el secundario; 4) República 
Dominicana y El Salvador, con un nivel de graduación medio en primaria 
y secundaria; y 5) Honduras, Guatemala y Nicaragua, con atraso escolar 
por el ingreso tardío a la escuela, niveles medios de graduación en el nivel 
primario y bajos en el secundario (IIPE UNESCO 2010).

Los organismos internacionales han coincidido en asociar el apren-
dizaje con las políticas de descentralización de los sistemas educativos; la 

4 Michael Trucano. 2010. “Interactive radio instruction: A successful permanent pilot project?”, 
World Bank Blogs, https://blogs.worldbank.org/edutech/iri.
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regulación de la jornada, el año escolar y el número de estudiantes por 
aula; las medidas de monitoreo y evaluación de la calidad educativa; la im-
plementación de estándares de aprendizaje, las evaluaciones docentes, los 
nuevos programas compensatorios y los programas integrales de primera 
infancia. Además, se ha encontrado que los aspectos principales que inci-
den en los resultados educativos son: las desigualdades socioeconómicas; 
la ruralidad; la inasistencia a la escuela; el trabajo infantil; las característi-
cas estructurales del sistema educativo (la obligatoriedad de la educación, 
la inversión en educación); la tasa de asistencia de educación inicial y la 
repitencia; la formación docente; el uso de tecnologías de información y 
comunicación TIC y la desigualdad de aprendizaje al interior de la escue-
la; la disponibilidad de libros, de materiales, de infraestructura, de instala-
ciones y de servicios básicos; el uso efectivo del tiempo para la enseñanza; 
el liderazgo directivo, y las prácticas docentes en el aula (Treviño, Place 
y Chávez 2013; Treviño, Villalobos y Baeza 2016; Bertoni et al. 2018). 

Cambio de ciclo político 

El análisis de la educación para esta investigación se realizó a partir de 
los principios contemplados en las constituciones, programas de go-
bierno, agendas sectoriales y las políticas específicas de cada país. Esto 
permitió comprender las distintas visiones programáticas, pero también 
contrastar los resultados educativos alcanzados. 

En Sudamérica hubo procesos constituyentes en Colombia (1991), 
Venezuela (1999), Ecuador (2008) y Bolivia (2009). Estos procesos indu-
jeron nuevos marcos jurídicos educativos (leyes orgánicas, normas, regla-
mentos), otros ámbitos de gobernanza y la implementación de políticas 
públicas centradas en la equidad social y la consecución de derechos.

Desde inicios de los años 2000 hubo un cambio de ciclo político en 
Sudamérica.5 En la tabla 1.1 se indican los distintos períodos de gobier-
no y quienes tuvieron a cargo los ministerios de Educación. 

5 Es usual denominar gobiernos progresistas, con todos sus matices, a Venezuela (1999 hasta la 
fecha de publicación de este libro, 2021), Argentina (2003-2015), Brasil (2003-2016), Bolivia 
(2006-2019), Uruguay (2005 hasta la fecha publicación de este libro, 2021), Paraguay (2008-2010) 
y Ecuador (2007-2017). Los gobiernos de distinta índole política e ideológica han sido Colombia, Perú 
y Chile (este último caso es más polémico de demarcar).
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Tabla 1.1. Actores de los procesos educativos

País Presidente Período Ministros de Educación

Argentina

Fernando de la Rúa 1999-2001
Juan José Llach 
Hugo Juri 
Andrés Delich

Eduardo Duhalde 2002-2003 Graciela Giannettassio
Néstor Kirchner 2003-2007 Daniel Filmus

Cristina Fernández
2007-2011 
2011-2015

Juan Carlos Tedesco 
Alberto Sileoni

Mauricio Macri 2015-2019
Esteban Bullrich 
Alejandro Finocchiaro

Alberto Fernández 2019-2021 Nicolás Trotta

Bolivia

Jorge Fernando Quiroga 2001-2002

Hugo Carvajal

Gonzalo Sánchez de 
Lozada

2002-2003

Carlos Diego Mesa 2003-2005
Enrique Eduardo 
Rodríguez

2005-2006

Evo Morales 
2006-2010 
2010-2015 
2015-2019

Roberto Aguilar (2008-
2019)

Jeanine Áñez 2019-2020 Virginia Patty

Luis Arce 2020-2021
Víctor Hugo Cárdenas 
Adrián Quelca

Brasil

Fernando Henrique 
Cardoso

1995-2002 Paulo Renato Souza

Luiz Inácio Lula da Silva 2003-2010
Cristovam Buarque 
Tarso Genro 
Fernando Haddad

Dilma Rousseff 2011-2016

Fernando Haddad 
Aloizio Mercadante 
José Henrique Paim 
Cid Gomes 
Luiz Claudio Costa 
Renato Janine Ribeiro

Michel Temer 2016-2018 José Mendonça Bezerra Filho

Jair Bolsonaro 2019-2021
Ricardo Vélez Rodríguez
Abraham Weintraub
Milton Ribeiro
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Tabla 1.1. (Continuación)

País Presidente Período Ministros de Educación

Chile

Ricardo Lagos 2000-2006
Laura Mariana Aylwin 
Sergio Bitar Chacra 
Marigen Hornkohl

Michelle Bachelet 2006-2010
Martín Zilic 
Yasna Provoste 
Mónica Jiménez

Sebastián Piñera 2010-2014

Joaquín Lavín 
Felipe Bulnes 
Harald Beyer 
Carolina Schmidt

Michelle Bachelet 2014-2018
Nicolás Eyzaguirre 
Adriana Delpiano

Sebastián Piñera 2018-2021
Gerardo Varela 
Marcela Cubillos 
Raúl Figueroa

Colombia

Andrés Pastrana 1998-2002
Germán Bula 
Francisco Lloreda

Álvaro Uribe 2002-2010 Cecilia María Vélez

Juan Manuel Santos 2010-2018
María Fernanda Campo 
Gina Parody 
Yaneth Giha Tovar

Iván Duque 2018-2021 María Victoria Angulo

Ecuador

Jamil Mahuad 1998-2000
Vladimiro Álvarez 
Rosángela Adoum

Gustavo Noboa 2000-2003
Roberto Hanze 
Juan Cordero

Lucio Gutiérrez 2003-2005
Rosa María Torres 
Ottón Morán 
Roberto Passailaigue

Alfredo Palacio 2005-2007
Consuelo Yánez 
Raúl Vallejo

Rafael Correa 2007-2017

Raúl Vallejo 
Gloria Vidal 
Augusto Espinosa 
Freddy Peñafiel

Lenín Moreno 2017-2021
Fander Falconí 
Milton Luna 
Monserrat Creamer
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Tabla 1.1. (Continuación)

País Presidente Período Ministros de Educación

Perú

Alberto Fujimori 1990-2000 Federico Salas (2000)

Valentín Paniagua 2000-2001 Marcial Rubio

Alejandro Toledo 2001-2006

Nicolás Lynch 
Gerardo Ayzanoa 
Carlos Malpica 
Javier Sota

Alan García 2006-2011
José Antonio Chang 
Víctor Díaz

Ollanta Humala 2011-2016
Patricia Salas 
Jaime Saavedra

Pedro Pablo Kuczynski 2016-2018
Jaime Saavedra 
Marilú Martens 
Idel Vexler

Martín Vizcarra 2018-2020
Daniel Paredes 
Flor Pablo Medina 
Martín Benavides

Manuel Merino 2020 (5 días) Fernando D’Alessio

Francisco Sagasti 2020-2021 Ricardo Cuenca

Paraguay

Luis Ángel González 1999-2003
Nicanor Duarte 
Darío Zárate 
Blanca Ovelar

Nicanor Duarte 2003-2008
Blanca Ovelar 
María Esther Jiménez

Fernando Lugo 2008-2012
Horacio Galeano 
Luis Riart 
Víctor Ríos

Federico Franco 2012-2013 Horacio Galeano 

Horacio Cartes 2013-2018
Marta Lafuente 
Enrique Riera 
Raúl Aguilera

Mario Abdo Benítez 2018-2021 Eduardo Petta
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Luego de triunfar en procesos electorales, varios gobiernos (Venezuela, 
Brasil, Bolivia, Uruguay, Paraguay y Ecuador) buscaron recuperar el Esta-
do, la regulación, planificación y control, así como construir capacidades 
humanas centradas en la educación y salud. Para ello, hubo inversiones 
estatales significativas en la educación (ampliación de la cobertura y ac-
ceso gratuito, mayor construcción de unidades educativas, programas de 
subsidios, entrega sin costo para los usuarios de libros, entre otros). Esto 
posibilitó una mayor equidad en el acceso y mejores condiciones de in-
fraestructura. Entre tanto, los demás gobiernos sudamericanos adminis-
traron la cobertura y calidad educativa con una amplia gama de políticas, 
obteniendo resultados disímiles. Cabe resaltar que, si bien hubo distintos 
momentos políticos en cada país entre el 2000 y el 2017, la aplicación de 
la política educativa (en su acción y omisión) presenta matices en gobier-
nos de una misma línea ideológica partidaria (Mancebo y Lizbona 2016).

Tabla 1.1. (Continuación)

País Presidente Período Ministros de Educación

Venezuela

Hugo Chávez
1999-2002 
2002-2013

Héctor Navarro 
Aristóbulo Istúriz 
Adán Chávez 
Héctor Navarro 
Jennifer Gil 
Maryann Hanson

Nicolás Maduro 2013-2021

Héctor Rodríguez 
Rodulfo Pérez 
Elías Jaua 
Aristóbulo Istúriz

Uruguay

Jorge Batlle 2000-2005
Antonio Mercader 
Leonardo Guzmán  
José Amorín

Tabaré Vásquez 2005-2010
Jorge Brovetto 
María Simon

José Mujica 2010-2015 Ricardo Ehrlich

Tabaré Vásquez 2015-2020 María Julia Muñoz

Luis Lacalle Pou 2020-2021 Pablo da Silveira

Nota: La tabla contiene información hasta mediados de 2021.
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Después de la “década perdida” de los años ochenta, América Latina 
tuvo un claro viraje al neoliberalismo en los años noventa, cuyo ideario 
se puede sintetizar en el denominado Consenso de Washington (CW), 
que fue asumido por el Banco Mundial, el FMI y la Organización Mun-
dial de Comercio (OMC).6 Los programas de estabilización y ajuste 
estructural del FMI y del BM “enfatizaron la necesidad del crecimiento 
económico, que guarda estrecha relación con la tesis de la economía 
neoclásica que sostiene que antes de distribuir cualquier riqueza adicio-
nal generada en una sociedad, es necesario producirla” (Falconí y Oleas 
2004, 29).

El CW ha sido objeto de diversas valoraciones y evaluaciones. El 
premio Nobel de Economía, Joseph Stiglitz (2002), ha sido crítico 
con las políticas aplicadas. A Stiglitz le preocupaba el efecto de la glo-
balización en la distribución de la riqueza en los países “en desarro-
llo”. Hoy, los economistas están más preocupados por el impacto de 
la distribución y sus efectos en la desigualdad. En los países ricos la 
desigualdad sigue creciendo. Las tecnologías ahorradoras de mano de 
obra y el predominio de los grandes negocios han reducido los salarios 
de la clase media, provocando descontento con la globalización, de 
acuerdo con Stiglitz (2017).

Si bien las políticas del neoliberalismo empezaron a aplicarse en forma 
temprana en Chile en los años setenta, fue a partir de los años noventa 
cuando esta doctrina se consolidó con fuerza en América Latina, en parti-
cular en México. El neoliberalismo, corriente que propugnó la libertad a 
ultranza de los mercados, exigió la reducción del denostado gasto público 
y minimizó la intervención estatal en los procesos económicos. Este siste-
ma sostuvo que la distribución y redistribución del ingreso era un proceso 
posterior al crecimiento económico: primero habría que agrandar el pastel 
para luego compartirlo. Todo se dejaba en manos del mercado, mientras 
el Estado debía ser reducido a su mínima expresión. Una estrategia clave 
del proceso neoliberal fue la privatización y enajenación de las empresas 

6 El Consenso de Washington puede resumirse en una liberalización económica (comercio, 
capitales e inversión), en estabilidad macroeconómica, la prioridad del gasto público en sectores 
con capacidad de generar altos rendimientos económicos (atención primaria de salud, educación 
básica e infraestructura), la atracción de la inversión extranjera y un impulso a los procesos de 
privatización.
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estatales y los servicios de salud, la seguridad social y la educación. La 
estructuración de las políticas económicas generalmente se dio mediante 
los programas de ajuste estructural, a los cuales estuvieron condicionados 
los préstamos internacionales.

Los denominados modelos posneoliberales surgieron como una 
respuesta a los problemas sociales y a la falta de equidad social pro-
vocada por el neoliberalismo. Yates y Bakker (2014) consideraron al 
posneoliberalismo en América Latina como un conjunto de proyec-
tos políticos “emancipatorios” que apuntan a superar la ideología y 
herencia institucionalizada del neoliberalismo. Algunos procesos y 
prácticas del posneoliberalismo incluyeron cambios en las interven-
ciones estatales (o su escala), reformas institucionales y redirección 
de la economía hacia fines sociales. La complejidad de la aparición 
del posneoliberalismo y su relación con el neoliberalismo han hecho 
que no se encuentre un concepto preciso al respecto. Brand y Sekler 
(2009) propusieron que se considere al posneoliberalismo como una 
perspectiva de transformación social, política y económica. Señala-
ron que todos los acercamientos posneoliberales tuvieron en común 
romper con algún aspecto específico del neoliberalismo, pero variaron 
en su profundidad, complejidad y enfoque, así como también en sus 
prácticas y sus conceptos.

Brand y Sekler (2009), en el mismo artículo, señalaron que no se 
debe generalizar el término ‘posneoliberal’, sino que requiere entender-
se como una perspectiva contrahegemónica. Vale anotar que el neoli-
beralismo no solo implica una doctrina o corriente macroeconómica. 
Ceceña (2009) señala que una de las perspectivas posneoliberales corres-
pondió a lo adoptado en América Latina desde los años 2000, cuando 
algunos países se proclamaron socialistas o en transición hacia el socia-
lismo, y en donde tuvo inicio una reversión de las políticas neoliberales 
impuestas por el FMI y el Banco Mundial. Bolivia, Ecuador y Venezuela 
impulsaron políticas con el objetivo de recuperar la soberanía, el poder 
de participación y generar proyectos sociales amplios. Dieron forma a 
estas políticas e institucionalizaron sus cambios mediante nuevas cons-
tituciones aprobadas por la ciudadanía. 

Naurel Arenas García (2012) concluyó que el posneoliberalismo es 
una búsqueda con aciertos y desaciertos. Señala que
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Si bien existen experiencias positivas de políticas que se alejan del mo-
delo neoliberal y se dirigen hacia una distribución más equitativa de 
la riqueza, una reducción de la pobreza y una región más cohesionada 
y autónoma, no se puede hablar de un abandono completo de ciertos 
axiomas del Consenso de Washington (Arenas García 2012, 26-27).

Heidrich y Tussie (2009) examinaron las políticas económicas y co-
merciales de los países latinoamericanos y señalaron que en el pos-
neoliberalismo se retomó la agenda social en los gobiernos. El Estado 
protagonizó la relación entre el mercado y la esfera social, articulan-
do las presiones del mercado globalizado con los intereses nacionales. 
Arenas García (2012, 4) sostuvo que el posneoliberalismo surgió del 
fracaso del modelo neoliberal debido a su costo social, como “una 
nueva izquierda, más moderada y pragmática, pero con una fuerte 
vocación de articulación de lo local con lo global”. El Estado tuvo un 
rol protagónico en la lucha contra la desigualdad y en la articulación 
de las demandas sociales insatisfechas. Es decir, lo denominado pos-
neoliberal es

Una búsqueda de superación de los déficits del modelo neoliberal a par-
tir de la devolución de un rol más prominente al Estado y la búsqueda 
de alternativas de integración regional (o refuerzo de los mecanismos 
existentes) para hacer frente a las fuerzas hegemónicas y caminar hacia 
una mayor autonomía regional (Arenas García 2012, 34).

En el posneoliberalismo, el Estado ejerció la rectoría de sectores denomi-
nados estratégicos (ej. defensa, educación, salud), reguló el proceso eco-
nómico, controló y planificó la gestión gubernamental. Esto fue necesario 
por la existencia de fallos de mercado: externalidades negativas, asimetría 
de información, bienes públicos (su uso no excluye el uso de otros) y mo-
nopolios. Se consideró que el Estado debía considerar prioritario el pago 
de la deuda social y limitar el pago de la deuda externa. Aquello implicó 
construir capacidades humanas en salud y educación, así como reducir la 
pobreza y combatir la desigualdad social. De acuerdo con esta visión, un 
cambio en el régimen de acumulación también demandó un conjunto de 
reformas institucionales para recuperar esas facultades perdidas del Estado 
(planificación, regulación, control y gestión).
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Las políticas educativas en América Latina pasaron de un enfoque en 
asistencia escolar a la búsqueda de eficiencia y calidad educativa. En 1991, 
la UNESCO realizó un análisis de la década 1980-1990 en materia edu-
cativa. Las políticas públicas del momento afectaron a la educación, con 
la disminución tanto del gasto público como de la calidad de vida. La dis-
minución promedio del gasto se estimó en un 25 % y la repetición escolar 
afectó al 20 % de los estudiantes en primaria, con énfasis en los primeros 
grados. En el caso de niños de familias pobres y ubicadas en áreas rurales y 
marginales, la repetición escolar afectó al 40 % (OREALC 2001).

La falta de inversión en educación, sumada a la dificultad de las 
familias para asumir los costos educativos, llevaron a concentrarse en 
mantener la cobertura educativa con un impacto en la calidad. Así, se 
mantuvo la cobertura (se amplió en algunos casos), en detrimento de las 
condiciones laborales de docentes y una reducción en inversión educa-
tiva, lo que afectó la infraestructura escolar.

El deterioro de las condiciones de empleo de los docentes se dio por 
varias vías: salarios y limitaciones en los programas de desarrollo y apoyo 
pedagógico. Hubo también un menoscabo de los insumos escolares, tanto 
para docentes como para estudiantes. Estas carencias limitaron las posi-
bilidades de aprendizaje. De igual manera, se experimentaron obstáculos 
para modernizar equipos e instrumentos pedagógicos y para incorporar 
tecnologías. Con esta evaluación de las condiciones de los sistemas edu-
cativos de América Latina y el Caribe durante la década de los ochenta, 
los desafíos de la década siguiente recayeron en ampliar los niveles de 
cobertura, mejorar la calidad y la equidad educativa (OREALC 2001).

El sistema neoliberal de los años noventa se reflejó en el ámbito edu-
cativo al incorporar la libre iniciativa del sector privado como el mejor 
medio para gestionar mejoras en la calidad de la educación. El Banco 
Mundial recomendó algunas medidas, entre ellas la renovación de la 
inversión docente, la determinación de prioridades educativas mediante 
análisis económicos, las evaluaciones de aprendizaje como medida de 
rendimiento, las inversiones centradas en la educación básica, el acceso 
universal a la educación básica, los programas de subsidio a la demanda, 
una mayor participación familiar y la autonomía a las instituciones edu-
cativas para que operen de acuerdo con las condiciones escolares locales 
(Michel 2004).
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En ese sentido, en la década de los noventa en América Latina se 
priorizaron los siguientes aspectos de las políticas educativas: a) descen-
tralización, organización de la gestión educativa y mayor autonomía a 
las escuelas; b) mayor equidad y calidad, focalizadas en los más pobres; 
c) incentivos docentes; d) sistemas de evaluación de logros educativos; 
e) intervenciones por el lado de la demanda (Ponce 2010).

Los procesos de descentralización tuvieron dos formas: con la trans-
ferencia de responsabilidades a los gobiernos locales y con la transferen-
cia de competencias a las escuelas. En aquellos casos que tuvieron éxito, 
los gobiernos locales habían logrado altos niveles de desarrollo técnico, 
administrativo y financiero.

La equidad y calidad se gestionaron con programas dirigidos a escue-
las de bajos recursos para realizar mejoras en infraestructura, provisión 
de insumos escolares y apoyo a la capacitación docente. En cuanto a las 
políticas de incentivos para docentes, se establecieron salarios diferen-
ciales por área rural y estructuras salariales dependientes del desempeño 
y aprendizaje de sus estudiantes.

Los sistemas de evaluación del aprendizaje fueron implementados 
por Chile, Colombia, Brasil, Argentina, Venezuela, Uruguay, Bolivia 
y Ecuador. Además, se creó el Laboratorio Latinoamericano de Eva-
luación de la Calidad de la Educación (LLECE) de UNESCO, con el 
objetivo de proveer de datos útiles que permitan plantear políticas edu-
cativas pertinentes, generar información comparativa entre los alumnos 
de la región y realizar estudios de los determinantes de la calidad de la 
educación. El primer levantamiento de información se realizó en el año 
1997, como parte de los acuerdos de trece países de la región.

Por el lado de la demanda, Brasil, Ecuador, Colombia y Chile imple-
mentaron programas de transferencias monetarias condicionadas, dirigi-
das a incrementar el acceso a la educación de las personas de bajos recur-
sos. En Chile y Colombia se establecieron programas de bonos escolares 
para mejorar tanto el acceso como los logros académicos (Ponce 2010).

A finales de la década, las políticas en América Latina, orientadas 
por el neoliberalismo, resultaron en un aumento de la desigualdad, 
exclusión social e inestabilidad política en la región. Algunos avances, 
como el aumento de la escolaridad en el nivel secundario, fueron para-
lelos a una mayor fragmentación social y pérdida de calidad educativa 
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(Suásnabar 2017). Información de la International Association for the 
Evaluation of Educational Achievement (IEA) mostró que los países de 
América Latina obtuvieron puntajes bajos en matemáticas y ciencias. 
Otros países con PIB per cápita similares –e incluso más bajos– que los 
de América Latina obtuvieron puntajes mejores (Ponce 2010, 30). 

En América Latina, el gasto en educación como porcentaje del PIB, 
pasó de 3,45 %, a inicios de los noventa, al 3,86 % en el año 2000. Sin 
embargo, la desigualdad aumentó en la mayoría de países sudamerica-
nos entre el inicio y finales de la década: el índice de Gini en Argentina 
pasó de 46,8 a 51,1; Bolivia de 42 a 61,6; Colombia de 51,5 a 58,7; 
Ecuador de 53,4 a 56,4; Paraguay de 40,8 a 54,6 y Venezuela de 42,5 a 
48,3 (Banco Mundial 2019).

El inicio de la década de los 2000 estuvo marcado por un boom de 
commodities (materias primas) en la región y por la llegada de gobiernos 
progresistas en la mayoría de países sudamericanos. Frente al fracaso 
de las reformas neoliberales de la década anterior, este nuevo escenario 
marcó un enfoque de recuperación del rol del Estado y de políticas pú-
blicas orientadas a mejorar la calidad de vida de la población.

A diferencia de lo sucedido en los noventa, las políticas educativas 
adoptadas en esta etapa no supusieron un paquete de reformas impulsa-
das por organismos internacionales, sino experiencias nacionales difun-
didas, apropiadas y reformuladas en el marco de cada país. En general, 
estas iniciativas estuvieron definidas por la expansión de los derechos 
educativos, un mayor acceso, el reconocimiento de derechos de pobla-
ciones excluidas y el aumento de la inversión en educación (Suásnabar 
2017). Los países aplicaron distintas estrategias y avanzaron a ritmos 
distintos; sin embargo, todos asumieron el reto de garantizar una edu-
cación de calidad extendida hasta el final del nivel secundario.

Todo lo anterior se encuentra plasmado en las nuevas leyes de edu-
cación que entraron en vigencia en esos años y que, además de asegurar 
una expansión de los derechos educativos, el reconocimiento de la po-
blación vulnerable y la ampliación del acceso, también extendieron la 
obligatoriedad escolar, que en promedio pasó de 10 a 13 años (excepto 
en Colombia). Ejemplos de esto son Argentina, con la Ley de Educa-
ción Nacional del 2006; Brasil, con la Ley de Directrices y Bases de la 
Educación Nacional modificada del 2009; Chile, con la Ley General 
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de Educación del 2009; Colombia, con la Ley General de Educación 
modificada del 2013; Perú, con la Ley General de Educación del 2003; 
Uruguay, con la Ley General de Educación del 2008; Ecuador, con la 
Ley Orgánica de Educación Intercultural del 2011; Bolivia, con la Ley 
de la Educación “Avelino Siñani-Elizardo Pérez” del 2010; Paraguay, 
con la Ley General de Educación de 1998, y Venezuela, con la Ley Or-
gánica de Educación del 2009.

Los cambios en las constituciones y en las leyes de educación de los 
países sudamericanos estuvieron enfocados en esta década en la gratui-
dad, con la finalidad de eliminar barreras de acceso escolar: eliminación 
de cobros administrativos, dotación de libros, uniformes y fortaleci-
miento de programas de formación escolar. La gratuidad de servicios 
administrativos se introdujo de manera progresiva en todos los países 
sudamericanos en las instituciones educativas públicas de cada país. Los 
programas de alimentación escolar se aplicaron en toda la región, con 
niveles distintos de focalización o universalización, en algunos casos.

 Los programas de entrega de libros de texto se dieron con mayor 
fuerza en Ecuador, Bolivia, Argentina, Chile y Brasil, ya sea con produc-
ción estatal o compras en el mercado privado. Se destacaron los procesos 
de Ecuador y Bolivia, donde se estableció, a nivel de ley, el apoyo a través 
de recursos económicos, los programas de alimentación, los uniformes, 
el transporte e insumos escolares para los estudiantes de instituciones 
públicas, con especial énfasis en la población pobre y vulnerable.

La ampliación de los derechos educativos estuvo acompañada de 
un crecimiento económico, lo que permitió elevar el gasto educativo 
como porcentaje del PIB en la región. En Ecuador, se pasó de 1,5 % a 
5 %; en Brasil de 3,8 % a 6,2 %, y en Uruguay de 2,2 % a 4,4 %, entre 
2000 y 2016. Colombia y Perú tuvieron incrementos modestos. En 
estos países, el gasto educativo (como porcentaje del PIB) se ubicó por 
debajo de la media regional (4,5 %) en 2016, según datos del Banco 
Mundial. De igual manera, se evidenció una reducción significativa de 
la pobreza, medida por el índice de población pobre del Banco Mun-
dial (USD 1,90 al día), en países como Ecuador, Bolivia, Colombia y 
Brasil. Todo esto vino acompañado de una reducción en la desigualdad 
de manera más pronunciada en Bolivia, Ecuador y Argentina. La po-
breza disminuyó mucho más que la desigualdad, lo cual sugiere que las 
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estructuras de poder concentrado representan un reto para los países 
latinoamericanos (Banco Mundial 2018).

El aumento de la inversión educativa y la expansión de derechos plas-
mada en los documentos programáticos de cada país llevó a un incremen-
to en la matrícula a nivel regional, en el nivel secundario, y en menor me-
dida en el primario. La matrícula secundaria (como porcentaje neto) en 
Sudamérica pasó del 60 % en el 2000 al 80 % en 2016. Los incrementos 
de matrícula más marcados correspondieron a Ecuador, Bolivia Uruguay 
y Venezuela, mientras que países como Chile sufrieron un estancamiento, 
tanto en la matrícula primaria como secundaria (Banco Mundial 2018).

Este proceso de expansión en el acceso no se tradujo necesariamente 
en una conclusión de estudios. La tasa de finalización del nivel secun-
dario pasó del 46,3 % en el 2000 al 61,8 % en 2016, para los países 
sudamericanos (UNESCO 2018). El crecimiento estuvo por debajo del 
incremento en matrícula. Para los casos de Ecuador, Perú, Paraguay y 
Bolivia, los incrementos en la tasa de finalización secundaria fueron de 
más del 20 % entre 2000 y 2016 (UNESCO 2018). Otro indicador que 
conviene revisar es la repitencia primaria, dado que predice la expulsión 
de los alumnos del sistema educativo. Los países que más avanzaron en 
este indicador entre 2000 y 2016 fueron Brasil, Perú, Paraguay y Bolivia 
(Banco Mundial 2018).

Las políticas de equidad en la década del 2000 tuvieron como eje 
los programas de transferencias monetarias condicionadas (TMC) –ini-
ciados en la década de los noventa–, con el objetivo de garantizar el 
cumplimiento de los derechos educativos. Otras iniciativas para mejorar 
la matrícula y retención escolar consistieron en programas de becas a 
estudiantes (Bolivia, Chile) y de extensión de la jornada escolar (Perú, 
Uruguay, Venezuela). Además, hubo un crecimiento de programas inte-
grales de apoyo a la educación rural. En Chile, la iniciativa de “Subven-
ción Escolar Preferencial” transfirió recursos a las escuelas según el nivel 
socioeconómico de sus estudiantes. En Colombia, el programa “Todos 
a Aprender” empleó a docentes destacados como asesores en escuelas 
vulnerables. En Uruguay, el programa “Maestros Comunitarios” renovó 
el vínculo educativo con las familias.

En la mayoría de países sudamericanos se crearon ofertas alterna-
tivas para atender a la población de edad más avanzada o vulnerable, 



28

y a problemáticas de abandono o diversidad cultural. Por ejemplo, 
Argentina, con programas nacionales de inclusión educativa, educación 
en contextos de encierro y su Programa Nacional de Alfabetización y 
Educación Básica para Jóvenes y Adultos, establecido en 2008; Bolivia, 
con los centros de Apoyo Integral Pedagógicos para población vulne-
rable y programas con enfoque intercultural; Chile, con programas de 
educación intercultural bilingüe; Colombia, con programas de etnoe-
ducación, planes para la población en frontera, atención educativa a la 
población afectada por la violencia y programas integrados de alfabeti-
zación. Ecuador, con el Programa nacional de alfabetización y educa-
ción básica para personas con rezago educativo y ofertas flexibles; Perú, 
con su Programa de movilización por la alfabetización; Uruguay, con 
propuestas educativas durante todas las etapas de la vida, en diferentes 
contextos ambientales y culturales, y programas de formación de perso-
nas jóvenes y adultas, y Venezuela, con sus misiones de alfabetización. 

El reconocimiento de la Educación Intercultural Bilingüe en países 
como Bolivia y Ecuador se dio a nivel constitucional, con la expansión 
de los derechos de pueblos originarios e indígenas. Esto incluyó la nece-
sidad de elaborar currículos más pertinentes y flexibles para las ofertas 
de educación intercultural. Las reformas curriculares de la década dieron 
como resultado –en algunos casos– documentos más contextualizados e 
integrados, que otorgaron al docente mayor flexibilidad y autonomía en 
su práctica pedagógica. Sin embargo, algunas críticas, como la realizada 
por Rivas y Sánchez (2016, 6), sobre el aspecto curricular en esta década 
apuntan a que “se recurrió a materiales curriculares más prescriptivos, 
que buscaron direccionar la enseñanza con guías concretas para los do-
centes: rutas de aprendizaje, estándares y contenidos prioritarios”. Es 
decir, se concretaron diseños curriculares muy amplios y con un exceso 
de contenidos, por lo cual a veces en la práctica resultó inviable.

Gracias a varias políticas redistributivas iniciadas en la década de los 
2000, la expansión educativa se concentró en la población de bajos recur-
sos. Este proceso se tradujo en una mayor equidad educativa en la región, 
en términos de acceso: “En promedio, entre 2006 y 2014, la participación 
en la enseñanza secundaria de los quintiles socioeconómicos 1 y 2 aumen-
tó en 8 puntos porcentuales, mientras que la de los quintiles 4 y 5 creció 
menos de 1 punto porcentual” (Elacqua et al. 2018, 2). 
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El aumento en cobertura no vino acompañado necesariamente de 
mejores aprendizajes. En nueve de los quince países evaluados por el 
TERCE, más del 40 % de los alumnos de tercer grado mostró un 
desempeño insuficiente en matemáticas. A pesar de que falta mucho 
para mejorar la calidad educativa en la región, se deben reconocer algunos 
avances de los últimos veinte años, como las mejoras en aprendizaje al 
tomar en cuenta las pruebas SERCE 2006 y TERCE 2013. En la com-
paración 2006-2013, los países latinoamericanos lograron mejoras en 
todas las asignaturas, especialmente en matemáticas. Esto se focalizó 
en los resultados de las escuelas más vulnerables, las desatendidas, y en 
clases donde los profesores tenían menos recursos o capacidades (Rivas 
y Sánchez 2016).

En el análisis econométrico que desarrollamos se encuentra que, a 
pesar de que los estudiantes indígenas presentan puntajes menores en 
comparación con los no indígenas, la brecha tiende a reducirse entre las 
dos pruebas en algunos países. Además, se evaluó el impacto del cambio 
de ciclo político en la reducción de la brecha entre las escuelas públicas 
y privadas y se encontró un efecto positivo. Esto significa que en dichos 
gobiernos hubo una revalorización de la escuela pública.

Una de las políticas que pudo tener un efecto en la reducción de las bre-
chas de aprendizaje fue la mejora de la infraestructura escolar. La evalua-
ción de la infraestructura realizada en el SERCE y el TERCE está organiza-
da en seis categorías: equipamiento de aulas, espacios de uso múltiple, áreas 
de oficina, espacios pedagógicos, conexión a servicios, agua y saneamiento. 
A partir de aquello construimos un índice de infraestructura escolar para 
los países sudamericanos y encontramos que aquellos que destacan en este 
índice entre 2006 y 2013 son Ecuador, Colombia y Chile. Esto tuvo sen-
tido por las políticas de infraestructura adoptadas, sobre todo en Ecuador 
con el programa Unidades Educativas del Milenio (UEM), que inició en 
2008 y consistió en la dotación de instituciones educativas con capacidad 
para 1140 estudiantes por jornada en todos los niveles. Hasta el 2017 se 
construyeron y entregaron en Ecuador 100 UEM.

Otra política aplicada por varios países sudamericanos fue la entrega 
de computadoras, material digital y la provisión de conectividad. Uru-
guay, Argentina y Perú fueron los países con los programas de tecnología 
más desarrollados y universalizados. 
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En la medición de la calidad educativa, durante la década de los 2000, 
las evaluaciones estandarizadas cobraron fuerza en la región. Con la fina-
lidad de entender la dinámica del sistema educativo y sus actores, pasa-
ron de ser evaluaciones muestrales a censales. Se promovió la difusión de 
resultados, lo cual hizo visibles los problemas educativos en la agenda de 
políticas de cada país. Chile fue el primer país en el que se introdujeron 
sistemas nacionales de evaluación, a través del Sistema de Medición de la 
Calidad de la Educación (SIMCE) en 1988; pero en el 2000 se realizaron 
cambios y mejoras técnicas. En 1990 se creó en Brasil el Sistema de Ava-
liação de Educação Básica (SAEB), de tipo muestral, y la “Prova Brasil” en 
2005, de tipo censal, para evaluar a estudiantes de quinto y noveno años 
de la educación básica. Argentina comenzó en los noventa con el Ope-
rativo Nacional de Evaluación (ONE), y desde 2007 fue censal para los 
alumnos del último año del nivel secundario. En Colombia se estableció 
la prueba Saber en 1991, de tipo muestral, y en 2001 pasó a ser censal en 
distintos años de la educación básica (Suásnabar 2017).

En Ecuador se realizó una prueba censal de logros educativos en 
2008. Desde la creación del Instituto Nacional de Evaluación Educativa 
en 2012, se aplica la prueba Ser Bachiller de tipo censal a estudiantes del 
último año con evaluaciones muestrales en varios años de la educación 
básica.7 En Perú la primera prueba de evaluación de conocimientos se 
realizó en 1996, pero en 2007 tuvo lugar la primera Evaluación Censal 
de Estudiantes (ECE). En Uruguay, los aprendizajes se miden desde 
1996, pero en 2007 hubo cambios técnicos en la evaluación, y desde 
2010 las pruebas se rinden en línea. 

El crecimiento de los sistemas nacionales de evaluación se explica 
por el impacto de las pruebas internacionales LLECE y PISA, que ini-
ciaron en 1997 y en 2000, respectivamente, y que fueron incorporando 
a los países sudamericanos, excepto Bolivia y Venezuela. A partir de esa 
situación surgieron nuevos sistemas de logros por escuela, pagos por 
resultados a los docentes y comenzaron las evaluaciones docentes.

Otro avance de la década de los 2000 se encontró en el campo de 
la descentralización educativa. Los procesos impulsados en la década 

7 En marzo del 2021, la Asamblea Nacional ecuatoriana aprobó un proyecto de reforma a la Ley 
Orgánica de Educación Intercultural, mediante la cual se eliminó el examen Ser Bachiller y se 
reemplazó con dos pruebas: examen de grado y de ingreso a la educación superior.
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anterior generaron “problemas asociados a la delegación de funciones 
hacia autoridades locales con limitadas capacidades y en algunos casos 
profundizaron la fragmentación del sistema y las desigualdades educa-
tivas” (Suásnabar 2017, 28). El impacto de las políticas de descentra-
lización dependió de las capacidades de los gobiernos locales; es decir, 
resultaron exitosas en aquellos gobiernos con un alto nivel de desarrollo 
político, financiero y administrativo, mientras que sucedió lo contrario 
en gobiernos con bajos niveles (Ponce 2010). La descentralización en los 
noventa fue un proceso de desentendimiento del Estado y, en algunos 
casos, estaba asociado a la privatización.

La reforma chilena es el caso más representativo de descentraliza-
ciones municipales o privatizaciones. Inició en los años ochenta, con el 
traslado de instituciones educativas del gobierno central hacia las mu-
nicipalidades o hacia agentes privados. El gobierno central mantuvo el 
financiamiento de la educación (proporcional al número de estudiantes) 
y la determinación del currículo, mientras que los gobiernos municipa-
les y los agentes privados se encargaron de la contratación y capacita-
ción docente, la administración de las escuelas, el mantenimiento y la 
construcción de las instituciones educativas. En este punto se observó 
una disminución en el desempeño académico de las escuelas públicas, 
debido a la migración de los mejores estudiantes hacia las privadas. De 
acuerdo con Ponce (2010, 117), durante la década de los noventa

Chile avanzó con la descentralización de las escuelas a través de la mejora 
de los insumos escolares, la promoción de innovaciones pedagógicas y 
las intervenciones específicas dirigidas a las escuelas más desventajadas. A 
nivel descriptivo, durante la década de los noventa, el gasto real per cápita 
en educación, incluyendo el salario de los profesores, se incrementó.

Además, se garantizaron condiciones de trabajo más estables para do-
centes y los resultados de aprendizaje tuvieron una mejora significativa 
durante el período (Ponce 2010).

En los 2000 hubo un cambio en el concepto de descentralización, 
acompañado de una recuperación del Estado y de los gobiernos loca-
les. No se trató de una descentralización que abandonara y transfiriera 
responsabilidades, sino que traspasó capacidades y gestión con control 
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del Estado central, en una llamada recentralización estratégica (Rivas 
y Sánchez 2016). Hubo una tendencia a planificar a largo plazo, con 
visiones más integrales de política educativa, mientras que los sistemas 
nacionales de evaluación y pruebas estandarizadas constituyeron los me-
canismos de control por resultados. 

En algunos países de la región hubo procesos de transferencia de 
estudiantes de escuelas públicas a privadas, sobre todo en Perú, Chile 
y Argentina. La región pasó del 15 % de alumnos en escuelas privadas, 
al 18 % entre 2000 y 2010. En Chile, en la década de los ochenta, un 
20 % de alumnos asistía a escuelas privadas; la cifra alcanzó el 61 % en 
2013. Argentina y Chile financiaron con recursos públicos sus escuelas 
privadas. En Brasil, Perú y Colombia fueron experiencias aisladas; y en 
Uruguay, Ecuador, Bolivia y Venezuela no existió este tipo de subsidios 
(Rivas y Sánchez 2016).

En cuanto al ámbito docente, en esta década surgieron nuevos siste-
mas de evaluación y carreras vinculadas al mérito. Se reconoció que el 
magisterio debe ser capacitado y tener un buen desempeño en el aula. 
En esa línea, las nuevas carreras docentes se caracterizaron por una di-
ferenciación salarial, sus incentivos y sus mecanismos de promoción 
horizontal, con base en resultados de desempeño. Esto se dio en medio 
de incrementos generalizados del salario docente, pero con variaciones 
entre países. En Chile y Ecuador se pagaron salarios claramente supe-
riores en comparación a la región. En esta década se resaltó la necesidad 
de una mayor formación docente, de la revalorización de la profesión, 
de atraer a los candidatos más calificados, mejorar salarios y premiar con 
base en el mérito, en la formación continua y en la evaluación profe-
sional. En Colombia, Chile, Ecuador y Perú hubo reformas para atraer, 
preparar y seleccionar a docentes más capaces. Varias políticas aplicaron 
incrementos salariales, mejoras en la jornada laboral, criterios de selec-
ción más estrictos, becas, bonos por desempeño y una carrera docente 
más meritocrática (Elacqua et al. 2018; Rivas y Sánchez 2016).

En varios países se implementaron programas dirigidos al magisterio, 
relacionados con la atracción y retención de buenos estudiantes, el desa-
rrollo de capacidades docentes y el aseguramiento de la calidad de la for-
mación. Algunos de los proyectos más destacados incluyeron a Ecuador, 
con su Programa de Acompañamiento Pedagógico; y Colombia, con el 
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Programa Todos a Aprender. Ambos desarrollaron esquemas de acompa-
ñamiento centrados en el aula, y se fundamentaron en un trabajo continuo 
y colaborativo entre docentes, tutores y estudiantes. En Chile surgió una 
propuesta para la formación inicial de profesores de física y matemática 
a partir de comunidades prácticas de aprendizaje; en Argentina se creó el 
Programa de Liderazgo e Innovación Educativa para Directivos Docentes.

Pese a todos los avances señalados, la organización pedagógica fue un 
aspecto en el que no hubo cambios sustantivos. Los gobiernos latinoa-
mericanos dieron más oportunidades educativas gracias al incremento 
de la inversión educativa y la adopción de políticas de equidad, pero 
no se logró crear capacidades en los alumnos. Las prácticas pedagógi-
cas fueron dispersas y mostraron falencias para fomentar el estudio y el 
entusiasmo en los estudiantes. El núcleo de la pedagogía permaneció 
estático; es decir, se mantuvieron métodos similares, sistemas antiguos 
de evaluación, prácticas didácticas dispersas, baja articulación científica 
y una amplia cantidad de materias (Rivas y Sánchez 2016).

Un trabajo pendiente que dejaron todas las corrientes políticas y eco-
nómicas en América Latina fue la introducción de la experiencia de las 
familias, el trabajo integrado con la comunidad y la revisión de las peda-
gogías. En la región hubo una escasa participación social, puesto que no se 
aplicaron políticas de inclusión familiar y de comunidades en los procesos 
educativos. La participación de la sociedad en la elaboración de leyes es 
insuficiente. La segunda mitad de la década del 2010 cerró un ciclo de 
reformas educativas regionales por dos factores: el agotamiento del boom 
de los commodities y el recambio electoral en varios gobiernos en la región. 

En síntesis, a partir de los años 2000 hubo un cambio político re-
gional. Distintos gobiernos (a veces llamados progresistas o posneolibe-
rales) enfatizaron en la recuperación del Estado en la planificación y la 
construcción de capacidades humanas. Hubo una convergencia hacia 
iniciativas marcadas por la expansión de los derechos educativos, la am-
pliación del acceso, aspectos de gratuidad con énfasis en la población 
pobre y excluida; el reconocimiento de derechos de poblaciones históri-
camente discriminadas, y un aumento en la inversión en educación. La 
gratuidad, una mayor inversión educativa como porcentaje del PIB y el 
aumento de la matrícula –tanto primaria como secundaria– diferencia-
ron de manera marcada a los países de la región.
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Capítulo 2
Estudios de caso de diez 
países de Sudamérica

Las políticas y programas relacionados con la educación a nivel regio-
nal se han enfocado en promover el acceso educativo. La situación en 
Sudamérica es diversa y desde la década de los 2000 se ha enfatizado la 
calidad educativa. 

En este capítulo presentamos los estudios de caso de diez países: 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Paraguay, 
Uruguay y Venezuela. Sistematizamos –desde un enfoque en la edu-
cación– los programas de cada país, vigentes en sus constituciones, sus 
programas de gobierno, sus planes de desarrollo, sus planes sectoriales y 
las políticas aplicadas (gratuidad, equiparación de oportunidades, subsi-
dios educativos, financiamiento, políticas docentes, entre otras).

La heterogeneidad entre aquellos países resulta evidente al analizar 
sus sistemas educativos. La importancia de la educación en la región 
queda de manifiesto al considerar la extensa legislación que establece el 
derecho de cada Estado y sus obligaciones para cumplir con la atención 
escolar en los distintos niveles. 

Con el objetivo de lograr una visión integral de los países en los últi-
mos años, revisamos los cambios y las reformas realizadas desde la déca-
da de los 2000 en comparación con años anteriores. En todos los países 
sudamericanos rigen leyes de educación que guían la política educativa 
y, en varios de ellos, sus leyes y reglamentos complementarios regulan 
aspectos específicos, como el financiamiento, la formación docente o la 
educación inicial.

Índice
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Las reformas educativas de los años noventa se enmarcaron en los 
lineamientos del debate político de la época. Se orientaron hacia la con-
formación de una sociedad “donde la formación de recursos humanos 
para la producción era un objetivo fundamental de los sistemas edu-
cativos” (López 2015, 25). Desde los años 2000 entraron en vigencia 
nuevas leyes de educación en Argentina, Bolivia, Chile y Venezuela. Las 
posteriores corresponden a Bolivia y Ecuador.

Encontramos varias modificaciones normativas en algunos países. Por 
ejemplo, en Argentina se incluyó la educación de niños y niñas de cuatro 
años dentro de la obligatoriedad escolar. En Chile se modificaron conte-
nidos de la Ley General de Educación, como el lucro en las instituciones 
educativas, la opción de las instituciones de seleccionar estudiantes –según 
sus capacidades o índice socioeconómico– y el copago como fuente de fi-
nanciamiento en las escuelas (Ley de Inclusión Escolar de Chile 2015).

Los países sudamericanos, excepto Ecuador, instituyeron la obligato-
riedad de la escolaridad en el nivel preprimario y primario. Todos los sis-
temas, con la excepción de Colombia, abarcan en su totalidad a la educa-
ción secundaria. En Sudamérica la escolaridad obligatoria ronda entre los 
13 y 14 años. En Colombia es de diez años. De igual manera, al analizar 
los cambios en la obligatoriedad, encontramos que desde el 2000 aumen-
taron los años en el nivel básico y medio. Solo Colombia no modificó su 
obligatoriedad. Bolivia, por ejemplo, es el caso que más la aumentó: pasó 
de 8 a 14 años durante el período de análisis. Brasil, Chile y Uruguay 
aumentaron cinco años de educación obligatoria. Estos incrementos se 
relacionan con el gasto en educación, que repuntó durante los últimos 
años en todos los países sudamericanos, excepto Paraguay. El gasto educa-
tivo, como porcentaje del PIB en 2016, fluctuó en alrededor de un 4 % 
en países como Paraguay y Perú, hasta un 7 % en Bolivia.

En los países sudamericanos conviven tipos diferentes de organiza-
ción estatal, con distintos grados de descentralización, en la provisión 
de la educación pública:

La provisión puede ser organizada a través de instituciones de gestión 
estatal o de gestión privada, que constituyen la denominada educa-
ción privada. Por su parte, los recursos que se destinan a financiar 
esa función pueden provenir del sector público o del sector privado. 
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Dentro de los recursos públicos se encuentran aquellos destinados a la 
provisión pública de educación, las transferencias realizadas por el Es-
tado a las instituciones de enseñanza privada (subsidios a la educación 
de gestión privada) y las erogaciones dirigidas a las familias u hogares, 
a través de becas y transferencias en especie que realizan algunos pro-
gramas educativos como, por ejemplo, provisión de textos escolares y 
útiles (Cetrángolo y Curcio 2017, 39).

En lo referente al financiamiento educativo encontramos subsidios a 
la oferta y a la demanda. En Latinoamérica predomina el modelo que 
financia la oferta, donde los recursos se asignan a las instituciones edu-
cativas sobre la base de “criterios históricos o incrementalistas o, de los 
insumos utilizados” (Cetrángolo y Curcio 2017, 40). Los casos más co-
nocidos de este tipo de aplicación son Colombia y Chile. Por otro lado, 
existen modelos de subsidio a la demanda, como la entrega de vouchers 
en Colombia y Chile, y programas de transferencia monetaria condicio-
nada aplicados en toda la región.

Las reformas aplicadas en Sudamérica dan cuenta de la heteroge-
neidad de situaciones, posibilidades y preferencias entre los países, lo 
cual no genera un camino específico y correcto. Al revisar los aspectos 
programáticos de cada país encontramos patrones comunes, como la 
expansión de la obligatoriedad, la evaluación de los logros educativos, la 
extensión de la jornada, programas de gratuidad, la mejora en las condi-
ciones docentes y el incremento de contenidos. 

Bolivia

Tabla 2.1. Principales indicadores de Bolivia

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 5,5 6,3 7,6 7,3

Gasto por alumno, nivel primario (% del PIB per 
cápita) - - - -

Gasto por alumno, nivel secundario (% del PIB per 
cápita) - - - -
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Tabla 2.1. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,3 0,3 0,2 0,2

Matrícula primaria (% neto)1 94,8 95,6 92,0 89,8

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 118,22 114,81 104,52 96,56

Matrícula secundaria (% neto) 60,8 - 73,2 78,0

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 72,91 87,02 88,71 91,43

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 6,6 - 6,6 2,2

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) 15,2 8,1 7,2 6,72

Escolaridad población de 25 años en adelante 7,4 7,1 7,7 8,9

Desempleo (% fuerza laboral) 4,5 5,1 2,5 3,1

Crecimiento de la población (% anual) 1,9 1,7 1,6 1,5

Coeficiente de GINI 61,6 58,5 46,1 44,6

Índice de población pobre USD 1,90 al día 
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 28,6 19,3 10,5 7,1

Índice de Desarrollo Humano 0,62 0,63 0,66 0,69

Índice de Desarrollo Educativo 0,90 0,91 0,91

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola)2 - 93,59 76,59 68,2

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado 
y alcanzan el último grado de enseñanza primaria3 - - 86,90 94,7

Crecimiento del PIB (% anual) 2,5 4,4 4,1 4,3

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).

1 La matrícula neta se refiere al número de alumnos del grupo de edad correspondiente –teóricamen-
te– a un nivel de educación dado, expresado en porcentaje de la población total de ese grupo de edad.
2 El porcentaje de empleo informal incluye todos los trabajos en empresas privadas no constitui-
das en sociedad, no registradas y / o de pequeña escala que producen bienes o servicios destinados 
a la venta. Los vendedores ambulantes autónomos, los taxistas y los trabajadores a domicilio, in-
dependientemente de su tamaño, se consideran empresas. Sin embargo, se excluyen las actividades 
agrícolas y relacionadas, los hogares que producen bienes para su propio uso y los servicios volun-
tarios prestados a la comunidad.
3 El porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y alcanzan el último grado de ense-
ñanza primaria corresponde a una cohorte de estudiantes matriculados en el primer grado de la 
enseñanza primaria, en un determinado año escolar, y que se espera alcancen el último grado de 
enseñanza primaria, independiente de la repetición. También es conocida como la tasa de sobrevi-
vencia al último grado de enseñanza primaria. Una tasa cercana al 100 % indica un alto nivel de 
retención y baja incidencia de abandono.
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Antecedentes

En Bolivia encontramos una mejora de los indicadores generales y 
educativos desde la década de los 2000. La inversión educativa au-
mentó en casi 2 % del PIB entre 2000 y 2016 y ese año fue la más alta 
de Sudamérica (7,3 %). Hubo un aumento considerable en matrícula 
secundaria (78 % en 2016) y una reducción en la desigualdad medida 
por el coeficiente de GINI, que pasó de 61,6 en el 2000 a 44,6 en el 
2016.

Evo Morales asumió la presidencia de Bolivia el 22 de enero del 
2006, y planteó un proceso constituyente para reformar las áreas eco-
nómicas, políticas y sociales del país. La Asamblea Constituyente de 
Bolivia fue electa el 2 de julio del 2006, con el propósito de redactar 
una nueva constitución, aprobada el 10 de diciembre del 2007. El texto 
aprobado fue sometido a referendo y ratificado con el 61 % de los votos. 
Entró en vigencia el 7 de febrero del 2009 (Deheza 2007).

La Constitución política de Bolivia estableció que “la educación es 
obligatoria hasta el bachillerato y que la educación fiscal es gratuita en 
todos sus niveles hasta el superior” (art. 81). Toda persona tiene derecho a: 

recibir educación pública, universal, democrática, participativa, comu-
nitaria, descolonizadora y de calidad, en todos los niveles de manera 
productiva, gratuita, integral e intercultural, sin discriminación. La 
educación constituye una función suprema y primera responsabilidad 
financiera del Estado, que tiene la obligación indeclinable de sostenerla, 
garantizarla y gestionarla (art. 1).

La educación es gratuita en sus modalidades regular, alternativa y es-
pecial. “La educación es intracultural, intercultural y plurilingüe y el 
sistema educativo se fundamenta en una educación abierta, humanista, 
científica, técnica y tecnológica, productiva, territorial, teórica y prácti-
ca, liberadora y revolucionaria, crítica y solidaria” (art. 78).

La educación en Bolivia es obligatoria hasta el bachillerato y culmina 
al obtener el diploma correspondiente (art. 81).
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Marco legal

En los años 90 la situación educativa boliviana fue objeto de debates 
continuos, que llevaron al país a la necesidad de una reforma educati-
va. Estos debates estuvieron acompañados por experiencias innovadoras 
en cuanto a práctica educativa y fomentaron nuevas visiones, como los 
proyectos de educación intercultural bilingüe y las escuelas multigrado.

La política educativa aplicada en el país a partir de julio de 1994, 
antes de la presidencia de Evo Morales, introdujo procesos de exclusión 
que no tomaban en cuenta identidades, formas de pensar, cosmovisio-
nes y proyecciones históricas de los pueblos originarios e indígenas (Ca-
jías de la Vega 2013).

En este marco, se produjo el cambio de gobierno, con la victoria de 
Morales. Una de sus primeras acciones, en mayo del 2006, consistió en 
la abrogación de la Ley de la Reforma Educativa de 1994, mediante un 
decreto ejecutivo. Un resultado inmediato de este decreto fue la falta de 
normatividad en la práctica, pues ya no se aplicaba la Ley de 1994, pero 
tampoco había una nueva, dando lugar a un proceso educativo confuso 
hasta el 2010 (Cajías de la Vega 2013).

Con dicho decreto se organizó una comisión, con “intérpretes idó-
neos del movimiento anticolonizador y antiglobalizador de la Revolución 
Democrática Cultural” para elaborar la nueva ley, cuyo resultado fue pre-
sentado y aprobado en el Congreso Nacional de Educación, en julio del 
2006. Algunas críticas señalaron que se trataba de una Ley “anticientífica” 
que se enfocaba en su mayoría en saberes ancestrales y dejaba de lado los 
avances de los últimos siglos. Además, cuestionaron la prolongación de la 
formación docente inicial a cinco años (Cajías de la Vega 2013, 15).

Luego de la promulgación la nueva Constitución Política del Estado, 
el Congreso Nacional aprobó la Ley de la Educación “Avelino Siña-
ni-Elizardo Pérez” n.º 70, el 20 de diciembre del 2010, que rige desde el 
2011. Esta ley señala que:

Se consolida y fortalece el funcionamiento de unidades educativas fisca-
les y gratuitas, sostenidas por el Estado Plurinacional, para garantizar el 
acceso, permanencia y la calidad de la educación de todas y todos, por 
constituir la educación un derecho fundamental y de prioridad estraté-
gica para la transformación hacia el Vivir Bien (art. 2 II).
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Sobre la educación regular, en el artículo 9 de la Ley, se establece que:

La educación regular es la educación sistemática, normada, obligatoria y 
procesual que se brinda a todas las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, 
desde la Educación Inicial en Familia Comunitaria hasta el bachillerato, 
permite su desarrollo integral, brinda la oportunidad de continuidad en 
la educación superior de formación profesional y su proyección en el 
ámbito productivo, tiene carácter intracultural, intercultural y plurilin-
güe. El subsistema de educación regular comprende la educación inicial 
en familia comunitaria, la educación primaria comunitaria vocacional y 
la educación secundaria comunitaria productiva. 

Con dicha nueva Ley de Educación, la escolarización obligatoria se exten-
dió por 14 años, en tanto que con la anterior solo se garantizaba el nivel 
primario. Es decir, se amplió la obligatoriedad en todos los niveles de 
educación media. En Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela existe la misma obligatoriedad (SITEAL 2019).

En cuanto a logros educativos, la nueva Constitución boliviana es-
tableció que “el seguimiento, la medición, evaluación y acreditación de 
la calidad educativa en todo el sistema educativo, estará a cargo de una 
institución pública, técnica especializada, independiente del Ministerio 
del ramo” (art. 89).

En la Ley de Educación se garantiza la calidad educativa, con estra-
tegias de seguimiento, medición y evaluación. En la actualidad, Bolivia 
no participa en ningún sistema internacional de evaluación y medición 
de la calidad educativa. En la época de la reforma educativa se creó 
el Sistema de Medición de la Calidad Educativa (SIMECAL), que no 
funcionó. En el 2010 se creó una entidad pública descentralizada del 
Ministerio de Educación, denominada Observatorio Plurinacional de la 
Calidad Educativa (OPCE).

El LLECE es una red de unidades nacionales de evaluación, que 
opera en el marco de la UNESCO y realiza evaluaciones de desempe-
ño escolar. Bolivia participó en el primer estudio en 1997, pero no en 
el segundo en 2006, ni en el tercero en 2013. En la prueba de 1997, 
la situación más favorable se observó en los alumnos de escuelas pri-
vadas; sin embargo, todos los estratos presentaron porcentajes bajos y 



41

dificultades en el desarrollo de las competencias evaluadas en lenguaje 
y matemáticas. Desde entonces, Bolivia no forma parte de las pruebas 
de aprendizaje estudiantil y evaluación de los factores asociados a los 
logros educativos. 

Además, el gobierno rechazó participar en el Programa para la 
Evaluación Internacional de Alumnos (PISA, por sus siglas en in-
glés), que cada tres años mide el rendimiento de alumnos de 15 
años, en matemáticas, lectura y ciencias; en el PISA del 2015 parti-
ciparon 79 países.

Bolivia firmó un acuerdo en 2017 para ser parte del LLECE. Al-
rededor de 12 000 estudiantes entre tercero y sexto años de primaria 
fueron parte de una evaluación de aprendizaje en octubre del 2017, en 
307 escuelas primarias. Se utilizaron instrumentos desarrollados por el 
LLECE para las pruebas del Tercer Estudio Regional Comparativo y 
Explicativo (TERCE), aplicado en 2013 a otros países de la región. Los 
resultados fueron un antecedente para Bolivia, hacia su participación en 
el cuarto Estudio Regional Comparativo y Explicativo (ERCE), que se 
aplicó en 18 países de la región en 2018 y 2019.

Sobre políticas o programas emblemáticos, la Constitución (arts. 82 
y 84) y la Ley de Educación (art. 5 párr. 11) establecen que:

El Estado apoyará con prioridad a los estudiantes con menos posibili-
dades económicas para que accedan a los diferentes niveles del sistema 
educativo, mediante recursos económicos, programas de alimentación, 
vestimenta, transporte, material escolar; y en áreas dispersas, con resi-
dencias estudiantiles. El Estado y la sociedad tienen el deber de erra-
dicar el analfabetismo a través de programas acordes con la realidad 
cultural y lingüística de la población. 

Sobre la formación docente, la Ley señala que:

Debe ser fiscal y gratuita, por constituirse en una función suprema y 
primera responsabilidad financiera del Estado; diversificada, en cuanto 
a formación curricular e implementación institucional, porque respon-
de a las características económicas, productivas y socioculturales en el 
marco del currículo base plurinacional (art. 32).
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En la Ley se establece que:

Los Institutos Normales Superiores y otros Centros de Formación Do-
cente se transformarán en Escuelas Superiores de Formación de Maestros 
de carácter estatal y bajo tuición del Ministerio de Educación. El Minis-
terio de Educación otorga el título de maestro en el grado de licenciatura 
con reconocimiento del Escalafón Nacional del Magisterio. El escalafón 
solo reconoce a los formados en las Escuelas Superiores de Maestros. El 
tiempo de estudio comprende cinco años para todos los niveles, áreas y 
modalidades del Sistema Educativo Plurinacional (art. 38).

Según el artículo 40 de la Ley, se formarán “profesionales críticos, re-
flexivos, autocríticos, propositivos, innovadores, investigadores; com-
prometidos con la democracia, las transformaciones sociales, la inclu-
sión plena de todas las bolivianas y los bolivianos”. Además, se brindará 
formación inicial, posgradual y continua a todos los maestros.

En cuanto a la descentralización educativa, Galindo (2011) sugiere 
que la reforma educativa, con la nueva Ley de Educación, no permite la 
descentralización. La Ley de la Reforma Educativa de 1994 promovió 
la descentralización educativa, especialmente en los niveles municipal y 
distrital; pero se identificaron problemas ligados a decisiones económi-
cas y financieras. Posteriormente no hubo avances en cuanto a la des-
centralización del sector educativo, en comparación con la Ley de 1994.

Planes de desarrollo

Evo Morales propuso el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2011 al asu-
mir la presidencia que “expresa la voluntad política de superar la exclu-
sión social y reducir sustancialmente las desigualdades e inequidades 
económicas y sociales en el marco de una nueva visión de país”. En el 
plan se estableció la dotación de recursos pedagógicos, de equipamiento, 
de recursos humanos capacitados, y una vinculación entre la vocación 
y las características productivas regionales, con la formación técnica y 
tecnológica (Ministerio de Planificación del Desarrollo Bolivia 2007).

El Plan Sectorial de Desarrollo Integral de Educación para Vivir Bien 
2016-2020 incluyó incrementos de matrícula en la educación regular, e 



43

incremento del acceso y finalización de programas de posalfabetización. 
En cuanto a calidad, introdujo la formación docente e infraestructura 
complementaria, materiales, equipos, mobiliario y alimentación comple-
mentaria escolar por más de 150 días al año para la mayoría de estudian-
tes. En el ámbito intercultural se planteó la incorporación de pueblos y 
nacionalidades indígenas en los procesos educativos con su lengua, cultu-
ra, conocimientos y saberes, y la creación de nuevos institutos de lenguas 
y culturas. 

Programas o proyectos

Cobertura

Bono Juancito Pinto

El bono fue un subsidio de incentivo a la permanencia escolar, con el 
objetivo de erradicar la pobreza extrema y la exclusión, con medidas 
tanto estructurales como inmediatas. También tuvo como objetivos 
incentivar la matriculación y reducir la inasistencia y deserción esco-
lar, especialmente en el área rural y la periferia de las ciudades (Yánez 
Aguilar 2012).

Este programa de transferencias monetarias condicionadas se imple-
mentó el 26 de octubre del 2006 y su población objetivo eran niñas, 
niños y adolescentes de la educación regular y educación especial del 
sistema fiscal (escuelas públicas y convenio). Su condicionalidad es la 
asistencia escolar certificada por el docente.

Entre 2006 y 2015, el número de niñas, niños y adolescentes bene-
ficiarios aumentó de 1,08 a 2,26 millones. Los montos entregados a los 
estudiantes casi se duplicaron entre 2006 y 2015, de Bs 217,1 a 478,8 
millones (Yánez Aguilar 2012).

A partir de la implementación del bono hubo algunos avances. Del 
2000 al 2014, el abandono escolar disminuyó a una tasa de 2,9 %. El 
bono no introdujo progresividad según el avance del ciclo de estudio de 
cada estudiante, desde su primer año de estudio hasta culminar el nivel 
secundario (bachillerato), como tampoco introdujo criterios de incenti-
vo por género (mayor incentivo a niñas).
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Existen algunas investigaciones que analizan los efectos del bono. 
Medinaceli y Mokrani (2008) estimaron cuatro especificaciones eco-
nométricas para obtener la probabilidad de asistencia al centro educa-
tivo por parte del niño, cuando: a) el hogar donde habita es un lugar 
urbano; b) si tiene más edad; c) si sabe leer y escribir; d) si recibe el Bono 
Juancito Pinto; e) si no trabaja; f ) si el hogar posee un ingreso per cápita 
elevado; g) cuando el número de miembros en la familia es bajo, y h) 
mientras mayor sean los años de educación del jefe de hogar. Concluye-
ron que la entrega del bono incrementó la probabilidad de asistencia a 
la unidad educativa.

Yáñez Aguilar (2012) utilizó técnicas de micro simulación y realizó 
una evaluación ex ante del bono. Evidenció una reducción en la inasisten-
cia escolar, disminución de la indigencia y mejora en la distribución del 
ingreso. Vera Cossío (2011) realizó una evaluación ex post del bono me-
diante modelos de probit bivariados. Encontró efectos nulos del anuncio 
del bono sobre la matriculación y efectos solo en niños menores a nivel 
desagregado. Destacó el impacto significativo sobre la asistencia escolar y 
no encontró incidencias en el trabajo infantil. En todas las investigaciones 
realizadas sobre este bono sobresale su impacto en el área rural. 

Programa Centros de Apoyo Integral Pedagógico (CAIP) 

El programa se enfocó en niñas y niños que viven en centros peniten-
ciarios, para brindar una educación equitativa, disminuir el rezago y 
abandono escolar. 

Conforme a los mandatos constitucionales y a la política educativa 
contenida en la Ley de la Educación, se priorizó la atención a poblacio-
nes vulnerables, históricamente relegadas y olvidadas, ejecutando ac-
ciones que benefician a estudiantes de zonas de frontera, ribera de río 
y del pueblo guaraní, así como a los niños, niñas y adolescentes que se 
encuentran en recintos penitenciarios y hospitales.

Programa de alfabetización “Yo sí puedo”

En 2006 se creó el programa nacional de alfabetización denominado 
“Yo sí puedo” y en 2009, el de posalfabetización “Yo sí puedo seguir”, 
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para que las personas mayores de 15 años concluyan el nivel primario 
y secundario. 

El programa utilizó audio y material impreso para cada estudiante. 
Tuvo una duración de tres meses y consistió en clases guiadas por un 
facilitador y material de práctica (Canavire 2011). Inició con clases en 
español y luego incorporó otras lenguas. El método de alfabetización 
alcanzó a 824 mil bolivianos que aprendieron a leer y a escribir (Cana-
vire 2011).

51 provincias en Bolivia, de un total de 120, fueron declaradas “li-
bres de analfabetismo” y la tasa de analfabetismo se redujo al 3 %. En 
diciembre del 2008, la UNESCO declaró al país libre de analfabetismo.

Calidad

Bachilleres destacados

Consistió en un incentivo económico a los mejores bachilleres del país 
en instituciones educativas públicas. El programa inició en 2014 y du-
rante ese año benefició a un número significativo de estudiantes. Hasta 
2017, se invirtieron 5,2 millones de dólares destinados a 35 783 bachi-
lleres destacados en todo el país.

Programa Nacional de Alimentación 
Complementaria Escolar (PNACE)

El programa inició en 2002 y se impulsó integralmente desde el año 
2006. Se orientó a prevenir el abandono escolar, a incrementar la matrí-
cula, a mejorar el rendimiento escolar, la cobertura escolar, la nutrición 
y la salud.

La Alimentación Complementaria Escolar (ACE) fue un almuerzo 
escolar con una evolución favorable en el transcurso de los últimos años. 
En el año 2003, el 55,4 % de los municipios bolivianos a nivel nacional 
brindó este servicio, que llegó al 52,6 % de las escuelas públicas, bene-
ficiando a 1,3 millones de estudiantes (52 % del total de estudiantes en 
el sistema público). En el año 2012, el 94,3 % de los municipios a nivel 
nacional brindó el servicio, alcanzando al 83,5 % de las escuelas; esto 
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benefició a 2,2 millones de estudiantes, que correspondió al 89,4  % 
del total de estudiantes en el sistema público (Ministerio de Educación 
Estado Plurinacional de Bolivia 2014).

El porcentaje del presupuesto asignado a la Alimentación Escolar 
Complementaria varió en todos los municipios. Por este motivo, no todos 
los estudiantes tuvieron el mismo acceso a la alimentación escolar. Según 
la zona, unos recibieron solo el desayuno y otros también el almuerzo.

El presupuesto destinado al programa pasó de 635 mil dólares en 
2014, a 3,7 millones en 2015. A partir del 2016, se estabilizó el presu-
puesto en 2,2 millones anuales hasta el 2018, según los datos disponi-
bles del Programa Nacional de Alimentación Complementaria Escolar.

Proyecto de transformación de 
la educación secundaria

El proyecto inició en 2006, con el objetivo de mejorar la calidad, el 
acceso y la permanencia en la educación secundaria. Y con el propó-
sito de responder de forma equitativa y pertinente a las necesidades y 
expectativas de los jóvenes en Bolivia, en especial de la población rural 
e indígena. El programa buscó el respeto a los derechos humanos, la di-
versidad social, cultural y lingüística, y el desarrollo humano sostenible 
(Ministerio de Educación de Bolivia 2005).

Consistió en la formación permanente de maestros, el mejoramiento 
de la gestión institucional y el currículo. También incluyó la infraestruc-
tura, el equipamiento y el apoyo pedagógico a estudiantes en riesgo de 
abandono escolar. Se beneficiaron 19 347 maestros de secundaria con 
capacitación intensiva y de calidad, y 876 directores de unidades educa-
tivas del nivel secundario, capacitados en gestión institucional, curricu-
lar y de recursos humanos (Ministerio de Educación de Bolivia 2005).

Una computadora por docente 

Consistió en la entrega de computadoras, conexión a internet y ca-
pacitación docente a las maestras y maestros del magisterio público 
en ejercicio con el objetivo de mejorar el proceso de enseñanza y 
aprendizaje.
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Educación permanente

Este programa tuvo como objetivo el desarrollo de capacidades organi-
zativas, políticas y en producción comunitaria, así como la formación 
artística y cultural para el desarrollo de procesos educativos inclusivos. 
Está focalizado hacia personas en situación de exclusión, marginación 
o discriminación que participan de organizaciones sociales indígenas y 
campesinas. El objetivo es fortalecer a estos movimientos y a agrupacio-
nes ciudadanas y de productores.

Brasil

Tabla 2.2. Principales indicadores de Brasil

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 3,9 4,5 5,6 6,2

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) 10,55 15,2 20,5 20,05

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) 10,15 13,0 20,98 21,53

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 86,4 89,6 90,4 92,0

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 1,0 1,0 1,2 1,3

Matrícula primaria (% neto) 96,9 94,9 95,5 95,5

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 150,79 133,26 132,5 -

Matrícula secundaria (% neto) 73,2 73,2 78,8 82,3

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 109,99 101,29 95,26 -

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 25,0 18,7 9,4 8,7

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - 7,2 5,2 4,04

Escolaridad población de 25 años en adelante 6,0 6,4 6,8 7,6

Desempleo (% fuerza laboral) 9,8 9,3 7,3 11,6

Crecimiento de la población (% anual) 1,5 1,2 1,0 0,8

Coeficiente de GINI 58,4 56,3 52,9 53,7

http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/670/educacion-permanente
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Antecedentes

Brasil es la octava economía más grande del mundo, el país sudameri-
cano con mayor desigualdad y con el mayor nivel de desempleo regis-
trado en 2016. Entre el 2000 y 2016 tuvo una notable reducción de la 
pobreza: casi 30 millones de personas salieron de esa situación en aquel 
período con la aplicación de políticas de inclusión social. Después de un 
lapso de fuerte crecimiento (hasta 2013), Brasil entró en una recesión en 
2016 (-3,3 % del PIB), debido a la caída de los precios de los productos 
básicos y al descenso del consumo y de la inversión.

El número promedio de años de estudio aumentó en todos los gru-
pos etarios. La tasa de alfabetismo en la población mayor a 15 años 
aumentó de 86,4 % a 92 %, entre el 2000 y el 2016.

La Constitución de 1988 provino de la transición de un régimen 
militar a un nuevo sistema democrático, aunque no se trató de una re-
volución democrática, sino de una concesión progresiva de los militares 
(Farfán Mendoza 2014).

En este contexto de transición surgieron demandas sociales de dere-
chos, como el acceso a la educación, a la salud, a la vivienda, al trabajo, 
a una reforma agraria, a los derechos ambientales e indígenas. El proceso 

Tabla 2.2. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Índice de población pobre USD 1,90 al día  
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 13,4 8,6 5,4 4,3

Índice de Desarrollo Humano 0,68 0,70 0,73 0,76

Índice de Desarrollo Educativo - 0,91 0,89 -

Empleo informal  
(% del total del empleo no agrícola) - - 41,98 38,27

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer 
grado y alcanzan el último grado de enseñanza 
primaria

80,1 80,6 - -

Crecimiento del PIB (% anual) 4,4 3,2 7,5 -3,3

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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estuvo acompañado por sindicatos, la iglesia, los grupos étnicos y los 
empresarios (Farfán Mendoza 2014).

La Constitución tiene elementos de carácter programático y del or-
den común, pertinentes a las políticas públicas de cada gobierno. Es por 
esta razón ha sido sometida a varias enmiendas (62 hasta el 2008). Con 
este proceso, en los períodos de Fernando Henrique Cardoso y Lula se 
rediseñó el sistema tributario, el modelo económico y algunos derechos 
sociales (Farfán Mendoza 2014).

Marco legal 

En la Constitución de 1988 se agregaron otros derechos sociales a los in-
dividuales clásicos y liberales. Se destacó la educación como un derecho 
universal, que debía ser promovido y protegido por el gobierno (Stanek 
2013). El artículo 208 determina que

El deber del Estado con la educación se hará efectivo mediante la 
garantía de: 

• Enseñanza fundamental, obligatoria y gratuita, incluso para los que 
no tuvieran acceso a ella en la edad apropiada. 

• Progresiva extensión de la obligatoriedad y gratuidad a la enseñanza 
media.

• Atención educacional especial a los portadores de deficiencias, prefe-
rentemente en el sistema ordinario de enseñanza. 

• Atención en guarderías y centros preescolares a los niños de cero a 
seis años de edad.

• Acceso a los niveles más elevados de enseñanza, de investigación y de 
creación artística según la capacidad de cada uno.

• Oferta de enseñanza nocturna regular, adecuada a las condiciones 
del educando.

• Atención al educando, en la enseñanza fundamental, a través de 
programas suplementarios de material didáctico-escolar, transporte, 
alimentación y asistencia a la salud. 

En 1996 se aprobaron las pautas de educación nacional y la ley marco 
Lei de Diretrizes e Bases da Educação o LDB. Esta ley requirió una base 
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nacional común para el plan de estudios en la educación primaria y 
secundaria, con el que aumentaron la duración y el número de días de 
enseñanza; se fortaleció la evaluación de cursos e instituciones en todos 
los niveles educativos; se permitió la integración de la educación voca-
cional, y se realizaron consideraciones para estudios especiales y para la 
educación indígena.

La transformación de la educación brasileña comenzó en 1995, cuan-
do el gobierno de Fernando Henrique Cardoso asumió tres funciones 
normativas críticas a nivel federal que anteriormente no se habían cumpli-
do: 1) igualar el financiamiento entre regiones, estados y municipios con 
la reforma Fundo de Manutenção e Desenvolvimento da Educação Básica 
e de Valorização dos Profissionais da Educação (FUNDEB); 2) medir el 
aprendizaje de todos los niños en un criterio nacional común (SAEB), y 
3) proteger la oportunidad educativa de los estudiantes de familias pobres 
(Bolsa Escola). Con estas reformas, además del primer marco legal inte-
gral para la educación básica (LDB en 1996) y las primeras directrices 
curriculares nacionales, el Ministerio de Educación obtuvo los elementos 
principales de una política nacional.

El gobierno de Lula da Silva (2003-2010) no solo mantuvo estas 
políticas básicas, sino que las amplió y fortaleció. Además, estableció 
un aumento en el salario mínimo y en las pensiones. La igualación del 
financiamiento del FUNDEB se extendió a las escuelas secundarias y 
preescolares. Bolsa Escola se consolidó con otros programas de transfe-
rencias condicionadas en Bolsa Familia, y la cobertura aumentó de 8,2 
millones de estudiantes en 2002 a 17,7 millones en 2009, con transfe-
rencias en efectivo de 610 a 2136 millones de dólares.

La prueba de aprendizaje, de una pequeña muestra nacional de es-
tudiantes tomada cada dos años mediante el SAEB, se extendió a una 
prueba nacional de matemáticas y portugués llamada Prova Brasil, y se 
aplicó a todos los estudiantes de cuarto, octavo y onceavo grado. Los 
resultados se combinaron con datos sobre la matrícula, la repetición y 
las tasas de graduación de los estudiantes, para generar un índice com-
pleto del rendimiento escolar: el Índice de Desarrollo de la Educación 
Básica (IDEB). Con este puntaje, cada segmento del sistema educativo 
brasileño se pudo evaluar el aprendizaje de sus estudiantes y la eficiencia 
de su escuela.
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Las políticas federales, estatales y municipales en educación también 
han sido progresivas e innovadoras en otros espacios. El fuerte papel 
normativo del Ministerio de Educación ha incluido nuevos estándares 
para los docentes; programas de formación docente con apoyo federal 
de alta calidad y selección y producción de libros de texto. El apoyo a la 
inversión incluyó programas como Mais Educação y la expansión de las 
escuelas técnicas federales. El gobierno también apoyó la planificación 
a nivel escolar, con el Fondo para el Fortalecimiento y el Desarrollo Es-
colar (FUNDESCOLA), la enseñanza multigrado bajo la Escola Ativa, 
y el desarrollo de capacidades para los administradores de educación 
municipal. Las reformas innovadoras se afianzaron a nivel estatal y mu-
nicipal, que tuvieron la responsabilidad central de brindar educación 
preescolar, primaria y secundaria.

La creación del Sistema Nacional de Evaluación de la Educación 
Superior (SINAES), el establecimiento de un sistema obligatorio de 
educación primaria de nueve años y el desarrollo de oportunidades téc-
nicas adicionales para la formación profesional fueron una parte de las 
innovaciones.

La educación estuvo supervisada por un sistema de ministerios y ofi-
cinas gubernamentales que trabajaron junto a los niveles municipal, es-
tatal y federal. Los municipios proporcionaron y regularon la educación 
de la primera infancia. Los estados y el distrito federal fueron responsa-
bles de la provisión y regulación de la educación primaria y secundaria. 
El gobierno federal estuvo a cargo de la provisión de educación en sus 
instituciones y de la regulación de las instituciones privadas.

Como parte de las reformas derivadas de la LDB de 1996, la edu-
cación primaria y secundaria siguió un patrón de 9 + 3, siendo obliga-
toria para niños de 6 a 14 años. Esto significó un aumento del sistema 
anterior, con estructura 8 + 3. La enseñanza primaria y media fue obli-
gatoria y gratuita en las instituciones públicas. La educación preescolar 
y secundaria no fueron obligatorias, pero estaban disponibles de forma 
gratuita en las instituciones públicas. Las instituciones privadas estaban 
disponibles en todos los niveles educativos y debieron ser evaluadas y 
aprobadas por el Ministerio de Educación.

Además de la educación secundaria y vocacional, se ofreció un diplo-
ma de educación secundaria de adultos para estudiantes no tradicionales. 
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Los estudiantes con esta calificación pudieron tomar los exámenes de in-
greso a la universidad.

La Enmienda Constitucional N.º 59, realizada en el 2009, aumentó 
la duración de la educación obligatoria de nueve a 14 años (antes era de 
cuatro a 17 años), y la Ley N.º 12.796 de abril del 2013 estableció la 
obligatoriedad de la inscripción de niños de cuatro años en educación 
de primera infancia (ECEC). Todos los estados y municipios tuvieron 
hasta el año 2016 para cumplir con estas políticas. 

En cuanto a calidad en la docencia, en 2013 se implementó el Pac-
to Nacional para el Fortalecimiento de la Educación Secundaria y el 
Programa de Educación Secundaria Innovadora (2009) con la finalidad 
de rediseñar la educación secundaria superior y el currículo educati-
vo. Además, en 2011 se implementó el Programa Nacional de Acceso 
a la Educación Técnica y Empleo (PRONATEC), con el objetivo de 
aumentar la oferta de cursos en educación secundaria superior y para 
trabajadores, y proporcionar becas de capacitación.

Con el objetivo de mejorar el rendimiento estudiantil, la Ley de 
1996 exigió que todos los docentes tuvieran una titulación universitaria 
–con matrícula gratuita para formación inicial– y en servicio del profe-
sorado, con aumento de las jornadas de enseñanza práctica. Además, se 
requirió el desarrollo de las trayectorias profesionales de los docentes en 
los estados y municipios.

La Ley N.º 11.738 del 2008 estableció un salario mínimo nacional 
para los maestros de educación primaria y secundaria en las escuelas 
públicas, y un máximo de 40 horas por semana.

El Decreto Presidencial PARFOR N.º 6.755 (2009-2014) estable-
ció la Política Nacional para la Formación de Profesores de Educación 
Básica y el Plan Nacional para la Formación de Profesores de Educación 
Básica (PARFOR). Con esto se capacitó a más de 79 mil maestros sin 
un título de enseñanza terciaria.

El Programa Institucional de Becas para Iniciación en la Enseñanza 
(PIBID), del 2009 se enfocó en los futuros maestros durante su ca-
pacitación inicial, con el apoyo de mentores de instituciones de edu-
cación terciaria. El PIBID promovió vínculos más estrechos entre la 
teoría y la práctica, y entre las instituciones de educación superior y 
las escuelas públicas para elevar la calidad de la educación. En 2014, 
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el PIBID trabajó con 284 instituciones asociadas y más de 90 mil 
futuros docentes.

El Sistema de Universidad Abierta de Brasil brindó educación a dis-
tancia y tuvo como objetivo ampliar la oferta, principalmente para la 
formación inicial y continua de los maestros de educación básica. Al-
rededor de 120 mil estudiantes completaron su formación a través de 
la Universidad Abierta de Brasil, y 32 mil de ellos se graduaron con un 
título de enseñanza terciaria.

El Programa de Apoio à Formação Superior e Licenciaturas Inter-
culturais Indígenas (PROLIND) del año 2008 se dedicó a apoyar a los 
maestros de escuelas de educación básica que tuvieron una mayoría de 
estudiantes de origen indígena.

Así mismo, se establecieron metas y objetivos para mejorar la calidad 
de la enseñanza en el marco del Plan Nacional de Educación (2014-
2024). Las iniciativas del año 2016 incluyeron una formación especia-
lizada a nivel terciario para todos los docentes, capacitación a nivel de 
posgrado para el 50 % de docentes de primaria y secundaria, y una equi-
valencia entre el salario promedio de los maestros y el salario promedio 
de otros profesionales con títulos universitarios.

El sistema educativo estuvo en gran parte descentralizado en los 
estados y municipios. El Ministerio de Educación (MEC) definió los 
principios, el marco rector y coordinó la política nacional de educación 
para todos los niveles educativos, en colaboración con los estados y los 
municipios.

La responsabilidad sobre la calidad de la educación y atención de 
la primera infancia, y de la educación primaria y secundaria inferior, 
recayó en los estados y los municipios, debido a que financiaban y admi-
nistraban dichos niveles educativos. Los estados también fueron respon-
sables de la educación secundaria superior, crearon su propia política de 
educación dentro del marco nacional establecido y fueron responsables 
de construir escuelas, de proporcionar equipos, almuerzos y transportes 
escolares, de capacitar y reclutar maestros, y pagar sus salarios.

Cada estado y municipio tuvo una secretaría dedicada a la educa-
ción. Bajo las Pautas de Educación Nacional y la Ley Marco de 1996, las 
diferentes partes interesadas trabajaron juntas para organizar los niveles 
educativos de manera colaborativa.
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Las escuelas fueron responsables de redactar e implementar su pro-
pio plan de desarrollo pedagógico. La administración de recursos, como 
personal y finanzas, se encontró dentro del marco establecido por los 
estados o municipios. 

El financiamiento para la educación primaria y secundaria fue res-
ponsabilidad de los gobiernos estatales y municipales y varió según las 
regiones. La educación en las escuelas públicas fue gratuita y las escuelas 
recibieron fondos según sus tasas de inscripción de estudiantes.

Según la Constitución, el gobierno federal debió destinar el 18 % 
de sus ingresos fiscales a la educación, mientras que los estados y los 
municipios reservaron el 25 % de sus ingresos fiscales a la educación. 
Para ayudar a abordar el gasto desigual en los estados y municipios, el 
gobierno brasileño estableció una fórmula de financiamiento que tomó 
el número de estudiantes para garantizar un gasto mínimo por cada 
uno. El estudio Calidad Inicial del Costo Estudiantil (2014) tuvo como 
objetivo establecer el valor mínimo para la inversión por estudiante con 
base en todos los niveles y tipos de educación básica. Consiste en el cál-
culo y la supervisión de los indicadores de gastos del personal docente y 
otro personal educativo, de las necesidades de infraestructura, material 
didáctico y escolar, de alimentos y transporte escolar (OECD 2015).

El gobierno federal pudo apoyar aún más a aquellos estados con ne-
cesidades específicas, como las escuelas rurales o más grupos indígenas. 
Los estados y municipios con más recursos pudieron gastar por encima 
del mínimo. El gobierno federal también pudo transferir fondos direc-
tamente a las escuelas para mejorar la infraestructura física y el apoyo 
pedagógico.

Del mismo modo, se aplicaron políticas para distribuir el gasto 
en educación de manera más equitativa. La Ley 12858 del 2013 es-
tableció que el 75 % de los ingresos por regalías de nuevos contratos 
de exploración de petróleo se invertiría en educación; y la Ley No. 
12.351 del 2010 estableció el Fondo Social Federal. El 50 % de estos 
fondos se reservaría para la educación, hasta cumplir los objetivos del 
Plan Nacional de Educación. Este plan (2014-2024) apuntó a aumen-
tar la inversión pública en educación al menos al 7 % del PIB en los 
primeros cinco años del plan (2019) y al 10 % del PIB al final de la 
década (2024).
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Programas y proyectos

Cobertura

Bolsa Familia-Bolsa Escola

La experiencia con programas de transferencias monetarias condiciona-
das (TMC) comenzó con la “Renda Programa Mínima” (ingreso míni-
mo) en la ciudad de Campinas y la Bolsa Programa Escola (beca escolar) 
en Brasilia, ambos en 1995. Los programas consistieron en transferen-
cias de efectivo, para garantizar un nivel mínimo de ingresos para las fa-
milias pobres, condicionadas a la asistencia escolar infantil. Entre 1995 
y 1999 otras ciudades adoptaron el mismo modelo de programación 
social, obtenido de las experiencias positivas de sus antecesores.

En abril del 2001, el gobierno federal presentó el programa nacional 
de transferencias monetarias condicionadas (TMC) centrado en la edu-
cación, llamado Bolsa Escola. Para ser elegible, una familia debía tener 
un ingreso per cápita inferior a la mitad de un salario mínimo brasileño 
(es decir, por debajo de la línea de pobreza brasileña habitual) y tenía 
que incluir individuos de entre 6 y 15 años. Pagaba 15 reales (aproxima-
damente USD 6) por cada niño que asistía al menos al 85 % de los días 
escolares, con desembolsos para un máximo de tres hijos por familia. 
Bolsa Escola se unió a otros programas sociales en 2004 y se convirtió 
en Bolsa Familia.

Ferro, Kassouf y Levison (2010) encontraron que el programa fue 
eficaz para aumentar la matrícula escolar de los niños de dos a cuatro 
puntos porcentuales, aunque este porcentaje ya era alto. También en-
contraron un efecto negativo en el empleo en la fuerza laboral infantil, 
con un efecto mayor para los niños que viven en zonas rurales. El pro-
grama redujo la probabilidad de trabajo de los niños urbanos en dos a 
tres puntos porcentuales y la probabilidad de los niños rurales por seis a 
nueve puntos. Vale recordar que la condición para recibir la subvención 
fue la asistencia escolar de los niños.

Brauw y otros autores (2015) evaluaron Bolsa Familia utilizando los 
datos longitudinales de hogares y el método de ponderación de puntaje 
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de propensión para medir sus efectos en una amplia gama de resultados 
escolares. El impacto está desglosado por sexo, edad y ubicación. En-
contraron que la participación escolar de las niñas incrementó en 8,2 
puntos porcentuales, con efectos comparables entre las más jóvenes y las 
mayores. No hubo impacto en la participación de los niños. Bolsa Fami-
lia tuvo un gran efecto en la progresión de grado para todas las niñas que 
viven en áreas rurales, con un efecto mayor para las niñas de entre 15 y 
17 años (22,5 puntos porcentuales) que para las de seis a 14 años (14,6 
puntos porcentuales). En las zonas urbanas, también hubo un fuerte 
efecto en la progresión del grado de las jóvenes –18 puntos porcentuales 
para mujeres de 15 a 17 años–, pero no para las niñas de entre seis y 
14 años. No hubo impacto en la progresión de grado de los niños en 
áreas urbanas o rurales. Para los niños, la desagregación rural / urbana 
solo produjo una mejora estadísticamente significativa en la progresión 
de grado, la repetición de grado y el abandono, con una reducción de 
6,9 puntos porcentuales en estudiantes de entre 15 y 17 años en zonas 
urbanas. En las zonas rurales, la deserción de los estudiantes de entre 
15 y 17 años se redujo a una cantidad equivalente a la de las niñas (9,6 
puntos porcentuales), pero al igual que con estas, el impacto no fue 
estadísticamente significativo.

A diferencia de los resultados para las niñas, los signos en los impac-
tos de repetición de grado tendieron a ser positivos y, en algunos casos, 
las magnitudes fueron grandes. Por ejemplo, hubo una disminución de 
10,5 puntos porcentuales en la repetición de grado para niños de zonas 
rurales de seis a 14 años. 

Programa Nacional de Integración de la Educación Profesional 
en la Educación Básica en la Modalidad de Educación 
de Jóvenes y Adultos (PROEJA) 

Su objetivo fue garantizar el derecho a la educación básica, en particu-
lar del nivel medio, y ampliar las oportunidades de acceder al trabajo 
formal. Ofreció educación técnico profesional y capacitación profesio-
nal en distintas modalidades (integrada y concomitante a la enseñanza 
media y a la educación fundamental en la modalidad educación para jó-
venes y adultos). Estuvo dirigido a jóvenes y adultos que no tuvieron la 

http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/682/programa-nacional-de-integracion-de-la-educacion-profesional-en-la-educacion-basica-en-
http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/682/programa-nacional-de-integracion-de-la-educacion-profesional-en-la-educacion-basica-en-
http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/682/programa-nacional-de-integracion-de-la-educacion-profesional-en-la-educacion-basica-en-
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oportunidad de cursar la enseñanza fundamental, a la enseñanza media 
en la edad regular y a la búsqueda de su profesionalización.

Programa Nacional de Acceso a la Enseñanza Técnica
y Empleo (PRONATEC)

Su objetivo fue ampliar las oportunidades de inclusión social y acceso 
a la educación, y al trabajo formal. Ofreció servicios diversos, a través 
del programa Brasil Profesionalizado (transferencia de fondos del go-
bierno federal hacia las redes de formación profesional de los estados y 
el Distrito Federal); mediante la Red e-Tec Brasil ofreció cursos técni-
cos gratuitos y formación profesional a distancia; y el Acuerdo de Gra-
tuidad con los Servicios Nacionales de Aprendizaje. Bolsa Formación 
ofreció cursos técnicos para los estudiantes matriculados en la escuela 
secundaria o que terminaron la escuela secundaria, y para estudiantes 
de educación de adultos; y la expansión de la Red Federal de Educación 
Profesional, Científica y Tecnológica.

Calidad

PROJOVEN integrado

El programa promovió la inclusión social de los jóvenes en contextos de 
desventajas sociales, a través de un estímulo económico, de actividades 
educativas complementarias al sistema educativo formal y de formación 
laboral para ampliar sus oportunidades de acceso al trabajo formal. Ade-
más, procuró el fortalecimiento de la capacidad de los estados y muni-
cipios para diseñar la oferta de cursos a los destinatarios del programa.

El PROJOVEN tuvo tres modalidades: urbano, campo y trabajador. 
Todas ofrecieron entre seis y 18 transferencias monetarias, formación 
para el trabajo y formación ciudadana, y están enfocados en jóvenes de 
18 a 29 años que no habían concluido el primer tramo del nivel medio 
(SITEAL 2019).

PROJOVEN Adolescente ofreció actividades educativas comple-
mentarias a la educación formal, tutorías y seguimiento y estuvo des-
tinado a adolescentes de entre 15 a 17 años que conformaban familias 

http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/677/programa-nacional-de-acceso-a-la-ensenanza-tecnica-y-empleo-pronatec
http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/677/programa-nacional-de-acceso-a-la-ensenanza-tecnica-y-empleo-pronatec
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con ingresos inferiores a un salario mínimo, y/o son titulares del Progra-
ma Bolsa Familia (SITEAL 2019).

Red Nacional de Formación Continua
de Profesores

Tuvo por objetivo fortalecer las capacidades estatales de los sistemas pú-
blicos de educación, para mejorar la calidad e institucionalizar y mejorar 
la formación continua y profesional de profesores de educación básica. 
Ofreció materiales de orientación para cursos a distancia y semipresen-
ciales en diversas áreas de formación.

Programa Educación Media Innovador (ProEMI)

Se dedicó a apoyar y fortalecer los sistemas educativos estatales y distri-
tales en el desarrollo de propuestas curriculares innovadoras. Se aplicó 
en las escuelas de educación media, proporcionando apoyo técnico y 
financiero, con énfasis en planes de estudios dinámicos y flexibles que 
cumplan con las expectativas y necesidades de los estudiantes y las de-
mandas sociales contemporáneas. Promovió la formación integral de 
los estudiantes y fortaleció el liderazgo juvenil. Ofreció actividades para 
impulsar la educación científica y humanística, la apreciación de la lec-
tura, la cultura, la mejora de la relación entre la teoría y la práctica, el 
uso de las nuevas tecnologías y el desarrollo de metodologías creativas y 
emancipatorias.

Programa Nacional del Libro Didáctico (PNLD) 

Tuvo por objetivo proveer a las escuelas de educación básica y media 
con libros didácticos y obras literarias, obras complementarias y dic-
cionarios. El Fondo Nacional de Desarrollo de la Educación adquirió y 
distribuyó libros para todos los estudiantes de determinada etapa edu-
cativa. Repuso y complementó los libros reutilizables para otras etapas.

http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/678/red-nacional-de-formacion-continua-de-profesores
http://www.siteal.iipe.unesco.org/politica/678/red-nacional-de-formacion-continua-de-profesores
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Chile

Tabla 2.3. Principales indicadores de Chile

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 3,8 3,3 4,2 5,4

Gasto por alumno, nivel primario (% del PIB per cápita) 13,86 11,48 14,57 18,3

Gasto por alumno, nivel secundario (% del PIB per 
cápita) 14,27 12,63 15,22 18,49

Tasa de alfabetismo adulto (% de personas de 15 años 
en adelante) 95,7 98,6 96,7 96,9

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,3 0,3 0,3 0,4

Matrícula primaria (% neto) 95,3 95,3 93,3 92,9

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 103,01 104,56 103,75 100,98

Matrícula secundaria (% neto) 89,9 89,9 87,4 87,1

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 85,52 93,5 90,01 101,78

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 4,2 - 4,9 3,3

Niños económicamente activos, que solo trabajan 
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - 3,2 0,9 -

Escolaridad población de 25 años en adelante 9,8 9,8 9,0 10,3

Desempleo (% fuerza laboral) 9,2 8,0 8,4 6,7

Crecimiento de la población (% anual) 1,2 1,1 1,0 0,8

Coeficiente de GINI 52,8 48,2 47,6 46,6

Índice de población pobre USD 1,90 al día 
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 4,4 2,4 2,6 0,7

Índice de Desarrollo Humano 0,75 0,79 0,80 0,84

Índice de Desarrollo Educativo 0,96 0,97 0,97

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - - - 63,81

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y 
alcanzan el último grado de enseñanza primaria - - 97,9 99,5

Crecimiento del PIB (% anual) 5,3 5,7 5,8 1,3

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Antecedentes

Chile fue una de las economías latinoamericanas con un crecimiento 
sostenido del PIB entre 2000 y 2010. La proporción de la población en 
pobreza extrema pasó de 4,4 % a 0,7 %, entre 2000 y 2016. Desde el 
2000 hubo un incremento progresivo de la inversión educativa, hasta 
alcanzar el 5,4 % del PIB en 2016. No obstante, sus indicadores de 
acceso a primaria y secundaria se estancaron e incluso empeoraron en el 
período analizado.

Marco legal

La Constitución Política de Chile fue promulgada en 1980. El 7 de 
mayo del 2003, la reforma constitucional (Ley N.º 19876) asignó 12 
años para la escolaridad obligatoria y gratuita. En 2010 otra reforma 
constitucional estableció en su artículo 2 que:

La educación se enmarca en el respeto y valoración de los derechos hu-
manos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural 
y de la paz, capacitando a las personas para conducir su vida en forma 
plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solida-
ria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir 
al desarrollo del país.

En el artículo 3 –sobre su sistema educativo– señala que: “Se construye so-
bre la base de los derechos garantizados en la Constitución, así como en los 
tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes 
y, en especial, del derecho a la educación y la libertad de enseñanza”.

En el año 2013, una nueva reforma estableció la obligatoriedad del 
segundo nivel de transición, el kínder. Entró en vigencia en 2015 y am-
plió la escolaridad gratuita a 13 años.

De acuerdo con la Constitución, la educación es obligatoria hasta 
el nivel medio (hasta cumplir los 21 años de edad) y el Estado debe 
financiar un sistema gratuito y asegurar el acceso de toda la población.

Desde el retorno a la democracia, se promulgaron leyes educativas 
relevantes para este análisis. El 17 de agosto del 2009 se emitió la Ley 
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General de Educación (LGE), durante el primer gobierno de Michelle 
Bachelet. La Ley estableció las bases para la creación del Sistema de Asegu-
ramiento de la Calidad, que entró en funcionamiento dos años después. 
En el 2011, la Ley de Calidad y Equidad de la Educación entregó mayores 
atribuciones a los sostenedores municipales, acorde al diseño de un siste-
ma escolar descentralizado, y se aumentaron las subvenciones escolares.

En la década de los ochenta inició un sistema de subvenciones que 
financió la educación privada y municipal; luego de varios procesos de 
descentralización se traspasaron las instituciones educativas que de-
pendían del gobierno central hacia los municipios. Con este sistema el 
Ministerio de Educación (MINEDUC) pagó un valor mensual por la 
asistencia de cada alumno a las instituciones municipales o particulares 
(Marcel y Tokman 2005). En mayo del 2015, la Ley N.º 20845 de 
Inclusión Escolar propuso un nuevo sistema de admisión y estableció 
la gratuidad progresiva, mediante el aumento de recursos destinados a 
calidad. Por ejemplo, en el año 2008, casi 1,1 millones de estudiantes 
estaban matriculados en escuelas particulares subvencionadas con co-
pago, y casi 100 mil en escuelas municipales con copago. Desde el año 
2015, cerca de 1000 escuelas pasaron a ser gratuitas, es decir un 42 % 
de los establecimientos en copago. En 2016, 1,4 millones de alumnos 
de unidades educativas particulares subvencionados estudiaron gratui-
tamente, lo que representó el 72,3 % de la matrícula.

La LGE vigente establece que:

Es deber del Estado que el sistema integrado por los establecimientos edu-
cacionales de su propiedad provea una educación gratuita y de calidad, 
fundada en un proyecto educativo público y laico. Esto es, respetuoso de 
toda expresión religiosa, y pluralista, que permita el acceso a él a toda la 
población con inclusión social y equidad, promoviendo especialmente 
que se reduzcan las desigualdades derivadas de circunstancias económicas, 
sociales, étnicas, de género o territoriales, entre otras (art. 4).

De la misma manera, es deber del Estado: “Promover políticas educa-
cionales que reconozcan y fortalezcan las culturas originarias, realizar 
supervisión de la calidad educativa, facilitar apoyo pedagógico a los es-
tablecimientos y promover el desarrollo profesional docente” (art. 4).
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Sobre los aspectos de calidad educativa, la LGE estableció que “la edu-
cación debe propender a asegurar que todos los estudiantes, independien-
temente de sus condiciones y circunstancias, alcancen los objetivos gene-
rales y los estándares de aprendizaje” (art. 3). El Ministerio de Educación 
y la Agencia de Calidad de la Educación evaluaron el sistema educativo.

Con respecto a primera infancia, en abril del 2015 se creó la Sub-
secretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Par-
vularia (Ley N.º 20835). Su propósito fue elaborar, coordinar, aplicar 
y evaluar las políticas de educación parvularia, coordinar los servicios 
públicos y fiscalizar los procesos.

En el aspecto docente, el sistema de evaluación chileno inició en el 
2004, y para el 2015 se había evaluado al 81 % de maestros municipa-
les. En 2008, la remuneración para iniciar la carrera profesional fue de  
USD 10  922 anuales en promedio; en 2015 el valor alcanzó los  
USD 18  301 anuales (OECD 2017). En el 2016, mediante la  
Ley N.º 20903, se creó el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, 
conocido como Carrera Docente, que cambió la dinámica entre el Estado 
y los docentes chilenos. Este instrumento aumentó los requisitos para es-
tudiar pedagogía, introdujo sistemas de inducción para profesores nuevos 
y reguló la formación continua. En el mismo año se crearon 15 centros es-
tatales de formación técnica, con el objetivo de mejorar su empleabilidad 
y su formación e inserción en el ámbito social y regional (Ley N.º 20910).

En el año 2016 también se contempló la gratuidad para la educación 
superior, en la reforma educacional de Michelle Bachelet, con lo cual se 
benefició a 139 885 estudiantes.

Hacia finales del 2017, en el gobierno de Bachelet, se creó el Nuevo 
Sistema de Educación Pública para mejorar la calidad educativa en ins-
tituciones públicas. Esto generó servicios locales de apoyo pedagógico y 
administrativo a las escuelas y permitió el trabajo en red para promover 
proyectos con pertinencia local (Ley N.º 21040).

Plan de aseguramiento de la calidad escolar 2016-2019

Este plan colocó definiciones curriculares, recursos, herramientas y ma-
teriales alineados con las políticas educativas nacionales a disposición 
de las instituciones educativas. Tales insumos permitían contextualizar 
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el Proyecto Educativo Institucional (PEI) y del Plan de Mejoramiento 
Educativo (PME). Además, proveyó apoyos técnico-pedagógicos de cali-
dad para abordar los distintos procesos dentro de los establecimientos y for-
talecer los dispositivos de formación inicial y en servicio de docentes de aula.

Políticas y programas 

Cobertura

Liceo para todos

Procuró que los estudiantes permanezcan en la educación media y al-
cancen 13 años de escolaridad y que la oferta educativa sea de calidad. 
Para esto, el programa operó en instituciones educativas con estudiantes 
que presentaban mayores dificultades educativas y sociales. El programa 
desarrolló acciones en las áreas de desarrollo pedagógico y de apoyo 
psicosocial. 

Programa de alimentación escolar (PAE)

Entregó alimentación diaria a estudiantes en condición de vulnerabili-
dad de instituciones educativas municipales y particulares subvencio-
nadas hasta el nivel de educación media. Su objetivo fue mejorar la 
asistencia y evitar la deserción escolar. Cubrió actividades curriculares 
y extracurriculares durante el año lectivo y en vacaciones de invierno y 
verano (Ministerio de Educación de Chile 2019).

Beca de apoyo a la retención escolar

Su objetivo fue mantener en la escuela a estudiantes de educación me-
dia, padres, madres embarazadas y/o participantes del programa Chile 
Solidario, con mayores niveles de vulnerabilidad socioeducativa, con el 
propósito de que alcancen los años de escolaridad obligatoria (Minis-
terio de Educación de Chile 2019). Consistió en un aporte económico 
de 282 dólares anuales distribuidos en cuatro cuotas. Para acceder a la 
beca había que cursar el primero, segundo o tercer año de educación 
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media, en establecimientos que reciban subvención del Ministerio de 
Educación.

Beca Indígena (para educación básica)

Consistió en un aporte de 141 dólares al año distribuido en dos cuotas. 
El estudiante debía ser de origen indígena, acreditado por la Corpora-
ción Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), cursar de quinto a 
octavo de básica, ser promovido con promedio de 5,0 en educación bá-
sica y constar en el tramo del Registro Social de Hogares hasta el 60 %.

Educación de personas jóvenes y adultas

Este servicio tuvo dos modalidades: regular y flexible. En la regular se 
ofreció educación básica y media a personas mayores de 18 años, que 
no completaron sus estudios por distintas razones. Benefició a niños, 
jóvenes, personas privadas de libertad y personal militar.

La modalidad flexible tuvo la misma oferta, pero para personas sin 
tiempo para asistir a clases; se realizó en alianza con distintas organiza-
ciones de capacitación (SITEAL 2019).

Apoyo a la educación rural (transporte)

Su objetivo fue reducir el ausentismo escolar para lo cual se asignó trans-
porte en zonas rurales aisladas. Las instituciones educativas beneficiarias 
debían estar ubicadas en lugares con un porcentaje de población rural 
igual o superior al 25 %, o estar en situación de aislamiento crítico 
(SITEAL 2019).

Programa Residencia Familiar Estudiantil

El programa financió a familias tutoras en áreas rurales, para que brin-
den “alojamiento, alimentación y apoyo pedagógico y afectivo a estu-
diantes socialmente vulnerables que residen en zonas alejadas de los 
centros educativos” (SITEAL 2019). Los beneficiarios fueron alumnos 
en situación de vulnerabilidad de séptimo y octavo de educación básica, 
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educación media científico humanista o técnico profesional, en institu-
ciones financiados por el Estado.

Tarjeta Nacional Estudiantil

La tarjeta fue una subvención para el transporte público de alumnos en 
sectores sociales desfavorecidos, que no contaban con ingresos suficien-
tes, y que estaban matriculados entre el quinto grado del nivel básico y 
el cuarto año del nivel medio.

Calidad 

Programa Orígenes

El programa consistió en el diseño, implementación y evaluación de 
una propuesta pedagógica que mejorase la calidad educativa dirigida a 
estudiantes de pueblos indígenas, específicamente en las comunidades 
aimara, atacameña y mapuche. 

Asignación de Excelencia Pedagógica

Se trató de una asignación docente en función del desempeño profesio-
nal, del conocimiento, competencias y habilidades. Los maestros se con-
vertían en “profesores de excelencia”. La evaluación docente contempló 
pruebas de conocimiento, pedagogía, didáctica, currículo y prácticas en 
el aula.

Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e 
Investigaciones Pedagógicas (CPEIP)

El Ministerio de Educación contó con el CPEIP para diseñar y evaluar 
la política de desarrollo profesional docente. Se dedicó al mejoramiento 
continuo de los maestros y su práctica en el aula. El centro investigó las 
mejores prácticas nacionales e internacionales con el objetivo de desa-
rrollar competencias de docentes y directivos.
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Programa Jóvenes Bicentenarios

Fue un programa de capacitación profesional destinado a hombres y 
mujeres jóvenes para mejorar y fomentar su inserción laboral y emplea-
bilidad. Los beneficiarios debían tener entre 18 y 29 años de edad, estar 
en condiciones de vulnerabilidad y haber aprobado al menos ocho años 
de educación.

El programa inició en el año 2008, con el objetivo de ampliar la co-
bertura y mejorar la empleabilidad juvenil. Brindó apoyo en orientación 
laboral, capacitación, prácticas e intermediación laboral. El programa 
incluyó subvenciones para alimentación, transporte, tutorías y cuidado 
infantil.

Programa Yo Elijo mi PC

Su objetivo fue disminuir la brecha digital y favorecer a estudiantes en 
situación de vulnerabilidad. El programa estuvo dirigido a niños y niñas 
de séptimo de educación básica que cumplían cierto perfil socioeconó-
mico y un promedio de notas mayor o igual a 5,8. 

Programa Chile Solidario

Fue una subvención que inició en el año 2002, para mejorar las condi-
ciones de vida de familias en extrema pobreza. Los beneficiarios perma-
necían en el programa por un tiempo máximo de cinco años, durante 
el cual recibían un Bono de Protección y un Bono de Egreso durante 
los últimos tres años. Esto significó que el programa contemplaba un 
esquema de “graduación”.

Carneiro, Galasso y Ginja (2009) encontraron un impacto positivo 
entre 2003 y 2006 en reducción de pobreza en los hogares beneficia-
rios, que no representó más de 0,1 puntos porcentuales en la línea de 
indigencia a nivel nacional. Larrañaga, Contre ras y Ruiz-Tagle (2009) 
hallaron que el programa generó un mayor uso de los servicios educa-
tivos y de salud. Galasso (2006) encontró un aumento en la matrícula 
escolar, tanto en preescolar como en básica, de entre cuatro y nueve 
puntos.

http://www.chilesolidario.gov.cl/
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Programa de textos escolares

Consistió en la entrega de textos escolares gratuitos para todos los ni-
veles de aprendizaje, en todos los establecimientos subvencionados del 
país. Antes del 2009 hubo una política de reutilización de textos, y a 
partir de ese año se instauró la entrega de un libro nuevo por cada alum-
no perteneciente a los colegios beneficiados. Esta política aumentó el 
alcance de textos, al pasar de casi 10 millones de textos en uso en el año 
2000 hasta más de 16 millones en 2011, con la participación de 11 000 
colegios y beneficiando a tres millones de estudiantes.

Paraguay

Tabla 2.4. Principales indicadores de Paraguay

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 4,6 3,4 3,8 4,5

Gasto por alumno, nivel primario 
(% del PIB per cápita) 10,81 8,24 7,95 11,67

Gasto por alumno, nivel secundario 
(% del PIB per cápita) 14,67 9,32 11,16 11,92

Tasa de alfabetismo adulto 
(% de personas de 15 años en adelante) 94,6 94,6 93,9 94,7

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,1 0,1 0,1 0,1

Matrícula primaria (% neto) 97,4 93,1 89,0 78,0

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 118,77 110,93 102,65 104,37

Matrícula secundaria (% neto) 52,2 57,8 61,5 64,9

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 61,51 66,07 67,68 -

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 10,7 5,1 6,2 2,9

Niños económicamente activos, que solo trabajan 
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - 21,6 - 9,29

Escolaridad población de 25 años en adelante 7,0 7,3 7,0 8,4

Desempleo (% fuerza laboral) 7,6 4,8 4,6 5,3

Crecimiento de la población (% anual) 2,0 1,6 1,3 1,3

http://www.textosescolares.cl/
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Antecedentes

La economía paraguaya creció un 4,3 % en 2016; la pobreza y la desigual-
dad mostraron mejoras desde los 2000. En el 2016, la población que vivía 
en pobreza descendió al 1,7 % comparado con el 10,2 % del 2000. De 
igual manera, el coeficiente de GINI descendió en 7 puntos en el mismo 
período.

En cuanto a educación, Paraguay obtuvo los indicadores de acceso a 
primaria y secundaria más bajos de América Latina, aunque logró mejo-
ras en repitencia primaria entre 2000 y 2016.

Con la transición hacia la democracia, después de la dictadura de Al-
fredo Stroessner que duró 35 años (1954-1989), se impulsaron cambios 
institucionales. La educación fue objeto de varias reformas reflejadas en 
la Constitución de 1992 y en los distintos instrumentos legales y pro-
gramáticos derivados.

En la reforma educativa hubo varios hitos relevantes que incluye-
ron la conformación de un Consejo Asesor para la Reforma Educativa 
(1990), un diagnóstico nacional (1991-1992), un Congreso Nacional 
de Educación (1992), congresos regionales (1993) y una reforma cu-
rricular gradual (1994) desde el nivel preescolar en adelante. Los cam-
bios educativos, en el contexto de la transición hacia la democracia, 

Tabla 2.4. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Coeficiente de GINI 54,6 51,4 51,0 47,9

Índice de población pobre USD 1,90 al día 
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 10,2 6,1 5,5 1,7

Índice de Desarrollo Humano 0,64 0,67 0,69 0,72

Índice de Desarrollo Educativo 0,90 0,91 0,91

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - 71,16 69,78 65,81

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado 
y alcanzan el último grado de enseñanza primaria 76,5 76,2 80,1 -

Crecimiento del PIB (% anual) -2,3 2,1 11,1 4,3

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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estuvieron acompañados por procesos mundiales promovidos por la 
UNESCO, y recogidos en varios instrumentos, como la Declaración de 
la Educación Para Todos del año 2000; por los compromisos asumidos 
en el Proyecto Principal de Educación en América Latina y el Caribe 
(1990-1995) y en la Declaración de Quito, en abril de 1991 (Ortiz 
2014a).

Marco legal

La Constitución de 1992 recoge preceptos de igualdad de oportuni-
dades y “establece la obligatoriedad de la Educación Escolar Básica y 
señala que el Estado fomentará la enseñanza media, técnica, agropecua-
ria, industrial y superior” (art. 76). Además, establece la necesidad de 
erradicar el analfabetismo y de capacitar a los paraguayos para el trabajo, 
entre los objetivos permanentes del sistema educativo (Ministerio de 
Educación y Cultura de Paraguay 2011).

En la Constitución se señala que la enseñanza, en los primeros años, 
se realiza en la lengua materna del niño. Paraguay se definió como pluri-
cultural y bilingüe, siendo sus idiomas oficiales el castellano y el guaraní 
(art. 77).

De igual manera, estableció un presupuesto mínimo destinado para 
la educación, que no podía ser inferior al 20 % del total asignado a la 
Administración Central.4 La ley había previsto la constitución de fon-
dos y becas para la formación intelectual, técnica y artística, con énfasis 
en atención a las personas de escasos recursos (arts. 80 y 85).

En 1998 se promulgó la Ley N.º 1264 General de Educación que 
estableció los principios generales para la educación pública y privada; 
asimismo, dispuso la igualdad de oportunidades para el acceso a la edu-
cación y al trabajo en la docencia (Ministerio de Educación y Cultura 
de Paraguay 2011). Algunas modificaciones a la ley ampliaron la obliga-
toriedad y la gratuidad.

4  Entre 1981 y 1991 el gasto asignado al Ministerio de Educación y Cultura fue de cerca el 11  % 
del total ejecutado por el gobierno central. Aumentó al 15 % en 1992 y al 21 % en 1996, por 
efectos de la reforma educativa, el aumento en el salario docente y el incremento de la cobertura 
educativa (Ortiz 2014a). 
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La Ley también ordenó la obligatoriedad de la educación escolar 
básica hasta el noveno grado, y la gratuidad de las escuelas públicas, 
incluido el nivel preescolar. Según la norma, “la gratuidad se exten-
derá progresivamente a los programas de complemento nutricional y 
al suministro de útiles escolares para los alumnos de escasos recursos. 
La gratuidad podrá ser ampliada a otros niveles, instituciones o sujetos 
atendiendo a los recursos presupuestarios” (art. 32).

Según el artículo 11 de esta Ley, la educación es “el proceso perma-
nente de comunicación creativa de la cultura de la comunidad, inte-
grada en la cultura nacional y universal, para la realización del hombre 
en la totalidad de sus dimensiones”. El artículo 27 estableció que “los 
niveles de la educación formal: el primer nivel comprende la educación 
inicial y la educación escolar básica; el segundo la educación media; y, 
el tercero la educación superior”. En el artículo 37 se estipuló que la 
educación media comprende el bachillerato o la formación profesional 
y tendrá tres cursos académicos. Busca la incorporación activa del alum-
no a la vida social y al trabajo productivo o su acceso a la educación de 
nivel superior. Cuenta con un solo ciclo y consta de dos modalidades: 
Bachillerato Científico, con énfasis en Letras y Artes; Ciencias Sociales; 
y Ciencias Básicas y Tecnología; y Bachillerato Técnico, con énfasis en 
Industrial, Servicios, Agropecuario, Salud.

En respuesta a los diagnósticos nacionales, se implementaron pro-
gramas de reforma a cada nivel educativo, llevados a cabo, en su ma-
yor parte, con créditos reembolsables del BID y del Banco Mundial. 
Los programas emblemáticos fueron: el Programa de Mejoramiento 
de la Educación Preescolar y Primaria (1994-1999) y de Educación 
Secundaria (1994-1999); Programa de Consolidación de la Reforma 
Educativa en la EEB; y el programa Escuela Viva Hekokatúva (2001-
2007). También se desarrollaron estadísticas educativas, programas de 
formación docente inicial, de capacitación docente y de autoridades 
educativas, de padres y madres de familia y un mejoramiento en la 
infraestructura.

En la misma época se homologaron lo sueldos docentes al salario 
mínimo legal, pues dichas remuneraciones durante la dictadura se situa-
ban por debajo del mínimo. En el contexto del Mercosur se acordaron 
homologaciones en la educación escolar básica y media. 
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En 2010, en el gobierno de Fernando Lugo, se emitió la Ley de 
Gratuidad de la Educación Inicial y de la Educación Media N.º 4088, 
mediante la cual se dispuso la gratuidad de los servicios administrativos 
y escolares, que anteriormente solo aplicaba para la inscripción anual 
y no cubría otros costos administrativos. Se instituyó el pago o arancel 
cero (Ortiz 2014a).

En 2011 se estableció la obligatoriedad y la gratuidad de la Educa-
ción Inicial y de la Educación Media, modificando así lo señalado en la 
Ley N.º 1264 de 1998 General de Educación, de esta manera, la escola-
rización obligatoria se extendió a 13 años. El resultado fue un aumento 
en la cobertura de los programas de protección social, con el objetivo 
de cerrar brechas de cobertura y promover la asistencia y permanencia 
en el sistema educativo. De igual manera, se implantaron programas de 
universalización de la canasta de útiles escolares y alimentación escolar 
en las instituciones educativas públicas.

La actividad docente se concentró en el área urbana, debido a la 
demanda y al número de instituciones educativas en este sector. En ge-
neral, los profesores no tienen formación en educación bilingüe y el 
sistema educativo trabaja con un currículo único. 

En la Educación Inicial y la Educación Escolar Básica los docentes tie-
nen una carga horaria de cuatro horas por turno, pero generalmente 
trabajan doble jornada. La carga horaria de la Educación Media es baja 
y está desconcentrada en distintas instituciones, lo que incrementa el 
riesgo de heterogeneidad en la calidad educativa en todo el país (Banco 
Mundial 2013, 2).

Los docentes están formados, en su mayoría, para el nivel educativo en 
el que imparten clases; cuentan con institutos públicos y privados para 
la formación docente. “Con la expansión de la educación obligatoria en 
2011, se produjo una masiva apertura de nuevos institutos y una alta ma-
triculación debido a la demanda de docentes” (Banco Mundial 2013, 3). 

En síntesis, en este período democrático hubo avances en la estructu-
ra y funcionamiento del sistema educativo. Ahora bien, según Moliner 
(2014), persiste una fragmentación respecto del sistema de educación 
superior y una falta de respuesta a la desigualdad social, que plantea un 
desafío al sistema educativo básico y medio. 
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Programas y proyectos

Cobertura

Protección social en educación 

Tanto la Constitución como la Ley General de Educación dispusieron 
programas de complemento nutricional y la Ley estableció el suministro 
de útiles escolares. Su implementación ha sido gradual y se ha modifi-
cado con el paso del tiempo. Los programas se enfocaron en las zonas y 
poblaciones más vulnerables.

Complemento nutricional escolar

La implementación de este programa fue responsabilidad del Ministerio, 
de las gobernaciones y de los municipios, a través de un fondo específico. 
A inicios del 2000 se involucró al Ministerio de Salud para el mejora-
miento del control sanitario y de los procedimientos. Desde 2012 se mo-
dificó la implementación de los programas, a raíz de la creación del Fondo 
Nacional de Inversión Pública y Desarrollo (FONACIDE). Se transfirió 
anualmente el 25 % de dicho fondo, a gobernaciones y municipios, para 
la entrega de almuerzos escolares con el 30 % de estos ingresos.

El programa se concentró en estudiantes de educación básica en con-
diciones socioeconómicas vulnerables, en particular de las zonas rurales. 
Tuvo como objetivo dotar de una alimentación mínima necesaria para 
mejorar los aprendizajes, aunque en la práctica funcionó más como in-
centivo para la asistencia. El programa se universalizó en 2008 (Ortiz 
2014b). 

Útiles escolares

La reforma educativa estipuló la entrega gratuita de textos. Vale in-
dicar que no hubo continuidad en el programa como tal: en su lugar 
se conformaron bibliotecas escolares focalizadas. Los bajos niveles de 
acceso y permanencia a mediados de la década de los 2000, de niños 
en zonas de pobreza y pobreza extrema, hicieron que se reanudara para 
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los ciclos primero y segundo. En 2010, la provisión se amplió hasta el 
tercer ciclo de educación básica y la educación media, con la decisión 
de universalizar la educación media obligatoria (Ortiz 2014b). 

Programa Tekoporá

Consistió en una transferencia monetaria condicionada a la asisten-
cia escolar, y a la atención en centros de salud a los niños menores de 
18 años. Con el objetivo de cumplir la condicionalidad, el programa 
brindó acompañamiento a través de “guías familiares”, quienes además 
orientaban a las familias en temas relevantes, como el entorno familiar, 
la higiene, el cuidado de los alimentos y la salud. Con este subsidio 
familiar se pretendió fortalecer las capacidades de las personas en situa-
ción de pobreza y vulnerabilidad (SITEAL 2019).

Educación permanente de jóvenes y adultos

La oferta que abarcó la educación permanente consistía en: 

Programa de Alfabetización no formal para personas jóvenes y adul-
tas; Programa de Educación Básica Bilingüe para Personas Jóvenes y 
Adultas; Programa en Contexto de Encierro; Programa de Educación 
Media para Personas Jóvenes y Adultas, presencial, semipresencial y a 
distancia, en todas las instituciones del país, sean estas de gestión oficial, 
privada o privada subvencionada, y Programa de Formación Profesional 
y Capacitación Laboral (SITEAL 2019).

Calidad

Educación Ambiental

Entre 2007 y 2011 se implementó un programa financiado por el 
Ministerio Federal Alemán de Cooperación Económica y Desarrollo 
(BMZ) ejecutado por la Secretaría de Ambiente de Paraguay y el Insti-
tuto Federal de Geociencias y Recursos Naturales (BGR) de Alemania. 
Tuvo como objetivo la sensibilización de niños sobre la importancia de 
cuidar las fuentes de agua subterránea, fundamentales para la población. 
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El proyecto consistió en capacitar a maestros y generar materiales visua-
les, a manera de cómic, desarrollados por artistas locales, para promover 
el cuidado del agua.

El proyecto utilizó talleres para capacitar a cientos de maestros en 
el uso de materiales en aproximadamente 100 escuelas. Esto incluyó 
algunas escuelas especiales para niños indígenas. Al final del proyecto, se 
distribuyeron en forma gratuita aproximadamente 30 000 copias de los 
cómics a las escuelas primarias, acompañadas por 2000 guías para maes-
tros, 4000 carteles para exhibir en el aula y 2000 juegos. Para los niños 
más pequeños, que aún no podían leer, un experto en títeres produjo un 
espectáculo basado en el cómic. Este es el programa más relevante con 
información disponible para los períodos de análisis (Houben 2019).

Proyecto Aulas Temáticas para educación media

Consistió en la dotación de material didáctico y tecnológico para las es-
cuelas de educación media. El proyecto utilizó estos recursos y diseñó 
aulas para mejorar la interacción entre profesores y estudiantes, con el ob-
jetivo de fortalecer los procesos de enseñanza aprendizaje (SITEAL 2019).

Colombia

Tabla 2.5. Principales indicadores de Colombia

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 3,5 4,0 4,8 4,5

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) 11,88 15,4 15,47 17,44

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) 12,89 14,46 15,01 15,64

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 92,8 92,8 93,4 94,7

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,1 0,1 0,2 0,3

Matrícula primaria (% neto) 94,6 92,8 93,6 91,2

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 119,38 121,53 120,32 116,23
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Antecedentes

La pobreza en Colombia mostró una tendencia decreciente después de 
la crisis de 1999. El porcentaje de colombianos en pobreza extrema cayó 
de 16,4 % en 2000 a 4,5 % en 2016. A pesar de las mejoras en igualdad 
desde el 2000, Colombia y Brasil tienen la desigualdad más alta en Sud-
américa. De igual manera, sus indicadores de matrícula han presentado 
un estancamiento desde el 2010, tanto en la primaria como secundaria. 
Colombia, Perú, Paraguay y Venezuela tienen las tasas más bajas de ma-
trícula secundaria.

Tabla 2.5. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Matrícula secundaria (% neto) 64,1 64,1 78,8 78,7

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 73,09 82,86 97,55 95,01

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 5,4 4,1 1,9 2,0

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - 32,8 14,61 13,36

Escolaridad población de 25 años en adelante 7,1 7,3 7,4 8,3

Desempleo (% fuerza laboral) 20,5 11,9 10,9 8,4

Crecimiento de la población (% anual) 1,5 1,3 1,1 0,9

Coeficiente de GINI 58,7 53,7 54,7 50,8

Índice de población pobre USD 1,90 al día  
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 16,4 9,7 7,7 4,5

Índice de Desarrollo Humano 0,66 0,69 0,73 0,75

Índice de Desarrollo Educativo 0,86 0,88 0,93

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - - 62,97 57,38

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado 
y alcanzan el último grado de enseñanza primaria 60,9 80,8 87,4 91,7

Crecimiento del PIB (% anual) 2,9 4,7 4,3 2,0

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Marco legal

La educación en Colombia se rige principalmente por dos instrumen-
tos: la Constitución Política de 1991, promulgada por una Asamblea 
Nacional Constituyente, y la Ley General de Educación de 1994. La 
política educativa gira en torno al derecho fundamental de acceso a la 
educación y la garantía de calidad del servicio educativo para todas las 
personas. La nueva constitución colombiana surge por la ausencia de 
representación de gran parte de la sociedad civil, la cual generó una vio-
lencia que duró cuarenta años de la población entre sí y entre esta con 
el Estado. La Constitución de 1991 podría entenderse como un intento 
de pacificación del país (Correa Henao 2016).

Con la Constitución de 1991 se estableció el compromiso de realizar 
procesos de descentralización, así como abrir mayores de posibilidades 
de democracia y de participación ciudadana. Su texto señala que la “di-
rección y administración del servicio educativo estatal en Colombia se 
realiza en forma descentralizada y es competencia de la Nación y las 
entidades territoriales: departamentos y municipios certificados” (art. 
67), con más de 100 mil habitantes.

Sobre la educación, “garantiza las libertades de enseñanza, aprendi-
zaje, investigación y cátedra” (art. 27) y dispuso que

La educación es un derecho de la persona y un servicio público que 
tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a 
la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La 
educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, 
a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, 
para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protec-
ción del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, 
que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que com-
prenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación bási-
ca. La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio 
del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.

Las garantías de la calidad educativa (inspección y vigilancia), cober-
tura, acceso y permanencia son obligaciones del Estado. Se garantizó 
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la profesionalización docente, una educación pública laica y una for-
mación con respeto e identidad cultural para los integrantes de grupos 
étnicos (art. 68).

En la Constitución se enfatizó la obligación del Estado de erradicar 
el analfabetismo, y de proporcionar educación a personas con capaci-
dades especiales. El artículo 71 indica que los planes de desarrollo eco-
nómico y social deben incluir el fomento a las ciencias y a la cultura. 
La escolarización obligatoria es de diez años, de los cuales cuatro son de 
escolarización obligatoria en educación básica secundaria. Es decir, la 
educación no es obligatoria en todo el nivel educativo. Lo mismo suce-
de en países como Cuba, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Panamá 
(SITEAL 2019).

En cuanto a la asignación presupuestaria, la Constitución estableció que 

los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamen-
tos, distritos y municipios se destinarán dando prioridad al servicio 
de salud, los servicios de educación, preescolar, primaria, secundaria 
y media, y servicios públicos de agua potable y saneamiento básico, 
garantizando la prestación y la ampliación de coberturas con énfasis en 
la población desfavorecida (art. 356).

El presupuesto se incrementa “anualmente en un porcentaje igual al pro-
medio de la variación porcentual que hayan tenido los ingresos corrien-
tes del país durante los cuatro años anteriores”, y tendrá un crecimiento 
adicional para el sector educación, destinados a cobertura y calidad. En 
esta normativa no se señaló un porcentaje de inversión educativa en 
función del PIB, pero estableció que “en los planes y presupuestos de 
la Nación y de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá 
prioridad sobre cualquier otra asignación” (arts. 357 y 366).

Con este marco constitucional, en 1994 se formuló la Ley General 
de Educación, que la define como “un proceso de formación perma-
nente, personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción 
integral de la persona humana, de su dignidad, de sus derechos y de sus 
deberes” (art. 1).

Se estableció como uno de los fines de la educación, “la formación en 
el respeto a la vida, a los derechos humanos, a la paz, a los principios de-
mocráticos, de convivencia, pluralismo, justicia, solidaridad y equidad, así 
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como el ejercicio de la tolerancia y de la libertad”. En este instrumento, se 
enfatizó la necesidad de adquirir conciencia para la conservación, la pro-
tección y el mejoramiento del medio ambiente. De la misma manera, se 
señaló que los departamentos y distritos “que inviertan en educación me-
nos del quince por ciento (15 %) de su presupuesto ordinario, incremen-
tarán su aporte hasta alcanzar este porcentaje, siempre y cuando las metas 
de cobertura establecidas en Plan de Desarrollo así lo exijan” (art. 177).

A partir de la formulación de la Ley de Educación en 1994, se gene-
raron otros documentos legales:

• Decreto 804 de mayo de 1995: reglamento para atender a grupos 
indígenas.

• Resolución 2343 de junio de 1996: sobre aspectos curriculares.
• Decreto 2082 de noviembre de 1996: reglamento para atender a la 

población con capacidades especiales o limitaciones.
• Resolución 2707 de junio de 1996: reglamentó la evaluación insti-

tucional, docente y los incentivos.
• Decreto 2247 de septiembre de 1997: reguló la oferta educativa pre-

escolar.
• Decreto 3011 de diciembre de 1997: normas para el ofrecimiento de 

la educación de adultos.
• Decreto 230 del 2002: reguló la evaluación de desempeño de estu-

diantes y promoción. También reglamentó aspectos curriculares y 
pedagógicos en los niveles de preescolar, básica y media.

• Ley 1278 de junio del 2002: estableció el “Estatuto de Profesionali-
zación Docente”.

• Ley 1098 del 2006: expidió el “Código de la Infancia y la Adolescen-
cia”; incluye un componente pedagógico formal. 

• Decreto 1290 de abril 2009: reglamentó la evaluación de desempe-
ño de estudiantes y promoción. 

El Código de la Infancia y la Adolescencia fijó el rango de edad (cero a 
seis años). Se considera a los niños y niñas como de primera infancia e 
incluyó el derecho a la educación como un derecho impostergable para 
esta población. La Ley 1732 del 2014 añadió una materia independien-
te: Cátedra de la Paz, en las escuelas del país.
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En cuanto a la planificación en el sector educativo, en el nivel na-
cional se elaboró el Plan Nacional de Desarrollo Educativo, dentro de 
los lineamientos del Plan Decenal. A nivel regional, se elaboró anual-
mente el Plan de Desarrollo para la Prestación del Servicio Educativo. 
A nivel local, los municipios elaboraron el Plan de Desarrollo Educa-
tivo. A nivel de institución educativa, se diseñó el Proyecto Educativo 
Institucional (PEI).

En el período presidencial de Ernesto Samper (1994-1998), su po-
lítica –conocida como “Salto Educativo”– entendió la educación como 
el eje fundamental del desarrollo económico, político y social del país. 
Con ese marco se redactó el primer Plan Decenal 1996-2005, que pro-
puso continuar con el proceso de reforma educativa postulado a partir 
de la Constitución Política de 1991 y la Ley General de Educación de 
1994. En este Plan se estableció como meta que en 2005 el país destine 
el 8,5 % de su PIB a la educación.

En el año 2002, con la elección presidencial de Álvaro Uribe, se 
planteó la llamada “Revolución educativa”, que buscó transformar todo 
el sistema educativo en magnitud y pertinencia. Se planteó la necesidad 
de un avance en cobertura, junto con procesos de mejoramiento de la 
calidad y de búsqueda de la excelencia en todos los niveles del sector. 
Para cumplir este objetivo, se elaboró el Plan Sectorial 2002-2006, re-
conociendo que, a pesar de los esfuerzos realizados en años anteriores, 
los indicadores de cobertura, eficiencia y calidad del sistema educativo 
colombiano muestran avances lentos e insuficientes. El Plan definió tres 
políticas sobre educación: ampliación de la cobertura educativa, mejo-
ramiento de la calidad de la educación y mejoramiento de la eficiencia 
del sector educativo.

El Plan Decenal de Educación 2006-2016 constituyó un “pacto so-
cial por el derecho a la educación” y planteó cuatro políticas básicas: 
cobertura, calidad, pertinencia y eficiencia, y desarrolló un conjunto de 
estrategias y metas para cada política.

En el año 1997 se universalizó la educación preescolar en las escuelas 
públicas colombianas. En términos generales, desde el año 2000, las po-
líticas educativas en el país se centraron en dos ámbitos: la cobertura y 
la calidad del servicio. La educación preescolar se ofreció a niños y niñas 
de tres a cinco años de edad (los dos primeros años no son obligatorios). 
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En el 2004 inició el proceso de construcción de una renovada 
política de primera infancia, que resultó en el Código de la Infancia 
y la Adolescencia del 2006. En el 2009 se desarrollaron lineamientos 
y orientaciones pedagógicas para mejorar la interacción entre todos 
los miembros de la comunidad educativa, y la formación de los cui-
dadores.

La educación básica comprende un tramo de escolaridad de nueve 
años, es obligatoria y gratuita en las escuelas públicas. La educación media 
atiende a jóvenes entre las edades de 15 y 16. Tiene la opción de ser aca-
démica o técnica. Al finalizar este nivel educativo, se obtiene el título de 
bachiller, habilitante para la educación superior. Existe también la moda-
lidad pedagógica de la educación media, cursando dos grados adicionales, 
doceavo y treceavo, para obtener el título de Normalista superior.

El currículo en Colombia se planteó como un instrumento flexible 
y adaptable, de acuerdo con el ambiente en donde se aplique. Aquello 
es el resultado de un proceso de 20 años de renovación curricular. El 
currículo brindó autonomía a las escuelas, en cuanto a contenidos, mé-
todos de enseñanza, organización de actividades y opciones para elegir 
por parte de los alumnos.

También se generó un sistema de evaluación interna (Pruebas Saber 
y de Estado). Al mismo tiempo, participó en evaluaciones internaciona-
les (PISA, TIMMS, SERCE, TERCE, ICCS, entre otras), para contar 
con una medida de calidad educativa, tanto interna como externa.

En Colombia habitan 87 pueblos diferentes y hablantes de 65 len-
guas. La etnoeducación se dio a partir del reconocimiento en la Cons-
titución de que “los grupos étnicos tienen el derecho a recibir una for-
mación que respete y desarrolle su identidad cultural” (art. 68). La Ley 
de Educación señala que los servicios educativos de estas comunidades 
deben ser bilingües, así como los docentes formados en etnoeducación.

La vinculación de docentes y directivos se realiza mediante nombra-
mientos, decretos de la entidad territorial y concurso previo. Desde el 
año 2002 los docentes deben contar con título de licenciado o profesio-
nal o título de normalista superior.

El escalafón docente es el sistema por el cual se clasifica los nive-
les de los docentes estatales de acuerdo con su formación académica, 
su experiencia en la enseñanza, su desempeño y sus competencias. El 
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grado inicial es el primero y se puede ascender hasta el catorce, de-
pendiendo de los títulos académicos alcanzados y de la experiencia en 
aula.

En cuanto a la educación para adultos, de acuerdo con la Ley de 
Educación, el Estado debe facilitar las condiciones y promover la educa-
ción a distancia y la semipresencial, para las personas con sobreedad que 
deseen culminar sus estudios. El objetivo de esta política fue facilitar el 
acceso, erradicar el analfabetismo y facilitar la inserción social, política y 
económica de esta población.

La Ley estableció que las instituciones educativas “podrán ofrecer 
programas semipresenciales de educación formal o de educación no 
formal de carácter especial, en jornada nocturna, dirigidos a personas 
adultas, con propósitos laborales”. En ese sentido, señala que el Minis-
terio de Educación Nacional debe “fomentar programas no formales de 
educación de adultos, en coordinación con diferentes entidades estatales 
y privadas, especialmente dirigidos al sector rural y a las zonas margina-
das o de difícil acceso”.

La Ley establece que las entidades territoriales deben “fomentar la 
educación para grupos sociales con carencias y necesidades de forma-
ción básica con recursos de sus respectivos presupuestos y a través de 
contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida 
idoneidad” (art. 60).

Programas y proyectos

Cobertura 

Programa de Educación Continuada

Surgió en 1981, debido a los bajos niveles educativos, y como una pro-
puesta abierta, flexible, semiescolarizada. Contó con materiales propios 
de la oferta y tuvo base en el autoaprendizaje. En 2010 el programa 
alcanzó una cobertura nacional, al llegar a 23 de los 32 departamentos 
colombianos y atender a 70 000 jóvenes y adultos por año.

https://www.oei.es/historico/quipu/colombia/programa_cafam.pdf
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Sistema de seguimiento niño a niño 

Es un sistema que articula información de varias instituciones, con el fin 
de realizar seguimiento individual sobre los cuidados que deben tener 
niños y niñas en sus primeros años, desde la gestación hasta los seis años 
de edad. A partir de esta información fue posible encontrar fallas en la 
prestación de los servicios y generar alertas tempranas.

Niños, niñas y jóvenes trabajadores

El programa se enfoca en el acceso y la permanencia en el sector educa-
tivo. Consiste en atraer a niños, niñas y jóvenes no escolarizados y rein-
sertarlos en el sistema. Ofrece una educación con un modelo educativo 
flexible y con programas de apoyo, como jornadas escolares comple-
mentarias e incentivos económicos.

Población iletrada con alto grado de vulnerabilidad

Está organizado con programas integrados de alfabetización, para formar 
en competencias básicas y ciudadanas a jóvenes y adultos iletrados, o que 
no hayan culminado la educación básica. Se enfoca en la población mayor 
de 13 años y ofrece una educación de adultos, formal, semipresencial y 
flexible. Para este fin, se aplican metodologías de alfabetización pertinen-
tes y contextualizadas a la región y se trabaja de cerca con el sector privado 
y productivo para realizar programas de alfabetización regionales.

Familias en Acción

Es un programa de transferencias monetarias condicionadas, dirigido 
a familias con menores de edad que tengan necesidades económicas. 
La condicionalidad se refiere a su permanencia en el sistema escolar y 
la realización de varios controles de salud. En cuanto a educación, se 
requiere una asistencia mínima del 80 % y no reprobar más de dos años 
escolares. El programa es parte de una estrategia que contribuye a cum-
plir dos de las metas fijadas por Colombia: reducir la deserción escolar y 
alcanzar coberturas universales en la educación básica.
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El programa inició en 2002 con 507 mil beneficiarios, y hasta el año 
2010 se beneficiaron 1,4 millones de estudiantes de básica y 1,5 millo-
nes en básica secundaria y media.

Attanasio et al. (2005) evaluaron el programa y encontraron que 
incrementó el consumo en el hogar, en especial comida, ropa y calzado 
de los niños y niñas. Además, incrementó la asistencia escolar en niños 
de 12 a 17 años. No encontraron efecto alguno en asistencia escolar en 
niños de ocho a 11 años, lo cual puede obedecer a que en este grupo 
escolar era elevada desde un inicio.

Aguilar y Siza (2010) evaluaron el programa en Medellín, y encon-
traron un impacto positivo en educación para la población mayor de 
11 años y para las mujeres. Attanasio y Pellerano (2012) evaluaron los 
efectos del programa en el largo plazo, y encontraron una mejora de 6,4 
puntos porcentuales en el área rural, en la probabilidad de terminar ba-
chillerato; en el área rural y urbana, un aumento de 1,07 puntos porcen-
tuales en matemáticas, en niños y niñas de 12 a 17 años, y un aumento 
en 9,37 puntos porcentuales en el desarrollo cognitivo.

Programas de alimentación escolar

Se ejecutan en Colombia desde hace más de 90 años. En el año 2011 se 
transfirieron sus responsabilidades al Ministerio de Educación. A partir 
del 2006, a más de objetivos de nutrición, los programas incluyen ob-
jetivos educativos. 

Se concibe como una estrategia que promueve la permanencia en el 
sistema educativo oficial de las niñas, niños y adolescentes asegurando 
el acceso a un complemento alimentario durante la jornada escolar, 
para impactar en los procesos de aprendizaje y el desarrollo cognitivo 
de los estudiantes (Ministerio de Educación Nacional de Colombia 
2019).

Porto y Martin (2017) evaluaron el programa y encontraron que 
tuvo un impacto del 4 % en trabajo infantil. Velásquez et al. (2017) se 
enfocaron en evaluar el programa sobre variables de deserción escolar. 
Los resultados encontrados fueron robustos: el programa redujo la de-
serción escolar en 0,8 %.
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Modelos educativos flexibles

Se trata de modelos pedagógicos ajustados a las necesidades particulares 
de cada población. Ofrece educación formal a personas en condición de 
vulnerabilidad y que, por motivos varios, no han sido parte del sistema 
educativo tradicional. Se trabaja con guías, cartillas, módulos adecuados 
a la oferta, tanto para los alumnos como para los profesores; retos para 
gigantes, secundaria activa, escuela nueva, aceleración del aprendizaje, 
posprimaria y nivelación.

Calidad 

Programa Todos a Aprender (PTA)

Surgió en el 2013 como un programa de mentoría en el que los docentes 
aprenden de otros docentes. El programa planteó generar una comunidad 
de aprendizaje entre 100 formadores, 3000 tutores y 70 000 docentes, 
con el objetivo de mejorar los aprendizajes de niños y niñas de educación 
básica, con énfasis en la población más pobre. El programa busca

Llegar en forma directa al aula escolar para observar las prácticas peda-
gógicas e incidir en su transformación. Los tutores se encargan de llevar 
a las instituciones escolares seleccionadas su formación, experiencia y 
las acciones para reforzar el aprendizaje de los niños en lenguaje y ma-
temáticas. También, los tutores saben que el aula y la escuela son un 
espacio propicio para construir confianza entre docentes, para discutir 
de manera crítica con un par, con el cual se reflexiona sobre la práctica 
educativa, sobre sus actitudes en el aula, sobre los lineamientos curricu-
lares y sobre el desarrollo de competencias en los niños (Ministerio de 
Educación Nacional de Colombia 2019).

De igual manera, el programa fomenta la permanencia de los alumnos 
a través de alimentación escolar, del transporte, de dotaciones y del uso 
de las tecnologías de la información y comunicación (TIC).

Según los datos del 2011, el programa benefició a 2,4 millones de 
estudiantes, capacitó a 55 600 docentes, y atendió a 4382 estableci-
mientos educativos en 833 municipios.
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El impacto del programa fue evaluado por la Universidad de los An-
des. La primera vez en 2014 y la segunda en 2017. En la primera no se 
encontró impacto; la segunda evaluación mostró impactos positivos en 
lenguaje, pero bajos en matemáticas.

Colombia Aprende, la red del conocimiento

El portal educativo Colombia Aprende es un espacio virtual en el que 
docentes, directivos y estudiantes pueden encontrar herramientas y re-
cursos para mejorar las dinámicas de enseñanza y aprendizaje dentro y 
fuera del aula de clase. Promueve el uso de las TIC en el aula, a partir de 
la producción de contenidos académicos que el docente puede utilizar 
como herramienta de enseñanza para los estudiantes, y para preparar sus 
clases e innovar con la tecnología.

Computadores para educar

El programa inició en marzo del 2001 y consiste en la entrega de com-
putadores a docentes, para mejorar el rendimiento de los estudiantes. 
Además, incluye un componente de formación en TIC para reducir la 
brecha digital en las instituciones educativas públicas.

Olivera et al. (2008) evaluaron el programa y encontraron efectos 
positivos en aumento de asistencia al colegio, “reducción en la proba-
bilidad de que el estudiante se quede en el colegio después de clase y 
reducción en las horas reportadas de trabajo”. Se detectó un mayor uso 
del computador en las instituciones intervenidas. Por otro lado, “para la 
mayoría de las variables analizadas no se encuentran efectos sistemáticos 
del programa. No se encuentran efectos positivos en pruebas estanda-
rizadas, satisfacción con el colegio, probabilidad de perder alguna ma-
teria, comunicación con el profesor, horas de estudio, auto percepción” 
(34). Los autores explican que los resultados pueden atribuirse al poco 
tiempo transcurrido desde la intervención.

Rodríguez, Sánchez Torres y Márquez Zúñiga (2011) evaluaron el 
programa y encontraron una mejora en la deserción, un aumento en los 
logros –medido por pruebas estandarizadas– y mayor probabilidad de 
inserción en el nivel superior. Los impactos encontrados incrementaron 
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a medida que aumentó el tiempo como beneficiario. El estudio del Cen-
tro Nacional de Consultoría (2015) respaldó estos hallazgos y encontró 
que las escuelas beneficiadas incrementaron los logros de sus estudiantes 
en un 10,6 % en las pruebas nacionales “Saber”, y aumentaron en un 
7,5 % el ingreso a la educación superior. Por otro lado, disminuyó en un 
3,6 % la tasa de repitencia escolar y en un 4,3 % la deserción.

Plan Fronteras

Es una intervención en infraestructura que consiste en la ampliación y 
arreglo de unidades educativas en zonas de frontera. Su objetivo prin-
cipal es mejorar la calidad educativa, ampliar su acceso e incentivar la 
permanencia (Ministerio de Educación Nacional de Colombia 2019).

Proyecto de Educación Rural

El programa se implementó en 2009 para fortalecer la cobertura y cali-
dad en el sector educativo rural y superar la brecha con el sector urbano. 
Se realiza con una estrategia de educación flexible para motivar el acceso 
a la educación en el área rural.

El programa se centra en escuelas rurales con bajo rendimiento y 
que presenten buenas prácticas en educación. Ofrece asistencia técnica y 
capacitación sobre el uso de las TIC, perfeccionamiento en la enseñanza 
de la segunda lengua y desarrollo de proyectos pedagógicos productivos 
(Ministerio de Educación Nacional de Colombia 2019).

Infraestructura y dotación 

Es un proyecto de construcción, dotación y concesión educativa en 
zonas urbanas marginales que inició en el año 2007. Se enfoca en 
territorios vulnerables, con escasa oferta educativa oficial u oferta pri-
vada de baja calidad. El programa ha beneficiado a 23 entidades terri-
toriales; a construido 44 instituciones educativas a un costo promedio 
de USD 2,8 millones. En total, el proyecto ha invertido USD 128 
millones.
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Jornadas escolares complementarias

Es un programa que brinda opciones para uso de tiempo libre y pro-
gramas complementarios a la educación formal (recreación, cultura y 
deporte). Su objetivo es fomentar la asistencia y permanencia de niños, 
niñas y jóvenes trabajadores y en situación de desplazamiento.

Plan Nacional de Lectura y Escritura

El plan se implementó en el año 2011 con el fortalecimiento de la escuela 
y la familia en la formación de lectores y escritores. Mantiene algunas 
líneas estratégicas: “producción editorial, materiales de lectura y escritura, 
fortalecimiento territorial de la escuela y la biblioteca escolar, formación 
de mediadores de lectura y escritura, movilización, seguimiento y evalua-
ción” (Ministerio de Educación Nacional de Colombia 2019).

Argentina

Tabla 2.6. Principales indicadores de Argentina

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 4,6 3,9 5,0 5,6

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) 12,3 10,53 13,68 15,22

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) 15,74 16,11 19,27 21,59

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 97,2 98,6 99,0 99,1

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,4 0,4 0,6 0,6

Matrícula primaria (% neto) 99,1 98,8 98,7 99,0

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 115,69 115,3 116,98 110,74

Matrícula secundaria (% neto) 79,0 79,0 84,0 89,5

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 95,94 92,76 99,5 108,46

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 6,1 6,4 4,7 2,2
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Antecedentes

Argentina experimentó en 1998 una recesión que se prolongó hasta el 
2002. En el año 2000 registró un decrecimiento del PIB de -0,8 %; en el 
2002 llegó al -10,9 % y un desempleo del 15 % que en el 2001 alcanzó 
el 23 %. Una de las principales secuelas fue el aumento de la inequidad 
en la distribución de la riqueza y los niveles de pobreza. 

En 2005 hubo signos de reactivación. Para el 2010, los indicado-
res de crecimiento del PIB, desempleo, igualdad y pobreza mejoraron 
sustancialmente. El gasto en educación se incrementó y mejoró la ma-
trícula secundaria. En 2016 hubo una contracción del consumo y una 
destrucción sistemática del mercado interno: el desempleo incrementó 
y el crecimiento del PIB cayó al -1,8 %.

En el período 2003-2007, con la presidencia de Néstor Kirchner, 
hubo transformaciones en la legislación educativa. La nueva Ley Na-
cional de Educación del 2006 fue un punto de quiebre en el ámbito 
social y educativo de Argentina. En el período 2007-2011, con el 

Tabla 2.6. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Niños económicamente activos, que solo trabajan (% 
para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - 4,8 4,75 -

Escolaridad población de 25 años en adelante 9,0 10,3 11,1 11,4

Desempleo (% fuerza laboral) 15,0 11,5 7,7 8,7

Crecimiento de la población (% anual) 1,1 1,1 1,0 1,0

Coeficiente de GINI 51,1 47,7 43,0 42,4

Índice de población pobre USD 1,90 al día (% medido 
en Paridades de Poder de Compra 2011) 5,7 3,9 1,1 0,6

Índice de Desarrollo Humano 0,77 0,78 0,82 0,83

Índice de Desarrollo Educativo 0,96 0,95 0,97

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - 57,76 48,15 47,93

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y 
alcanzan el último grado de enseñanza primaria 90,8 94,5 93,1 94

Crecimiento del PIB (% anual) -0,8 8,9 10,1 -1,8

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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gobierno de Cristina Fernández, se destacaron políticas destinadas 
a la inclusión social, que permitieron operativizar y cumplir con la 
nueva legislación.

Marco legal

La actual Constitución argentina se promulgó en 1853 y ha sido refor-
mada en varias ocasiones. En 1994 se introdujo el siguiente artículo: 

el derecho internacional en materia de derechos humanos, prioridad de 
los tratados internacionales sobre la Ley, normas para impedir los golpes 
de Estado, los derechos ambientales, del consumidor, a la información, 
la acción colectiva y el amparo, pueblos indígenas, acción positiva, la 
elección de presidente mediante voto directo y la autonomía de la ciu-
dad de Buenos Aires (art. 75). 

La reforma de 1994 amplió los derechos al otorgar constitucionalidad a 
once normas internacionales de Derechos Humanos: 

• Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
• Declaración Universal de Derechos Humanos.
• Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 

José de Costa Rica).
• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
• Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos.
• Convención Sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-

cidio.
• Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación Racial.
• Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-

nación Contra la Mujer.
• Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, In-

humanos o Degradantes.
• Convención Sobre los Derechos del Niño.
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Hasta el año 2018 se incluyeron tres nuevos tratados a la Constitución:

• Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.
• Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra 

y de los Crímenes de Lesa Humanidad.
• Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad.

El artículo 5 señala que cada provincia deberá dictar su propia Cons-
titución, de acuerdo con las declaraciones y garantías del instrumento 
nacional, y que se debe asegurar la educación primaria. Además, señala 
que es competencia del Congreso garantizar el derecho a una educación 
bilingüe e intercultural a los pueblos indígenas argentinos y elaborar 
leyes de educación que 

aseguren la responsabilidad indelegable del Estado; la participación de 
la familia y la sociedad; la promoción de los valores democráticos y la 
igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; 
y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación 
pública estatal (art. 75).

En los tratados internacionales acogidos por la Constitución, en parti-
cular la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y en la Declaración Universal de Derechos Humanos, se entiende a la 
educación como un derecho que debe ser gratuito, y obligatorio por lo 
menos para la educación primaria.

De acuerdo con la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos y con la Convención sobre los Derechos del Niño, el desarrollo del 
derecho a la educación debe ser progresivo y en igualdad de oportunida-
des. Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos Socia-
les y Culturales señala que la educación debe fomentarse especialmente 
para quienes no culminaron el nivel primario.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
enfatiza la necesidad de una educación “sin discriminación y sobre la base 
de la igualdad de oportunidades, (…) un sistema de educación inclusivo 
a todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida” (art. 24).
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En ese sentido, la organización federal del país produjo una nor-
mativa compleja, haciendo que la educación en Argentina se rija por 
instrumentos nacionales y provinciales. 

En 1993, la Ley Federal de Educación planteó las grandes líneas 
sobre educación en todos sus niveles. La Ley estableció los objetivos, 
la estructura académica, la importancia de generar nuevos contenidos 
y las normas para un gobierno descentralizado en aspectos educati-
vos. Pero en 2006, con la Ley de Educación Nacional, se ampliaron 
las responsabilidades del Estado, con contenidos orientados a resolver 
problemas de desigualdad y a garantizar el acceso universal a una edu-
cación de calidad.

La Ley de Educación Nacional del año 2006 reforzó los postula-
dos constitucionales y señaló que “la educación es un bien público y 
un derecho personal y social, garantizados por el Estado”. El Estado es 
responsable de proporcionar “una educación integral, permanente y de 
calidad para todos los argentinos, garantizando igualdad, gratuidad y 
equidad, con la participación de las organizaciones sociales y las fami-
lias” (arts. 2 y 4). 

En dicha ley se mencionan los siguientes fines de la política educativa 
nacional: una educación con calidad y equidad a lo largo de toda la vida, 
una educación integral y gratuita, la formación ciudadana, el respeto a 
la diversidad, la inclusión educativa (con estrategias pedagógicas y asig-
nación de recursos prioritarios), la garantía de acceso y permanencia, el 
fortalecimiento de la lectura y escritura, el desarrollo de competencias 
para tecnologías de la información y conocimiento, una formación in-
tegral sobre sexualidad responsable, la prevención de adicciones y uso de 
drogas, y el aprendizaje de saberes científicos.

Con ello se extendió la obligatoriedad escolar en todo el país, hasta 
el último nivel de secundaria. Esto deberá asegurarse 

a través de alternativas institucionales, pedagógicas y de promoción de 
derechos, que se ajusten a los requerimientos locales y comunitarios, 
urbanos y rurales, mediante acciones que permitan alcanzar resulta-
dos de calidad equivalente en todo el país y en todas las situaciones 
sociales (art. 16).
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Sobre el aspecto presupuestario, la Ley de Educación del 2006 es-
tableció que “el presupuesto destinado exclusivamente a educación, no 
será inferior al 6 % del Producto Interno Bruto (PIB)” (art. 9). En el 
año 2005, se redactó la Ley de Financiamiento Educativo, que ya seña-
laba un aumento progresivo de la inversión en educación durante los 
años 2006-2010, hasta llegar al 6 % del PIB.

En el aspecto docente, la Ley del 2006 creó el Instituto Nacional de 
Formación Docente, con la finalidad de promover políticas de forta-
lecimiento. Además, se estableció que la formación inicial tendrá una 
duración de cuatro años y una capacitación gratuita como obligación 
del Estado.

Tres instrumentos adicionales tratan los temas educativos de Argen-
tina: la Ley Nacional de Educación Sexual Integral del 2006, que esti-
puló el derecho a recibir educación sexual integral en las instituciones 
educativas, tanto públicas como privadas; la Ley de Garantía del Salario 
Docente del 2004, que “establece y unifica un ciclo lectivo anual míni-
mo en todos los ámbitos y jurisdicciones del país, y garantiza el cobro 
de sus haberes a todos los docentes” (OREALC 2013, 84), y la Ley del 
Ciclo Lectivo del 2003, que fijó un ciclo lectivo anual mínimo de 180 
días efectivos de clase para las escuelas de todo el país, desde el nivel 
inicial hasta la secundaria.

Los procesos descentralizadores en Argentina iniciaron en 1978, du-
rante el gobierno de la última dictadura militar, con la transferencia de 
las unidades educativas de primaria, del nivel central al provincial. En 
1991 se transfirieron las de nivel medio. El gobierno nacional tenía a su 
cargo las universidades nacionales.

La actividad del nivel central se concentró en los aspectos curricula-
res, de evaluación, de formación continua de docentes y en la ejecución 
de programas compensatorios. El subsidio que brindaba el Estado a las 
instituciones particulares se calculaba en función de las necesidades do-
centes y administrativas para cubrir el número total de estudiantes ma-
triculados de tales instituciones; y de las características de los maestros, 
como la antigüedad (Doberti 2001).

El sistema educativo argentino comprende la educación inicial, pri-
maria y secundaria con ocho modalidades: educación técnico profesio-
nal, artística, educación especial, educación permanente de jóvenes y 
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adultos, educación rural, intercultural bilingüe, en contextos de priva-
ción de libertad y la educación domiciliaria y hospitalaria.

La educación inicial empieza a los 45 días hasta los cinco años de 
edad, pero es obligatoria desde los cuatro años. La educación primaria es 
obligatoria, desde los seis años de edad, y tiene una duración de entre seis 
y siete años. La educación secundaria es igualmente obligatoria y dura 
entre cinco y seis años; finaliza con un bachillerato con especializaciones.

De acuerdo con la Ley Federal de Educación (1993, art. 48) y la Ley 
General de Educación (2006, art. 84), es deber del Estado “garantizar 
las condiciones materiales y culturales para que todos logren aprendiza-
jes comunes de buena calidad”. Con ese marco, Argentina implementó 
en 1993 su política de evaluación de la calidad educativa del país. Los 
levantamientos se realizan de manera anual y consisten en pruebas de 
conocimiento para los alumnos y cuestionarios para docentes, directi-
vos, alumnos y familias, que abarcan temas de gestión, manejo en el 
aula, de nivel socioeconómico de los estudiantes y otros factores relacio-
nados con logros educativos. El país es parte de las pruebas internacio-
nales PISA desde el año 2000. Los resultados de las pruebas nacionales 
e internacionales muestran aprendizajes poco satisfactorios y brechas 
socioeconómicas muy amplias.

De manera general, hubo avances en política educativa y adecua-
ciones normativas que condujeron a mayores niveles de inversión, al 
establecimiento de un salario mínimo docente, a la universalización de 
algunas políticas y programas y a una mayor articulación del sistema 
educativo federal.

Planes de educación

El Plan Estratégico Nacional de Educación 2016-2021 tiene cuatro ejes: 
“aprendizaje de saberes y capacidades fundamentales, formación docen-
te, desarrollo profesional y enseñanza de calidad, planificación y gestión 
educativa y comunidad educativa integrada”. Los ejes transversales son: 
innovación y tecnología, planificación e implementación de políticas 
pedagógicas contextualizadas y evaluación y uso de la información pues-
ta al servicio de la comunidad educativa para lograr un mejor proceso de 
enseñanza aprendizaje.
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El Plan de Finalización de Estudios Primarios y Secundarios para 
Jóvenes y Adultos 2008-2011 (FinEs) fue una respuesta a la Ley de 
Educación del 2006 y la Ley de Financiamiento Educativo del 2005, 
en lo referente a la política de educación permanente para jóvenes 
y adultos. En especial a este artículo: “garantizar la alfabetización y 
el cumplimiento de la obligatoriedad escolar a quienes no la hayan 
completado en la edad establecida reglamentariamente, y a brindar 
posibilidades de educación a lo largo de toda la vida” (art. 46 de la Ley 
de Educación del 2006). 

Programas y proyectos

Cobertura 

Programa Nacional Asistiré

El objetivo de este programa es prevenir el abandono escolar, mejorar 
los niveles de cobertura, escolaridad y finalización. Está dirigido a estu-
diantes de secundaria que presentan inasistencias y trayectorias educa-
tivas irregulares. 

El programa comprende los siguientes componentes: “toma de asis-
tencia digital, promotores y mesas de inclusión educativa. La toma de 
asistencia digital es una aplicación digital que permite registrar en tiem-
po real la asistencia de los alumnos a clase y detectar casos de inasisten-
cia” (Ministerio de Educación Argentina 2019).

Se implementó en 2018, en 43 municipios de Buenos Aires. En 2019 
se extendió la cobertura de la toma de asistencia digital al total de ins-
tituciones educativas públicas de nivel secundario (2649 instituciones). 
Igualmente, el programa se amplió a otras provincias: Chaco, Chubut, 
Corrientes, San Juan y Jujuy (Ministerio de Educación Argentina 2019).

Programa Nacional de Alfabetización y Educación Básica 
para Jóvenes y Adultos (2008)

Su propósito fue erradicar el analfabetismo y articular acciones para la 
finalización de la educación primaria, en la población de jóvenes y adultos 
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de 15 años en adelante. Algunas actividades del programa incluyeron la 
capacitación y acompañamiento educativo para alfabetizadores, la provi-
sión de material, una certificación del proceso de aprendizaje de alfabeti-
zación inicial y el trabajo voluntario de los alfabetizadores.

Programa Nacional de Educación en Contextos de Encierro

El programa se enfoca en las personas privadas de la libertad, con el 
objetivo de lograr una correcta inserción social, de acuerdo con lo esta-
blecido en la Ley de Educación del 2006 (arts. 55-59).

Inició en 2003 y sus beneficiarios son niños de hasta cuatro años, 
que viven con sus madres reclusas, jóvenes menores de 18 años recluidos 
y jóvenes y adultos privados de la libertad. 

Programa Nacional de Inclusión Educativa

Se denomina “Todos a Estudiar” y previene la exclusión escolar y social 
de niños y jóvenes. Su propósito es incluir a niñas, niños y adolescentes 
que nunca ingresaron al sistema educativo o abandonaron sus estudios. 
Para esto se creó el Fondo Escolar para la Inclusión Educativa, que dis-
puso 40 mil becas anuales para los beneficiarios; apoya a las institucio-
nes educativas para adquirir equipamiento y generar propuestas peda-
gógicas inclusivas.

Programa Nacional Aprender Enseñando

Inició en el 2003 y consiste en tutorías realizadas por alumnos de los 
Institutos de Formación Docente (IFD), universidades públicas y pri-
vadas y voluntarios de Organizaciones de la Sociedad Civil. El objetivo 
de este programa es prevenir la deserción escolar en estudiantes de 12 a 
17 años; cuenta con un coordinador por cada diez tutores, con funcio-
nes de capacitación, asesoramiento y monitoreo (Biblioteca Nacional de 
Maestros Argentina 2019).
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Asignación Universal por hijo

Es un programa de transferencia monetaria condicionada (TMC) im-
plementado en 2009, sujeto a condicionalidades sanitarias y educativas: 
certificados de vacunación y asistencia escolar.

Se enfoca en la población vulnerable. Los receptores no pueden 
percibir otro beneficio familiar y deben ser parte de familias cuyos 
padres se encuentren desocupados o tengan empleos informales. Ac-
tualmente entrega un valor de USD 220 por hijo y llega a más de 3,5 
millones de niñas, niños y adolescentes (Observatorio de la Seguridad 
Social 2019).

Argentina destina alrededor del 0,5 % del PIB a este programa. Ca-
labria et al. (2010,  10) analizaron los efectos del programa y encon-
traron que “los niveles de pobreza e indigencia disminuyen de manera 
significativa: la pobreza total se reduce en 6,7 puntos porcentuales y la 
indigencia en 2,3 puntos porcentuales”, tanto a nivel de personas como 
de hogares. 

Calidad

Plan Global de Compra de Libros 2004-2007

Consiste en la compra y distribución de libros de texto, diccionarios y 
enciclopedias para escuelas de educación general básica y secundaria, así 
como de obras para las bibliotecas institucionales.

Plan Nacional de Lectura

Se realiza a nivel nacional y forma a sus participantes para promover el 
gusto por la lectura desde los primeros años. Se ejecuta a través de talle-
res, dotación de insumos, capacitación para maestros, bibliotecarios, y 
profesionales que tengan interés en recibir esta formación.

El programa se creó en 2009 y ha llegado a más de 2,3 millones de 
personas con acciones educativas. Ha distribuido de manera gratuita 
40 millones de cuentos y poemas, y 15 millones de libros en todas las 
instituciones educativas del país.
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Programa Integral para la Igualdad Educativa (PIIE)

Su objetivo es fortalecer la enseñanza y mejorar las condiciones de 
aprendizaje de niños y niñas del nivel primario en condiciones de vul-
nerabilidad. Desde el 2004, la cobertura del programa ha incrementa-
do la matrícula, del 19 % al 34 %, y la cantidad de establecimientos 
del 14 % al 30 %. Sus actividades incluyen encuentros de formación y 
desarrollo profesional, acompañamiento pedagógico y distribución de 
recursos materiales.

Programa Nacional de Olimpiadas

Su propósito es incrementar prácticas de investigación, experimenta-
ción y argumentación, que permitan aplicar los conocimientos teóri-
cos en la resolución de diversas situaciones. Auspicia y financia ocho 
olimpiadas, en ciencias, biología, física, química, informática, filosofía, 
geografía e historia.

Programa Nacional de Turismo Educativo

El programa está dirigido a estudiantes de escuelas públicas de primaria 
y secundaria, en particular aquellos de los sectores más vulnerables, y 
procura que comprendan la diversidad geográfica y cultural del país, 
mediante actividades sociorecreativas, educativas e integradoras. Los es-
tudiantes y docentes visitan las Unidades Turísticas del Ministerio de 
Turismo en cuatro tipos de viaje: intercambio (viajes de estudio), colo-
nia de vacaciones de verano, de invierno y de egresados. 

Programa Nacional de Desarrollo Infantil

El programa se implementó en 2005. Está dirigido a niños y niñas de cero 
a cuatro años, a familias, a comunidades y a escuelas, con el objetivo de 
capacitar sobre desarrollo infantil. En 2016 se aprobó el Plan Nacional de 
Primera Infancia, como herramienta para promover, proteger y garantizar 
los derechos de las niñas y niños de 45 días a cuatro años en situación 
de vulnerabilidad. El Programa Nacional de Desarrollo Infantil Primeros 
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Años se creó de manera interministerial, para acompañar la crianza. Su 
propósito es fortalecer a las familias sus capacidades de crianza, promover 
y mantener su trabajo en redes de madres a nivel local, comunitario y 
provincial.

Funciona gracias a facilitadoras, que realizan ocho visitas en tres 
meses, instalan la red y al siguiente trimestre organizan otra, que debe 
sumarse a las que están en funcionamiento. Cada red organizada hace 
parte de redes comunitarias. La suma de redes forma el programa comu-
nitario, provincial y nacional.

El programa garantiza su apoyo en asistencia nutricional, en preven-
ción y en promoción de la salud, en lactancia materna, en estimulación 
temprana y psicomotricidad, en el desarrollo de sus capacidades lúdicas, 
aprendiendo en casa. Trabaja con las familias para fortalecerlas en su rol 
de cuidado y mejorar las condiciones del desarrollo infantil.

Hasta el 2018 la cobertura llegaba a 60 mil familias, 90 mil niños y 
niñas y 2980 facilitadores, en 19 provincias de Argentina.

Conectar Igualdad

El programa se creó en 2010 para promover la inclusión digital y educa-
tiva y mejorar los logros académicos. Consiste en la dotación de equipos 
de computación tanto a estudiantes como a maestros. Tiene un compo-
nente de capacitación docente en cuanto a la generación de contenido 
pedagógico y actualización de prácticas docentes.

Grasso, Pagola y Zanotti (2017) realizaron un análisis para conocer 
su impacto y encontraron que las escuelas atravesaron diferentes etapas 
de apropiación del programa: iniciación, adopción y transformación. 
Las instituciones con mayor uso de los equipos fueron aquellas cuyos 
directivos apoyaron el programa de manera intensiva, a través de pro-
moción, formación y apoyo técnico y pedagógico. Estas instituciones 
cuentan con mejor infraestructura y conectividad. La práctica al interior 
del aula cambia hacia un mayor uso y apropiación de los docentes.

Alderete y Formichella (2016) analizaron el efecto del programa 
como determinante del rendimiento educativo. Usaron datos de PISA 
del año 2012 y encontraron un impacto en el rendimiento educativo 
promedio de los estudiantes beneficiarios del programa.
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Ecuador

Tabla 2.7. Principales indicadores de Ecuador

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 1,2 4,3 4,5 5,0

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita)

2,86 - 10,37 9,51

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita)

5,39 - 4,27 5,29

Tasa de alfabetismo adulto (% de personas de 15 
años en adelante)

91,0 92,1 91,9 94,4

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,1 0,1 0,4 0,4

Matrícula primaria (% neto) 95,5 96,9 95,3 91,9

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 111,41 109,87 113,08 104,93

Matrícula secundaria (% neto) 47,9 53,0 73,1 87,2

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 57,71 62,01 92,32 103,75

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 2,4 1,6 2,2 0,7

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años)

- 21 24,18 8,22

Escolaridad población de 25 años en adelante 7,9 7,9 8,0 9,0

Desempleo (% fuerza laboral) 9,0 7,7 4,1 4,6

Crecimiento de la población (% anual) 1,8 1,7 1,6 1,5

Coeficiente de GINI 56,4 53,1 48,7 45,0

Índice de población pobre USD 1,90 al día  
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) 

28,2 12,1 5,6 3,6

Índice de Desarrollo Humano 0,67 0,69 0,72 0,75

Índice de Desarrollo Educativo 0,92 0,91 0,91

Empleo informal (% del total del empleo no 
agrícola)

77,58 76,16 68,24 63,4

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer 
grado y alcanzan el último grado de enseñanza 
primaria

75,7 75,6 94,9 91,9

Crecimiento del PIB (% anual) 1,1 5,3 3,5 -1,2

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Antecedentes

Ecuador atravesó una fuerte crisis económica entre los años 1998 y 
2000. Las condiciones de vida fueron afectadas, aumentó la pobreza, 
la desigualdad y la migración. Hasta 2006 hubo una alta inestabilidad 
política, marcada por el derrocamiento de gobiernos debido a moviliza-
ciones sociales. Entre 2007 y 2014, el país experimentó un episodio de 
crecimiento y reducción de la pobreza. La pobreza extrema pasó de un 
28,2 % en el 2000 a 3,6 % en 2016, y el coeficiente de Gini disminuyó 
en casi 10 puntos en el mismo período. La matrícula secundaria tuvo un 
incremento sustancial desde 2005, hasta alcanzar un 87,2 % en 2016. 
De igual manera, la inversión educativa incrementó en casi 4 % desde el 
año 2000, hasta llegar a un 5 % en 2016.

Entre 2015 y 2018 el crecimiento del PIB tuvo un promedio de 
0,6 %. La pobreza y la desigualdad se mantuvieron relativamente esta-
bles en este período.

Marco legal

El sistema educativo ecuatoriano se articula mediante la Constitución de 
la República, aprobada en 2008, y la Ley Orgánica de Educación Inter-
cultural (LOEI), vigente desde el 2011. La LOEI tuvo varias reformas.

La Constitución del 2008 reemplazó a la de 1998, y fue elaborada 
por una Asamblea Nacional Constituyente entre 2007 y 2008. El texto 
fue sometido a referéndum y se aprobó con el 64 % de los votos, en el 
2008. Según la Constitución:

la educación es un derecho de las personas a lo largo de su vida y un de-
ber ineludible e inexcusable del Estado. Constituye un área prioritaria 
de la política pública y de la inversión estatal, garantía de la igualdad e 
inclusión social y condición indispensable para el buen vivir. Las perso-
nas, las familias y la sociedad tienen el derecho y la responsabilidad de 
participar en el proceso educativo (art. 26).

El artículo 27 establece que la educación se centra en el “respeto a los 
derechos humanos, al medio ambiente sustentable y a la democracia; 
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será participativa, obligatoria, intercultural, democrática, incluyente y 
diversa”. La educación “impulsará la equidad de género, la justicia, la so-
lidaridad y la paz; estimulará el sentido crítico, el arte y la cultura física, 
la iniciativa individual y comunitaria, y el desarrollo de competencias y 
capacidades para crear y trabajar”.

La Constitución garantiza el “acceso universal, permanencia, movi-
lidad y egreso sin discriminación alguna y la obligatoriedad en el nivel 
inicial, básico y bachillerato. La educación pública será universal y laica 
en todos sus niveles, y gratuita hasta el tercer nivel de educación supe-
rior inclusive” (art. 28). Además, establece “que las madres y padres ten-
drán la libertad de escoger para sus hijas e hijos una educación acorde 
con sus principios, creencias y opciones pedagógicas” (art. 29).

De acuerdo con la carta magna, la finalidad del sistema educativo es 

el desarrollo de capacidades y potencialidades individuales y colecti-
vas que posibiliten el aprendizaje, y la generación y utilización de co-
nocimientos. El sistema nacional de educación responde a una visión 
intercultural acorde con la diversidad geográfica, cultural y lingüística 
del país, y el respeto a los derechos de las comunidades, pueblos y na-
cionalidades (art. 343).

Sobre la calidad, establece que “existirá una institución pública, con 
autonomía, de evaluación integral interna y externa, que promueva la 
calidad de la educación” (art. 346). Las responsabilidades del Estado en 
materia educativa, de acuerdo con el artículo 347, son: 

Mejorar permanentemente la calidad, la ampliación de la cobertura, la 
infraestructura física y el equipamiento necesario de las instituciones edu-
cativas públicas, garantizar modalidades formales y no formales de educa-
ción, asegurar que todas las instituciones impartan una educación en ciu-
dadanía, sexualidad y ambiente, desde el enfoque de derechos, erradicar 
todas las formas de violencia en el sistema educativo, erradicar el analfabe-
tismo puro, funcional y digital, apoyar los procesos de post-alfabetización 
y educación permanente para personas adultas, y la superación del rezago 
educativo y garantizar el sistema de educación intercultural bilingüe, en el 
cual se utilizará como lengua principal de educación la de la nacionalidad 
respectiva y el castellano como idioma de relación intercultural. 
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Con respecto al financiamiento, se menciona que la educación será gra-
tuita y los recursos se destinarán de acuerdo con “criterios de equidad 
social, poblacional y territorial” (art. 348). En las disposiciones transito-
rias se reglamenta que “el Estado asignará de forma progresiva recursos 
públicos del Presupuesto General del Estado para la educación inicial, 
básica y el bachillerato, con incrementos anuales de al menos el 0,5 % 
del PIB hasta alcanzar un mínimo del 6 % del PIB”.

En cuanto al personal docente, se indica que “el Estado garantizará 
en todos los niveles y modalidades, estabilidad, actualización, forma-
ción continua y mejoramiento pedagógico y académico; una remunera-
ción justa, de acuerdo con la profesionalización, desempeño y méritos 
académicos” (art. 349).

La LOEI reemplazó las siguientes normas: Ley Orgánica de Educa-
ción de 1983; Ley de Carrera Docente y Escalafón del Magisterio de 
1990; Ley de Educación sobre la sexualidad y el amor de 1996; Ley de 
libertad educativa de las familias del Ecuador de 1994; Ley de educa-
ción para la democracia del 2006; y Ley de Desarrollo Social del Ma-
gisterio de 1996.

La LOEI establece que la educación es un derecho humano funda-
mental, y que la actividad educativa se debe desarrollar bajo los princi-
pios de 

universalidad, educación para el cambio, libertad, interés superior de 
los niños, niñas y adolescentes, atención prioritaria, aprendizaje per-
manente, interaprendizaje, multiaprendizaje, educación en valores, en-
foque de derechos, igualdad de género, educación para la democracia, 
comunidad de aprendizaje, participación ciudadana, corresponsabi-
lidad, evaluación, flexibilidad, cultura de paz, investigación, equidad, 
inclusión, calidad, integralidad, laicismo, interculturalidad, plurinacio-
nalidad (art 2).

En el caso de la educación pública, el artículo 2 dice:

Se garantiza la gratuidad de la educación pública, a través de la elimina-
ción de cualquier cobro de valores por conceptos de matrículas, pensio-
nes y otros rubros. Se garantiza el derecho a la educación en cualquier 
etapa o ciclo de la vida de las personas, así como su acceso, permanencia, 
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movilidad y egreso sin discriminación alguna y se establece la obligato-
riedad de la educación, desde el nivel de educación inicial hasta el nivel 
de bachillerato o su equivalente.

El Estado ecuatoriano tiene las siguientes obligaciones:

Impulsar los procesos de educación permanente para personas adultas 
y la erradicación del analfabetismo puro, funcional y digital, y la supe-
ración del rezago educativo; garantizar la alfabetización digital y el uso 
de las TIC en el proceso educativo, y propiciar el enlace de la enseñanza 
con las actividades productivas o sociales (art. 6).

Sobre la educación para personas con escolaridad inconclusa, la ley es-
tablece que “es un servicio educativo para quienes no hayan podido ac-
ceder a la educación escolarizada obligatoria en la edad correspondiente 
que mantiene el enfoque curricular, pero con las características propias 
de la etapa adulta” (art. 50).

En el ámbito de derechos, el Estado debe “erradicar todas las formas 
de violencia en el sistema educativo y velar por la integridad física, psi-
cológica y sexual de los integrantes de las instituciones educativas, con 
particular énfasis en las y los estudiantes” (art. 6).

En lo referente a la calidad educativa, es obligación del Estado “ga-
rantizar que los planes y programas de educación inicial, básica y el 
bachillerato, expresados en el currículo, fomenten el desarrollo de com-
petencias y capacidades para crear conocimientos y fomentar la incor-
poración de los ciudadanos al mundo del trabajo” (art 6). El artículo 
67 dispone la creación del Instituto Nacional de Evaluación Educativa, 
institución pública autónoma con la finalidad de promover la calidad 
de la educación. Esta entidad realiza la evaluación integral interna y 
externa del Sistema Nacional de Educación desde el 2012.

Los salarios docentes se homologan mediante la ley y los sueldos se 
fijan de acuerdo con la experiencia, al conocimiento y una evaluación 
de desempeño. Se establece el derecho de los maestros a recibir capaci-
tación y bonos o incentivos por sus logros.

La LOEI determina la responsabilidad estatal de “producir y distri-
buir los textos, cuadernos y ediciones de material educativo, uniformes 
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y alimentación escolar gratuitos para los niños, niñas y adolescentes de 
la educación pública y fiscomisional”. En el Reglamento de la Ley Or-
gánica de Educación Intercultural (RLOEI), que entró en vigor en el 
2012, se asegura que todos los estudiantes accedan al sistema educativo, 
y establece como obligación del Estado la entrega de uniformes esco-
lares, textos y alimentación. Define un trato preferencial en cuanto a 
acceso y permanencia para los alumnos en situación de vulnerabilidad. 
El sistema educativo trabaja con un enfoque intercultural, es decir, un 
enfoque educativo inclusivo. 

La educación escolarizada en Ecuador tiene tres niveles: educación 
inicial, básica y bachillerato. El Sistema de Educación Intercultural Bi-
lingüe rige como instancia desconcentrada. La Ley Orgánica de Educa-
ción Intercultural unificó el bachillerato, antes estructurado por espe-
cialidades. En 2011, inició el Bachillerato General Unificado (BGU) en 
todas las instituciones educativas, a partir de primero de bachillerato.5

La educación inicial atiende a niños y niñas desde los tres hasta los 
cinco años de edad, como obligación del Estado. La educación básica 
atiende a niñas, niños y adolescentes desde los cinco años de edad en 
adelante, y está compuesta por diez años de atención obligatoria. El 
BGU tiene tres años de educación obligatoria y ofrece una formación 
general e interdisciplinaria. Mantiene un tronco común de materias ge-
nerales y permite optar por un bachillerato en ciencias o uno técnico. 
El título de bachiller habilita el ingreso a la educación superior. Otras 
modalidades de bachillerato son el artístico y el internacional.

Planes de desarrollo

El Plan Decenal de Educación 2006-20156 tuvo como ejes la calidad 
educativa, la equidad, el acceso y la permanencia. Estableció políticas 
de universalización para educación inicial y básica, un incremento de 

5  En marzo del 2021, la Asamblea Nacional ecuatoriana aprobó un proyecto de reforma a la Ley 
Orgánica de Educación Intercultural mediante la cual se restituye el bachillerato por especializa-
ción y se deja de lado el Bachillerato General Unificado (BGU), que se implementó en el Ecuador 
desde el año lectivo 2011-2012.
6  El Plan Decenal de Educación 2006-2015 se puso a consideración de la ciudadanía a través de 
una consulta popular acerca de las ocho políticas educativas. Fue aprobado por más del 66 % de 
los votantes.
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la matrícula secundaria, la erradicación del analfabetismo y el fortaleci-
miento de la educación de adultos; el mejoramiento de la infraestruc-
tura y el equipamiento de las instituciones educativas; el mejoramiento 
de la calidad y equidad de la educación, la revalorización de la profesión 
docente y el mejoramiento de la formación inicial; y un aumento del 
0,5 % anual en la participación del sector educativo en el PIB hasta el 
año 2012, o hasta alcanzar al menos el 6 % del PIB. Hasta mediados 
del 2021, esta última meta todavía no se ha logrado cumplir; en el año 
2012, Ecuador alcanzó un 4,64 % de gasto en educación con relación 
a su PIB.  

En 2007, en el gobierno de Rafael Correa, se elaboró el Plan Na-
cional de Desarrollo 2007-2010. El Plan estableció: “garantizar el ac-
ceso universal a servicios públicos y a programas sociales de calidad, 
mejorar el desarrollo cognitivo de los niños en edades tempranas, 
impulsar el acceso universal a educación de calidad, intercultural e 
inclusiva, desde un enfoque de derechos” (SENPLADES 2017). El 
documento incluyó políticas de fortalecimiento del sistema de educa-
ción intercultural bilingüe.

Luego de la aprobación de la Constitución en 2008, entró en vigen-
cia un nuevo Plan de Desarrollo para el período 2009-2013. El Plan 
garantizó los derechos del “Buen Vivir” para la superación de todas las 
desigualdades, en especial en salud, en educación, en alimentación, en 
agua y vivienda. Se planteó mejorar las capacidades y potencialidades de 
la ciudadanía, con varias metas enfocadas en la educación.

El tercer Plan Nacional 2013-2017 del gobierno de Rafael Correa 
tuvo como objetivos la consolidación de capacidades en la población, 
la reducción de brechas sociales, potenciar el talento humano a través 
de procesos integrales de educación y generar capacidades productivas. 
En el gobierno de Lenín Moreno, el Plan Nacional para el período 
2017-2021 se organizó en tres ejes programáticos: “derechos para todos 
durante toda la vida; economía al servicio de la sociedad y más socie-
dad, mejor Estado”. 
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Programas y proyectos 

Cobertura

Unidades Educativas del Milenio (UEM)

Este programa inició en el año 2008 y consistió en dotar de infraestruc-
tura al sistema educativo público. Hasta el 2016 se construyeron 65 uni-
dades educativas, con una cobertura de alrededor de 83 425 estudiantes. 
En 2017 se entregaron 100 UEM. 

Ponce y Drouet (2017) evaluaron el impacto del programa de in-
fraestructura, comparando los logros de aprendizaje de los estudiantes 
de tercero de bachillerato en la evaluación “Ser 2008”, con respecto a las 
evaluaciones posteriores “Ser Bachiller” del 2015 y 2016. Los resultados 
demostraron que existe un impacto positivo y significativo en logros en 
matemáticas y que no hubo impacto en logros en lenguaje. Es decir, los 
estudiantes de las UEM tuvieron una mejora en su rendimiento escolar 
en matemáticas, en relación con aquellos que asisten a otras institucio-
nes educativas.

Bachillerato Internacional

Es una oferta de bachillerato autorizada por la Organización de Bachi-
llerato Internacional. El programa inició en 2008, para fomentar “co-
nocimientos, habilidades y destrezas encaminadas al trabajo proactivo, 
cooperativo, solidario, con un aprendizaje significativo” (Ministerio de 
Educación del Ecuador 2019). Tiene alcance nacional, con 200 institu-
ciones educativas fiscales en 19 provincias.

Ponce e Intriago (2017) evaluaron el programa, y hallaron impactos 
positivos en logros académicos y en matrícula. En cuanto a matrícula, 
encontraron un incremento de la promoción de 15 % en promedio, 
en los tres años de bachillerato. El impacto ocurrió principalmente en 
el primer año de bachillerato. En logros, encontraron efectos positivos 
y significativos en lenguaje y matemáticas. En las pruebas del 2015, el 
impacto fue de 0,34 y 0,32 desviaciones estándar, respectivamente. En 
el año 2016, el impacto fue de 0,24 y 0,35.
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Programa nacional de alfabetización y educación
básica para personas con rezago educativo

En el año 1988 se realizó la Campaña Nacional de Alfabetización “Mon-
señor Leonidas Proaño”, tanto en español como en quichua. Participa-
ron 70 000 alfabetizadores y 300 000 beneficiarios en sus comunidades. 
El programa duró ocho meses y tuvo una modalidad a distancia y otra 
presencial, a través de talleres.

En el 2003 iniciaron a nivel local los programas de alfabetización 
“Yo sí puedo”, con base en una metodología cubana para el proceso de 
enseñanza. En el año 2006, con la aprobación del Plan Decenal de Edu-
cación, se estableció el objetivo de erradicar el analfabetismo y fortalecer 
la educación de adultos. En el 2007 se inició el Programa de Alfabetiza-
ción Para Jóvenes y Adultos. Entre 2011 y 2017 se alfabetizaron a cerca 
de 415 mil personas. En septiembre del 2017, concluido el gobierno de 
Rafael Correa, inició la campaña “Todos ABC: Alfabetización y Educa-
ción Básica Monseñor Leonidas Proaño”, destinada a jóvenes y adultos 
mayores de 15 años, interesados en alfabetizarse y/o en completar sus 
estudios de educación básica y bachillerato (“escolaridad inconclusa”) 
con una meta de 200 mil alfabetizados para el año 2019.

Calidad

Dotación de textos escolares

El programa inició en 2006 con la distribución gratuita de textos esco-
lares a estudiantes matriculados en escuelas fiscales y fisco misionales. 
Los textos entregados cubren las áreas curriculares de lengua y litera-
tura, matemática, ciencias naturales y estudios sociales. En educación 
general básica estudiantes y docentes reciben textos y guías de apoyo 
pedagógico. Ponce y López (2017) evaluaron el programa de textos y 
encontraron un impacto positivo en logros académicos y matrícula 
escolar.
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Dotación de uniformes

Consiste en la entrega gratuita de uniformes escolares, y fomenta un mo-
delo de inclusión económico a través de nexos con el sector artesanal de la 
confección. Hasta el 2016, el programa entregó uniformes a alrededor de 
8,5 millones de estudiantes. Ponce y López (2017) evaluaron el programa 
de uniforme y encontraron que no se puede verificar la existencia de im-
pactos positivos ni en logros académicos ni en matrícula escolar.

Programa de Alimentación Escolar

Su objetivo es contribuir al buen rendimiento escolar de niños, niñas 
y adolescentes de todos los niveles educativos en las instituciones de 
sostenimiento público a nivel nacional. A partir del año 2000 se aplicó 
una política de universalización y el número de beneficiarios llegó a 2,4 
millones de estudiantes en 2014.

Ponce y Rosales (2017) evaluaron el programa y la matrícula del año 
2015 y encontraron un impacto positivo y significativo de alrededor del 
9 % en la tasa promedio de promoción de primero a séptimo de Educa-
ción General Básica (EGB).

Estímulo a la jubilación

Esta política buscó ajustar el perfil de los funcionarios a las nuevas estruc-
turas institucionales, facilitando la salida de aquellos que no se adecúen a 
sus puestos, que no cumplan con los requisitos de formación o que estén 
en edad de retiro. El número total de funcionarios desvinculados, desde el 
año 2011 hasta el año 2014, fue de 30 479. Los funcionarios desvincula-
dos recibieron una indemnización que, para el año 2015, con un salario 
básico de USD 354, llegó a un tope máximo de USD 53 100. 

La remuneración docente mínima pasó de USD 290 mensuales en 
2006 a USD 817 en 2014. Además, hubo nuevas contrataciones de 
servidores públicos mediante concursos abiertos, públicos y de méritos.

Ponce y Drouet (2018a) analizaron el programa de jubilación de do-
centes y su reemplazo por nuevos docentes. Evaluaron la relación entre 
la jubilación y el ingreso de nuevos docentes con los resultados de los 
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alumnos en las pruebas Ser Bachiller. Encontraron mejores calificacio-
nes en aquellos estudiantes con profesores nuevos, que ingresaron por 
concurso en los últimos años, en comparación con aquellos formados 
por profesores jubilados. Asimismo, detectaron una asociación positiva 
entre el ingreso de nuevos docentes por concurso y las calificaciones 
de los estudiantes en la prueba Ser Bachiller. En especial se alcanzó un 
resultado robusto en matemáticas.

Bono docente

A partir de los resultados de la evaluación docente del 2012 se plan-
tearon incentivos según los niveles. Hubo un incentivo económico de 
USD 1200 anuales por cuatro años para los docentes que obtuvieron 
la calificación “Excelente” en su evaluación, y de USD 900 anuales por 
cuatro años a los que alcanzaron “Muy Buena”.

En total, 673 docentes recibieron incentivos de USD 900 y apenas 29 
obtuvieron puntajes por encima de 90, por lo que recibieron USD 1200. 
Ponce y Yépez (2018) evaluaron este programa y no encontraron impacto 
significativo en los resultados de los aprendizajes de los estudiantes.

Programa de Maestrías Docentes

El programa inició en el año 2014. Tiene por objetivo que los maestros al-
cancen un título de cuarto nivel (maestría) para mejorar la calidad de su en-
señanza, así como para subir de categoría en el escalafón. Para su ejecución 
se establecieron convenios con universidades extranjeras. En total, desde el 
inicio del programa hasta finales del 2017, se benefició a 4668 docentes.

Ponce y Drouet (2018b) realizaron un análisis del programa, y en-
contraron que los estudiantes con profesores que participaron en esta 
iniciativa obtuvieron mejores calificaciones en comparación al resto.

Programa de entrega de laptops, tabletas y conectividad

Consiste en proporcionar una tableta a cada estudiante para su uso en el 
proceso de enseñanza aprendizaje, durante tres años lectivos consecuti-
vos, con el acompañamiento de un mismo docente por tres años.
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El proyecto se focalizó en 4426 estudiantes de segundo a quinto año 
de EGB, en 58 escuelas públicas, ubicadas en cuatro provincias del país 
(Pichincha, Sucumbíos, Tungurahua y Zamora Chinchipe). En el 2011 
el Ministerio de Educación entregó 199 laptops a docentes. En 2014 se 
entregaron 46 150 laptops nuevas.

El programa de conectividad consiste en la dotación de acceso a in-
ternet a los planteles fiscales, para ser usado con fines pedagógicos y 
administrativos.

Ponce y Rosales (2018) evaluaron las intervenciones de entrega de 
tabletas a estudiantes y laptops a docentes y analizaron su efecto en los 
logros académicos. En el caso de las tabletas, encontraron efectos positi-
vos en lenguaje; y en las laptops, efectos positivos en matemáticas.

Ponce e Intriago (2018) evaluaron el programa de conectividad. En-
contraron un efecto positivo, tanto en logros académicos como en las 
tasas de promoción de los estudiantes de los planteles beneficiarios.

Acompañamiento pedagógico

El programa inició en agosto del 2017 y está orientado a la mejora de 
las capacidades pedagógicas de los docentes, mediante un proceso de 
asesoría y mentoría en las instituciones educativas, durante los prime-
ros años lectivos. Su propósito es promover el proceso de aprendizaje. 
Tiene un enfoque territorial; esto quiere decir que respeta la cultura 
institucional y brinda apoyo, de acuerdo con las necesidades de cada 
institución.

El programa plantea que los estudiantes de primero a cuarto año me-
joren su aprendizaje de lectura y escritura, y “logren consolidar un nivel 
de rendimiento académico que les permita afianzar el proceso escolar y 
superar con éxito las circunstancias que se vinculan con el fracaso y rezago 
escolar” (Acuerdo Ministerial MINEDUC-MINEDUC-2018-00073-A, 
art. 2).

El proceso de formación inició en 2017, e incluye la participación en 
seminarios y talleres, una capacitación, y acompañamiento pedagógico 
en aulas a otros docentes. Una vez finalizadas las capacitaciones, los ex-
pertos reciben un certificado de docente mentor, que les permite acceder 
a nombramientos y participar en concursos de méritos y oposición. Los 
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mentores acompañan a los maestros con apoyo pedagógico, retroalimen-
tación y demostraciones de métodos y prácticas en el aula.

En el año 2018, un grupo de 412 asesores educativos y docentes en 
formación para ser mentores brindaron acompañamiento pedagógico a 
más de 4000 docentes.

Tierra de niños, niñas y adolescentes TiNi

Este programa se impulsó en el 2017 con el objetivo de promover la 
educación ambiental en escuelas y colegios ecuatorianos. El programa 
es un recurso pedagógico que facilita al docente el desarrollo de compe-
tencias en todas las áreas curriculares y fortalece la cultura y conciencia 
ambiental en la comunidad educativa. 

Hasta diciembre del 2018 se crearon espacios TiNi en más de 12 
mil instituciones educativas, lo que benefició aproximadamente a 2,6 
millones de estudiantes y 165 mil docentes en el mantenimiento de un 
millón de metros cuadrados de espacios TiNi a nivel nacional (Falconí 
e Hidalgo 2019).

Perú
Tabla 2.8. Principales indicadores de Perú

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 3,2 2,8 2,9 3,8

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) 8,24 6,91 8,82 11,49

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) 10,21 10,05 10,65 13,93

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 87,7 87,9 93,8 94,2

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,1 0,2 0,1 0,1

Matrícula primaria (% neto) 97,6 96,2 96,2 95,2

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 117,19 113,73 109,87 103,06

Matrícula secundaria (% neto) 65,0 69,9 79,7 79,6

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 80,77 82,0 92,28 101,96
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Antecedentes

Entre 2000 y 2016, Perú tuvo una tasa de crecimiento promedio del 
PIB de 5,3 % anual. La pobreza extrema cayó de 16,3 % en 2000 a 
3,5 % en 2016, junto con una mejora en igualdad de seis puntos en el 
mismo período.

En el aspecto educativo, el país tuvo el gasto público más bajo de 
Sudamérica en educación (3,8 % en 2016). La matrícula secundaria se 
incrementó desde el 2000, pero se estancó en 2010 en el 79,6 %.

Entre 2014 y 2017 la economía se desaceleró a un promedio de 3 % 
anual, debido a la caída del precio internacional de materias primas, en 
especial el cobre, el principal producto peruano de exportación (Banco 
Mundial 2019).

Tabla 2.8. (Continuación)

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 12,1 8,9 5,9 2,9

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) 4,8 4,0 30,25 24,07

Escolaridad población de 25 años en adelante 8,7 8,1 9,1 9,2

Tasa de desempleo (% PEA) 5,8 4,9 3,5 3,5

Crecimiento de la población (% anual) 1,4 1,2 1,3 1,3

Coeficiente de GINI 0,491 0,504 0,45 0,44

Incidencia de pobreza. USD 1,90 al día (% medido en 
paridad de poder adquisitivo 2011) 16,3 15,3 5,5 3,5

Índice de Desarrollo Humano 0,68 0,70 0,72 0,75

Índice de Desarrollo Educativo 0,93 0,92 0,93

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - 76,93 70,11 58,62

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado 
y alcanzan el último grado de enseñanza primaria 80,9 84,9 81,5 93,1

Crecimiento del PIB (% anual) 2,7 6,3 8,3 4,0

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Marco legal

La Constitución Política de 1993 establece que 

la educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona 
humana. El Estado reconoce y garantiza la libertad de enseñanza. Los 
padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de 
escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo. 
Los estudiantes tienen derecho a una formación que respete su identi-
dad, así como al buen trato psicológico y físico (art. 13).

La educación 

promueve el conocimiento, el aprendizaje y la práctica de las humani-
dades, la ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte. Es 
deber del Estado promover el desarrollo científico y tecnológico. Ade-
más, temas como ética, cívica, enseñanza de la Constitución y de los de-
rechos humanos son obligatorias en todo el proceso educativo (art. 14).

Respecto de los docentes, indica que 

la enseñanza oficial es carrera pública. La ley establece los requisitos para 
desempeñarse como director o docente de una institución, así como sus 
derechos y obligaciones. El Estado y la sociedad procuran su evaluación, 
capacitación, profesionalización y promoción permanentes (art. 15).

En cuanto al financiamiento de la educación, se establece su prioridad 
“en la asignación de recursos ordinarios del Presupuesto de la Repúbli-
ca” (art. 16). 

El artículo 17 dispone que “la educación inicial, primaria y secundaria es 
obligatoria y gratuita en las instituciones del Estado”. El nivel universitario 
está sujeto al rendimiento académico. El Estado reconoce la educación pri-
vada y la subvenciona en un determinado tipo de instituciones educativas. 
“El Estado garantiza la erradicación del analfabetismo y fomenta la educa-
ción bilingüe e intercultural, según las características de cada zona”.

De lo anterior se desprende que la Constitución incorpora tres 
garantías básicas de la educación como derecho fundamental: su 
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carácter universal, obligatorio y gratuito en instituciones públicas 
(Alvites 2017). La Constitución de 1993 extendió la escolaridad 
obligatoria, a la educación inicial, un año de edad, y la secundaria, 
educación básica. Hasta el año 1980, solo la educación primaria era 
obligatoria.

La Ley General de Educación (LGE) la Defensoría del Pueblo y el Tri-
bunal Constitucional consideran que la educación es un derecho funda-
mental sustentado en la dignidad de la persona humana (Molinero Nano 
2009).

La educación ha experimentado varios momentos políticos. En los 
años noventa tomó fuerza, pues se le dio una orientación pedagógica y 
sirvió de base para reformas posteriores. Además, hubo procesos de des-
centralización y modernización del Estado. Desde una mirada crítica, se 
ha mencionado que el modelo de crecimiento económico, basado en el 
mercado, no logró mejorar los indicadores de desigualdad y exclusión 
(UNESCO 2016).

En el periodo 2000-2015, el país mantuvo un crecimiento econó-
mico de 5,3 %, superior al promedio regional. Como consecuencia, se 
redujo la pobreza, pero sin repercusión en la desigualdad, es decir no fue 
equitativo en todos los estratos (UNESCO 2016).

En el año 2001, con un Acuerdo Nacional, se fijaron prioridades y 
políticas, en función de mejoras de aprendizaje, ámbito docente y rees-
tructuración en la gestión del sistema educativo. Se planteó garantizar el 
acceso universal a una educación integral, pública, gratuita y de calidad. 
A partir de esto, se implementaron cambios relevantes, empezando por 
la promulgación de la LGE en el 2003, con los siguientes ejes: 

universalización, equidad y calidad, definición de la estructura del sistema 
educativo, introducción de la idea de comunidad educativa, gestión del 
sistema educativo y el financiamiento de la educación pública, derecho a la 
disponibilidad, acceso, permanencia y a la calidad (UNESCO 2016, 20).

La LGE cambió la estructura del sistema educativo mediante una des-
centralización participativa; otorgó un rol protagónico a la escuela y 
apoyó la participación ciudadana, con la finalidad de garantizar la cali-
dad y la equidad educativa.
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En cuanto a aspectos de la calidad, en 1998 se rediseñó el currículo, 
ordenado por competencias, otorgándole una mirada pedagógica dis-
tinta. En el año 2003, la LGE identificó la política curricular como un 
factor clave para mejorar la calidad de la educación. En 2008 se esta-
bleció un marco curricular nacional, con ejes que incluyeron “intercul-
turalidad, formación de ciudadanos, formación en ciencia, tecnología e 
innovación y medio ambiente, con énfasis en aprendizajes referidos tan-
to al hacer y conocer como al ser y el convivir” (UNESCO 2016, 42).

El currículo presentó algunas dificultades, relacionadas con una 
exigencia cognitiva alta, una fragmentación debido a contenidos muy 
amplios y una carencia de criterios claros para la evaluación de estu-
diantes. En 2012 se elaboró una nueva propuesta curricular, aprobada y 
publicada en 2016 y vigente desde el año 2017. Este currículo mantiene 
un enfoque por competencias y se presenta para la educación regular, 
especial y alternativa. Supera las dificultades mencionadas y al diseño 
curricular anterior, que fue elaborado para la Educación Básica Regular.

En cuanto a dotación de materiales y recursos educativos, en la LGE 
se establece “la obligación del Estado de dotar gratuitamente de mate-
riales y recursos educativos a las instituciones educativas públicas del 
país” (art. 4).

En el ámbito docente, la Ley del Profesorado (1990) establecía las 
normas para la formación y mejoramiento docente. Con esta Ley, la ca-
rrera docente se estructuraba en cinco niveles y requería una prueba de 
conocimiento, que tomaba en consideración la experiencia y la forma-
ción inicial. No se vinculaba el rendimiento docente con el sueldo. Esta 
Ley se reformuló con la Ley de Carrera Pública Magisterial (LCPM) del 
2007, que estableció un salario de partida y diferenciación de acuerdo 
con el nivel en el que se encontraba el docente en su carrera, con el 
objetivo de mejorar la calidad a través de la mejora de rendimientos. 
Asimismo, estableció que el Estado debe proveer formación continua y 
evaluación permanente (UNESCO 2016).

En 2012 entró en vigencia la Ley de Reforma Magisterial (LRM), 
con la cual se derogaron tanto la Ley del Profesorado como la LCPM. 
En esta Ley, el desarrollo profesional obtuvo un enfoque meritocrático. 
La LRM enfatizó la profesionalización docente y estableció “evaluacio-
nes para el ingreso a la carrera, evaluaciones de desempeño docente, 



116

evaluaciones para el ascenso, y evaluaciones para el acceso y desempeño 
de cargos” (art. 28). Se fijó un sueldo base y ocho escalas con incremen-
tos según la jornada, ubicación y tipo de escuela. En el 2013, la LRM 
estableció un aumento de sueldos docentes, y en 2014 se entregaron 
incentivos monetarios a docentes, en función de su desempeño profe-
sional, medido por pruebas de conocimientos. 

En Perú, la estructura del sistema educativo tiene tres niveles. La 
educación inicial atiende a niños y niñas entre cero y cinco años, de los 
cuales el último año es obligatorio, según la Constitución. La educación 
primaria es también obligatoria y atiende al grupo de edad de seis a 
once años. Ofrece modalidad regular, alternativa para jóvenes y adul-
tos, e inclusiva para estudiantes con necesidades educativas especiales. 
De acuerdo con la Constitución, la educación secundaria es obligatoria; 
consiste en un bachillerato con opciones científico-humanista y técnica. 
Opera en modalidad regular y para adultos.

Planes

En función del marco legal citado, se generaron documentos, como el 
Plan Nacional de Emergencia Educativa, el Pacto Social de Compro-
misos Recíprocos por la Educación (2004-2006) y el Plan Nacional de 
Educación para Todos (2005-2015). Con el del 2005-2015 se generan 
políticas para lograr una educación de calidad, equidad en el sistema 
educativo, con énfasis en interculturalidad, y desarrollo humano soste-
nible (UNESCO 2016).

En el 2001, se realizó la Consulta Nacional “Puertas Abiertas”, en la 
que participaron varias ONG, la comunidad educativa y la población 
general. Como resultado, se plantearon objetivos para “mejorar la cali-
dad de la educación en el aula, lograr que la escuela prepare para la ciu-
dadanía, revalorar la profesión docente e impulsar la descentralización y 
democratización de la educación” (UNESCO 2016, 21). Este trabajo se 
acogió en el Proyecto Educativo Nacional al 2021 (PEN), que señaló la 
necesidad de aumentar el presupuesto educativo, incrementar los logros 
académicos y los factores asociados a la calidad.
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Programas y proyectos 

Calidad

El Programa de Mejoramiento de la Calidad de la Educación Peruana 
(MECEP) en 1994 fue una iniciativa para modernizar la administra-
ción e invertir en infraestructura educativa. En el marco de este pro-
yecto, surgió el Plan Nacional de Capacitación Docente (PLANCAD, 
primaria y secundaria) y la Unidad de Medición de la Calidad Educativa 
(UMC) en 1995.

En 1996 se realizó la primera evaluación de desempeño académico 
a estudiantes de cuarto grado, en las asignaturas de matemática y len-
guaje. En el año 1998 se realizó el segundo levantamiento. En 2007 se 
llevó a cabo la primera Evaluación Censal de Estudiantes (ECE), con 
frecuencia anual.

En 1998 inició el Plan Nacional de Capacitación en Gestión Educa-
tiva (PLANCGED), para trabajar con directores en mejorar los proce-
sos de gestión escolar y pedagógica (Guadalupe et al. 2017).

Se ejecutaron algunos proyectos con el objetivo de mejorar el rendi-
miento docente: el Plan Nacional de Formación en Servicio (2001); el 
programa Mejor Educación a través de más Tiempo en el Aula (META) 
(2003); y el piloto de los Centros Amauta (2005). Se implementó el 
Proyecto Huascarán, con el objetivo de incorporar la tecnología en los 
procesos de enseñanza aprendizaje.

El programa de tecnología Una Laptop por Niño (2007) se enfocó 
en niños en situación de extrema pobreza, y con prioridad en escuelas 
multigrado. Consistió en la dotación de computadoras portátiles a es-
tudiantes y maestros. Los insumos incluyeron software educativo, textos 
digitales y conectividad. El programa tuvo un componente de capacita-
ción docente en el uso y apropiación de la tecnología. 

Santiago et al. (2010) evaluaron dicho programa y encontraron un 
mejor desarrollo de habilidades tecnológicas en niñas y niños, pero no 
se encontró impacto en el aprendizaje. Cristia et al. (2012) no encontra-
ron efecto alguno en matrícula ni en logros, pero identificaron efectos 
positivos en habilidades cognitivas.
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Cobertura

En el año 2004 se creó el Fondo Nacional de Desarrollo de la Educa-
ción Peruana (Fondep), para financiar proyectos innovadores en materia 
educativa, con alianzas público privadas (Guadalupe et al. 2017). A la 
par nacieron otros programas, como el de Movilización por la Alfabe-
tización (Pronama), en 2006, y Formación y Capacitación Permanente 
(Pronafcap), en 2007.

En cuanto a la gestión de la educación, se creó el Plan Piloto de Mu-
nicipalización (2007), el Programa Nacional de Infraestructura Educa-
tiva (Pronied) y el Programa de Colegios Emblemáticos (2009), con el 
objetivo de ampliar, mejorar y construir infraestructura.

En 1992 inició el Programa Nacional de Asistencia Alimentaria 
(Pronaa), dirigido especialmente a grupos vulnerables y en alto riesgo 
nutricional, con el objetivo de prevenir la malnutrición en niños meno-
res de 12 años. En el año 2012, este concluyó por fallas en el servicio y 
se creó el Programa de Alimentación Escolar Qali Warma, como organi-
zación desconcentrada y de gestión vinculada con compras locales. Este 
brinda alimentación a estudiantes de los niveles inicial y primaria en las 
instituciones educativas públicas peruanas, y a las poblaciones indígenas 
del nivel secundario. Su objetivo es la mejora de los hábitos alimen-
ticios, la atención en las clases, la asistencia y la permanencia escolar. 
Hasta el año 2018, atendía a 3,8 millones de niños y niñas.

Cueto, Jacoby y Pollitt (1997) evaluaron el primer programa de ali-
mentación escolar y encontraron efectos muy pequeños en la localidad 
de Huaraz. Se utilizó un diseño experimental aleatorio sobre variables 
nutricionales. Cueto y Chinen (2001) encontraron impactos positivos 
en deserción escolar y asistencia. Sin embargo, no hubo impacto en 
logros educativos.

El programa Jornada Escolar Completa se enfoca en estudiantes de 
secundaria, e inició en el año 2015 con 1000 escuelas públicas. Después 
de una ampliación, opera en 2001 escuelas a nivel nacional.

Jornada Escolar Completa consiste en el incremento en el horario 
de 35 a 45 horas pedagógicas semanales, con estrategias de acompa-
ñamiento y refuerzo pedagógico. Los maestros reciben capacitación 
y apoyo en la mejora de su práctica en el aula. Tiene componentes 
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tecnológicos, pedagógicos, de equipamiento e infraestructura, incre-
mentos salariales y tutoría.

El programa Juntos consiste en transferencias monetarias condi-
cionadas y es de los más significativos. Tiene dos objetivos: reducir la 
pobreza mediante la entrega de 100 nuevos soles mensuales y frenar la 
pobreza intergeneracional. En el ámbito educativo busca incrementar 
la asistencia primaria, detener la deserción y el trabajo infantil. El pro-
grama está sujeto a condicionalidades que incluyen controles de salud, 
vacunación completa, suplementos y exámenes parasitarios para niños 
y niñas menores de cinco años y asistencia escolar para niños y niñas 
entre seis y 14 años. Además, requiere chequeos prenatales para mujeres 
embarazadas.

Perova y Vakis (2009) evaluaron el programa con una metodología 
de emparejamiento y encontraron que tuvo un impacto modesto en la 
reducción de pobreza e incremento de ingreso y consumo, así como 
un aumento en el uso de servicios de salud, de niños, niñas y mujeres. 
Sánchez y Jaramillo (2011) no encontraron efectos significativos en las 
variables nutricionales. 

Jones, Vargas y Villar (2007) realizaron un estudio cualitativo en dos 
comunidades de Ayacucho y encontraron mejoras en la matrícula y la 
asistencia escolar. Streuli (2010) realizó un estudio cualitativo y mostró 
evidencia de que los niños se sienten más presionados para desempe-
ñarse mejor en la escuela. La distribución de las tareas dentro del hogar 
se modificó y libera de cierta manera el trabajo infantil para mejorar 
los niveles de asistencia escolar. Escobal y Benites (2012) encontraron 
que no se modificó la variación neta en tiempo destinado al colegio, al 
estudio o al juego.
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Venezuela

Tabla 2.9. Principales indicadores de Venezuela 

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 3,7 3,7 3,6 5,8

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) - 7,92 17,56 17,91

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) - 8,25 16,29 14,79

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 93,0 95,2 94,8 97,1

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,2 0,2 0,2 0,2

Matrícula primaria (% neto) 85,8 89,5 91,3 86,7

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 101,45 104,18 102,76 98,98

Matrícula secundaria (% neto) 50,5 61,8 70,3 71,4

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 60,46 74,6 82,71 87,93

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 8,9 6,8 5,5 3,0

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para niños entre los 7 y 14 años) 17,58 24,7 - 31,13

Escolaridad población de 25 años en adelante 6,4 7,6 8,3 10,3

Desempleo (% fuerza laboral) 13,3 11,5 8,4 7,1

Crecimiento de la población (% anual) 1,9 1,7 1,5 1,3

Coeficiente de GINI 48,3 52,4 - -

Índice de población pobre USD 1,90 al día  
(% medido en Paridades de Poder de Compra 2011) - 18,9 - -

Índice de Desarrollo Humano 0,61 0,64 0,66 0,66

Índice de Desarrollo Educativo 0,91 0,93 0,92

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - - - -

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado y 
alcanzan el último grado de enseñanza primaria 89,4 90,1 94,6 83

Crecimiento del PIB (% anual) 3,7 10,3 -1,5 -3,9

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Antecedentes

A partir de 1999, el gobierno de Hugo Chávez introdujo cambios en el 
ámbito político e institucional de Venezuela y dio inicio a un proceso 
con el que se aprobó una nueva constitución. 

En el 2000, el crecimiento del PIB fue del 3,7 %, y se registró un alza 
en los precios internacionales del petróleo, con lo cual la economía ve-
nezolana empezó su recuperación tras la recesión iniciada un año antes. 
En el año 2005, Venezuela registró un crecimiento del PIB del 10,3 %, 
el más alto entre los países de la región. 

De acuerdo con el informe “Panorama Social de América Latina de 
la CEPAL” (2008, 19), Venezuela “disminuyó sus tasas de pobreza en 
18,4 % e indigencia en 12,3 %, pasando de una pobreza de 48,2 % y 
una indigencia de 22,2 % en 2002, a 37,9 % y 15,9 % respectivamente 
en 2005”.

En 2007 el PIB sufrió una caída de 3,3 %. En 2010 tuvo una caída 
de 1,5 %, y en 2016 una caída de 3,9 %, lo cual fue inferior al promedio 
de América Latina (6 %).

En el ámbito educativo, Venezuela y Paraguay tienen las tasas más 
bajas de matrícula primaria y secundaria. La matrícula primaria no me-
joró en forma significativa en el período 2000-2016 y la matrícula se-
cundaria está estancada desde 2010. 

Marco legal

La educación en Venezuela se rige por dos instrumentos: la Constitu-
ción de la República (1999) y la nueva Ley Orgánica de Educación 
(LOE), del 13 de agosto 2009. La Constitución de 1999 se enmendó 
en 2009. Establece que la educación es un proceso fundamental para 
garantizar los fines del Estado; es democrática, gratuita y obligatoria. En 
sus artículos 102 y 103 señala que

Está orientada al desarrollo pleno de la personalidad para el disfrute 
de una existencia digna, que transcurra con una valoración ética del 
trabajo y con una conciencia de participación ciudadana. La educación 
debe ser integral de calidad, permanente, en igualdad de condiciones 
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y oportunidades para acceder a ella. La educación es obligatoria en to-
dos sus niveles, desde el maternal hasta el nivel medio diversificado. La 
educación impartida en las instituciones del Estado es gratuita hasta el 
pregrado universitario. La ley garantiza igual atención a las personas con 
necesidades especiales o con discapacidad y a quienes se encuentren pri-
vados o privadas de su libertad o carezcan de condiciones básicas para 
su incorporación y permanencia en el sistema educativo.

Con respecto al magisterio, se garantiza el trabajo digno de los docen-
tes, con 

remuneración, prestaciones y seguridad social que le garanticen niveles 
de vida acordes con su misión. Para el ingreso, ascenso y permanencia 
en el sistema educativo, los docentes deben someterse a una rigurosa 
evaluación que responda a criterios de méritos éticos y académicos (art. 
104).

Sobre interculturalidad, 

el Estado reconoce y respeta los sistemas educativos de los indígenas y 
garantiza la atención educativa, mediante la modalidad de un régimen 
de educación intercultural bilingüe, que combina la educación formal 
con los sistemas educativos tradicionales indígenas e implica igualmen-
te el uso de las lenguas maternas y el castellano (art. 121).

En temas presupuestarios, la Constitución establece que los ingresos 
generados por la explotación de petróleo y minas se destinarán al finan-
ciamiento del sector productivo, de la educación y la salud.

En función de estos principios, la LOE del 2009 reemplazó a la 
del año 1980. En la LOE se establece que “la educación es pública y 
social, obligatoria, gratuita, de calidad, de carácter laico, integral, per-
manente, con pertinencia social, creativa, artística, innovadora, crítica, 
pluricultural, multiétnica, intercultural, y plurilingüe” (art. 3). En las 
instituciones oficiales, el Estado garantiza la “idoneidad de los docentes, 
infraestructura, dotación y equipamiento, planes, programas, proyectos, 
actividades y servicios que aseguren igualdad de condiciones y oportu-
nidades” (art. 4).
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El Estado garantiza, entre otros,

el derecho pleno a una educación integral, permanente, continua y de 
calidad con equidad de género en igualdad de condiciones y oportuni-
dades; la gratuidad de la educación en todos los centros e instituciones 
educativas oficiales hasta el pregrado universitario; el uso del idioma 
castellano en todas las instituciones y centros educativos, salvo en la 
modalidad de la educación intercultural bilingüe indígena, la cual de-
berá garantizar el uso oficial y paritario de los idiomas indígenas y del 
castellano (art. 6).

La educación regulada por la LOE, de acuerdo con el artículo 14,

se fundamenta en la doctrina de Simón Bolívar, en la doctrina de Simón 
Rodríguez, en el humanismo social y está abierta a todas las corrientes 
del pensamiento. La didáctica está centrada en los procesos que tienen 
como eje la investigación, la creatividad y la innovación, lo cual permite 
adecuar las estrategias, los recursos y la organización del aula, a partir 
de la diversidad de intereses y necesidades de los estudiantes (art. 14). 

La educación básica tiene tres subniveles: inicial, primaria y media. En 
la inicial se atiende a niños y niñas entre cero y seis años. El nivel de pri-
maria atiende a niños y niñas entre los seis y doce años, y la media tiene 
dos opciones: general, que dura cinco años; o técnica, que dura seis (art. 
25). Las modalidades del sistema educativo incluyen

educación especial, educación de jóvenes y adultos, educación en fron-
teras, educación rural, educación para las artes, educación militar, edu-
cación intercultural y educación intercultural bilingüe (art. 26).

La educación intercultural bilingüe es “obligatoria e irrenunciable en 
todas las instituciones ubicadas en regiones con población indígena, 
hasta el subsistema de educación básica” (art. 27). Se rige por la Ley 
Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas de diciembre del 2005, 
que desarrolló aspectos curriculares y docentes, de gestión e insumos co-
rrespondientes a esta modalidad, entre otros. En cuanto a los maestros, 
la carrera docente se rige bajo el artículo 40 de la Ley,
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Es el sistema integral de ingreso, promoción, permanencia y egreso de 
docentes en instituciones educativas oficiales y privadas. En los niveles 
desde inicial hasta media, responde a criterios de evaluación integral de 
mérito académico y desempeño ético, social y educativo. Tienen acceso a 
la carrera docente quienes sean profesionales de la docencia, siendo consi-
derados como tales los que posean el título correspondiente otorgado por 
instituciones de educación universitaria para formar docentes.

La evaluación educativa debe ser integral, cuantitativa y cualitativa, con 
respecto al rendimiento y aprendizaje de los estudiantes; y valora el des-
empeño del docente y el proceso educativo (art. 44). En la Ley no se 
establece la creación de una institución encargada de los procesos de 
evaluación nacional o internacional. Sin embargo, desde el año 1997 el 
Sistema Nacional de Medición y Evaluación del Aprendizaje (SINEA) 
funciona como parte del Ministerio de Educación.

Sobre financiamiento, la Ley establece en su artículo 50 que

el Estado garantiza una inversión prioritaria de crecimiento progresivo 
anual para la educación. Esta inversión está orientada hacia la construc-
ción, ampliación, rehabilitación, equipamiento, mantenimiento, y sos-
tenimiento de edificaciones escolares, así como la dotación de servicios, 
equipos, herramientas, maquinarias, insumos, programas telemáticos y 
otras necesidades. 

Planes de desarrollo

El Plan de Desarrollo Económico y Social de la Nación 2001-2007 tuvo 
lineamientos de acceso, permanencia y progresión de una educación 
integral y de calidad. Con base en dicho plan se llevó a cabo el Plan Na-
cional de Educación para Todos (EPT), con políticas prioritarias para la 
calidad educativa, la equidad y corresponsabilidad, la descentralización 
y la modernización en la gestión educativa.

En el 2007 se desarrolló un primer Plan Socialista de Desarrollo 
Económico y Social, y en 2013 un segundo, que tuvo como meta el 
incremento de la matrícula estudiantil por nivel educativo y la reduc-
ción de la deserción escolar de la educación media. El tercer Plan de 
la Patria 2019-2025 propuso “el desarrollo de políticas, programas y 
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proyectos destinados a la profundización de la denominada Revolución 
bolivariana”.

Programas y proyectos

Cobertura

Programa de Alimentación Escolar (PAE)

Se planteó para mejorar la nutrición de niños, niñas, jóvenes y ado-
lescentes a través de una alimentación complementaria. El programa 
inició en 1969 para contribuir a “elevar las deficiencias proteico-caló-
ricas que inciden en el rendimiento académico”. Los beneficiarios son 
estudiantes de escuelas públicas en todos los niveles y áreas, e incluye 
a los de educación especial (Ministerio del Poder Popular para la Edu-
cación 2002).

Misión Robinson

En julio del 2003 se instalaron en Venezuela las misiones sociales. La 
Misión Robinson consiste en la alfabetización de los ciudadanos que 
no pudieron culminar sus estudios de educación básica. Promueve la 
comprensión lectora y el potencial creativo de cada ser humano. El pro-
grama de alfabetización se basa en el programa cubano “Yo sí puedo”, 
que consiste en clases por vídeo de entre 45 y 65 minutos y ejercicios 
prácticos supervisados por instructores. Al graduarse, los beneficiarios 
tienen continuidad inmediata a la Misión Robinson 2, equivalente a 
obtener la educación primaria.

En 2005, después de dos años de la Misión Robinson, el gobier-
no declaró a Venezuela como territorio libre de analfabetismo. Ortega 
y Rodríguez (2008) evaluaron el éxito del programa de alfabetización 
usando datos oficiales del país y encontraron un efecto positivo muy 
pequeño en tasas de alfabetismo; en algunas especificaciones, el efecto 
del impacto del programa no es estadísticamente significativo.
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Misión Ribas

Está dirigida a la población que no logró terminar el bachillerato. Su 
objetivo es incrementar el acceso, la participación y la vinculación con 
el ámbito productivo y la educación superior (Ministerio de Educación 
de Venezuela 2019).

Proyecto Simoncito

Atiende a niños y niñas de entre cero y seis años, mediante interven-
ciones integrales que incluyen la construcción y el mejoramiento de 
infraestructura, la capacitación de maestros, un apoyo curricular con el 
objetivo de brindar una educación inicial de calidad e incrementar la 
cobertura de este nivel educativo (Ministerio de Educación y Deportes 
de Venezuela 2007).

Calidad 

Plan Nacional de Lectura

El plan inició en el 2002; sus finalidades fueron garantizar el derecho 
de la población a la lectura y escritura, desarrollar la capacidad lectora 
y ampliar la experiencia de lectura de los habitantes. Para ello trabaja 
algunas líneas de acción: apoyo a los programas de alfabetización y 
formación lectora, fortalecimiento y desarrollo de bibliotecas, forma-
ción de promotores de la lectura con énfasis en la familia, escuela y co-
munidad, apoyo a la industria editorial y establecimiento de acuerdos 
público-privados para impulsar la participación de la comunidad en 
las actividades del Plan de Lectura. En 2018, fue renombrado como 
Plan Nacional de Lectura Manuel Vadell y se enmarcó en el Plan de 
la Patria 2019-2025.

Escuelas bolivarianas

Iniciaron en 1999, con 559 escuelas, con la idea de prolongar la jorna-
da escolar, pasar de jornadas de medio tiempo a jornadas completas e 
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integrar actividades culturales y deportivas, de atención nutricional y de 
salud. Se seleccionaron las instituciones educativas más vulnerables; los 
aspectos que componen el programa son:

• Jornada escolar completa: currículo más actividades recreativas, ar-
tísticas y deportivas.

• Atención nutricional y de salud.
• Intervención en infraestructura y dotación de insumos escolares.
• Dotación de escuelas: biblioteca, recursos para el aprendizaje, TIC, 

equipos deportivos y artísticos.
• Flexibilidad curricular.

Centros Bolivarianos de Informática y Telemática (CBIT)

Son espacios equipados con recursos tecnológicos para apoyar a una 
formación integral de la comunidad educativa, mediante el uso de las 
TIC (OEI 2006).

Plan de Alfabetización Tecnológica

El plan surgió en el año 2006 con el objetivo de formar a la población 
de sectores populares y comunidades más apartadas del país en el uso 
de las TIC. La alfabetización tecnológica facilita el aprendizaje, uso y 
manejo de herramientas fundamentales para el acceso y despliegue de la 
información por medio de las TIC. 
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Uruguay

Tabla 2.10. Principales indicadores de Uruguay

Indicadores país
Año

2000 2005 2010 2016

Gasto público en educación (% del PIB) 2,4 2,7 2,9 4,8

Gasto por alumno, nivel primario  
(% del PIB per cápita) 7,26 8,33 12,04 12,39

Gasto por alumno, nivel secundario  
(% del PIB per cápita) 10,0 9,91 14,68 15,93

Tasa de alfabetismo adulto  
(% de personas de 15 años en adelante) 97,8 97,8 98,1 98,6

Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) 0,2 0,4 0,3 0,4

Matrícula primaria (% neto) 97,4 99,7 99,5 98,0

Tasa bruta de matrícula, educación primaria 109,04 114,19 112,83 109,71

Matrícula secundaria (% neto) 67,6 67,6 72,0 82,8

Tasa bruta de matrícula, educación secundaria 98,23 101,24 101,2 115,96

Repitencia primaria (% del total de matrícula) 7,7 7,5 4,8 4,2

Niños económicamente activos, que solo trabajan  
(% para cada edad de niños entre los 7 y 14 años) - - 10,66 -

Escolaridad población de 25 años en adelante 8,0 8,0 8,4 8,7

Desempleo (% fuerza laboral) 13,3 12,2 7,2 7,8

Crecimiento de la población (% anual) 0,4 0,0 0,3 0,4

Coeficiente de GINI - 45,9 44,5 39,7

Índice de población pobre USD 1,90 al día (% 
medido en Paridades de Poder de Compra 2011) - 0,5 0,1 0,1

Índice de Desarrollo Humano 0,74 0,76 0,77 0,80

Índice de Desarrollo Educativo 0,94 0,95 0,97

Empleo informal (% del total del empleo no agrícola) - 42,42 38,91 24,09

Porcentaje de alumnos que comienzan el primer grado 
y alcanzan el último grado de enseñanza primaria 86,7 92,4 94,7 99,5

Crecimiento del PIB (% anual) -1,9 7,5 7,8 1,7

Fuente: Banco Mundial (2019); UNESCO (2019).
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Antecedentes

Uruguay es considerado como un país equitativo por sus bajos niveles 
de desigualdad y pobreza y ha mantenido tasas de crecimiento positivas 
desde el año 2003. La pobreza extrema pasó del 0,5 % en 2005 al 0,1 % 
en 2016; es decir, casi ha desaparecido desde el año 2010. Obtuvo el coe-
ficiente de GINI más bajo de Sudamérica (39,7 en 2016), y duplicó su in-
versión educativa, pasando de un 2,4 % en 2000 a 4,8  % en 2016. Tuvo 
un incremento en la matrícula secundaria que llegó al 82,8 % en 2016. 

Marco legal

La Constitución uruguaya de 1967 establece “la obligatoriedad de la 
enseñanza primaria y de la enseñanza media, agraria o industrial” (art. 
70), según un “principio de gratuidad de la enseñanza oficial primaria, 
media, superior, industrial, artística y la educación física” (art. 71). El 
texto constitucional del año 1967 ha tenido varias enmiendas (1989, 
1994, 1996 y 2004).

La nueva Ley de Educación del 2008 estableció “el ejercicio del de-
recho a la educación, como un derecho humano fundamental”. La ley 
dice en sus artículos 1, 2 y 3:

El Estado garantizará y promoverá una educación de calidad para todos 
sus habitantes, a lo largo de toda la vida, facilitando la continuidad 
educativa (art. 1). La educación se considera como un bien público 
y social que tiene como fin el pleno desarrollo físico, psíquico, ético, 
intelectual y social de todas las personas sin discriminación alguna (art. 
2). La educación estará orientada a la búsqueda de una vida armónica 
e integrada a través del trabajo, la cultura, el entretenimiento, el cuida-
do de la salud, el respeto al medio ambiente, y el ejercicio responsable 
de la ciudadanía, como factores esenciales del desarrollo sostenible, la 
tolerancia, la plena vigencia de los derechos humanos, la paz y la com-
prensión entre los pueblos y las naciones (art. 3).

La ley declara a la educación como un bien público universal y compro-
mete al Estado a respetar la diversidad y asegurar la inclusión educativa 
de los colectivos minoritarios y/o en especial situación de vulnerabilidad, 
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otorgando igualdad de oportunidades en el pleno ejercicio del derecho 
a la educación. En el período 2010-2015 se destacó la democratización 
del sistema educativo, el impulso en infraestructura y el desarrollo de 
múltiples programas de inclusión educativa (Mancebo y Lizbona 2016).

La Ley de Educación establece que los programas y acciones educa-
tivas deben tomar como referencia la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, la Constitución de la República y otros instrumentos 
internacionales ratificados por el país (art. 4). Los docentes “son agentes 
de la educación, deben formular sus objetivos, propuestas y organizar 
los contenidos en función de los estudiantes, de cualquier edad” (art. 5).

La educación es universal sin distinción alguna, el Estado asegurará 
los derechos a todos los grupos, en especial a los más vulnerables, con 
la finalidad de garantizar igualdad de oportunidades e inclusión social. 
La educación es obligatoria en todos sus niveles desde la inicial hasta la 
superior, comienza a los cuatro años de edad (arts. 6, 7 y 8).

En cuanto a la educación pública estatal, es gratuita, laica y se ga-
rantiza la igualdad (art. 15). El Estado asegura el acceso a tecnología y 
promoverá su máximo beneficio educativo (art. 18). Sobre su finan-
ciamiento, señala que “el Estado proveerá los recursos necesarios para 
asegurar el derecho a la educación” (art. 19).

El objetivo de la política educativa es lograr calidad en el aprendizaje, 
una educación durante toda la vida y en todo el país, y una oferta formal 
y no formal. La educación formal, de acuerdo con el artículo 21 de la 
Ley, se organiza en niveles, desde la inicial a los tres años de edad hasta 
la media superior (general, tecnológica y técnica profesional).

La educación no formal incluye la alfabetización, la social, la de per-
sonas jóvenes y adultas. Además, el Estado promueve la articulación 
entre ambas modalidades para asegurar la reinserción y continuidad 
educativa de las personas (art. 37).

En cuanto a la calidad, la Ley establece las líneas transversales que 
se practican en el sistema educativo: “educación en derechos humanos; 
educación ambiental; educación artística, científica, lingüística; educa-
ción a través del trabajo; educación para la salud; educación sexual; edu-
cación física, la recreación y el deporte” (art. 40). La Ley de Educación 
creó el Instituto Nacional de Evaluación Educativa, para evaluar la cali-
dad en todos sus niveles; aporta información acerca de los aprendizajes, 
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y asesora al Ministerio de Educación y Cultura en cuanto a la participa-
ción en instancias internacionales de evaluación (art. 115).

Con respecto a temas administrativos, la Ley de Educación estipula 
que la descentralización y coordinación territorial es primordial para la 
consecución de metas en el ámbito de la educación. Dispone la creación 
de una instancia coordinadora en cada departamento (art. 90).

Otros instrumentos relevantes son el Estatuto del funcionario do-
cente y la Ley de Educación Inicial. El Estatuto de Funcionario Do-
cente se aprobó en 1993; su última versión modificada es del 2015. 
En este documento se norman los siguientes requerimientos para ser 
maestro: poseer título habilitante para docentes de educación primaria 
y de adultos; y para el resto de niveles, poseer título docente o demostrar 
idoneidad en un área del conocimiento. Mediante un escalafón se regula 
la categoría de los docentes, los concursos, su ingreso a la docencia, su 
formación y perfeccionamiento, sus deberes y derechos.

La Ley de Educación Inicial, promulgada en 1998, reguló la educa-
ción inicial para niños y niñas de seis años. En 2007 la Ley se actualizó 
y amplió la obligatoriedad a partir de los cuatro y cinco años de edad. 

Planes 

El gobierno ha propuesto elaborar un Plan Nacional de Educación al 
2030, en el cual la enseñanza se consolide como una cuestión de Estado 
y se mencione la necesidad de destinar el 6 % del Producto Interno 
Bruto (PIB) hacia la educación.

Por otro lado, existe el Plan Nacional de Educación en Derechos 
Humanos aprobado en diciembre del 2016, como resultado de un pro-
ceso de construcción colectiva. El documento postula crear una cultura 
de derechos humanos, lo que incluye capacitación, sensibilización a la 
comunidad educativa sobre procesos de derechos humanos y generación 
de institucionalidad.

En marzo del 2017 se aprobó el Protocolo de Actuación para la In-
clusión de personas con discapacidad en las instituciones educativas. El 
proceso de elaboración de este protocolo se realizó en etapas distintas y 
con la incorporación de todos los actores involucrados en la temática se 
realizó una consulta abierta y publica a la sociedad civil.
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En septiembre del 2018 inició la construcción de la Estrategia Na-
cional de Desarrollo al 2050, con la participación de actores públicos y 
privados. Este instrumento está en proceso y dos principios de desarro-
llo se encuentran definidos: el cambio demográfico y la transformación 
de la matriz productiva; los transversales incluyen sistemas de género, 
desarrollo cultural y desarrollo territorial. En ese sentido, se pretende 
encaminar al país hacia un desarrollo sostenible, que combine creci-
miento económico sustentable con justicia social, y que articule lo eco-
nómico, social, cultural, ambiental e institucional.

Programas y proyectos

Cobertura 

Programa de Alimentación Escolar

Consiste en una alimentación complementaria, con objetivos nutricio-
nales y enfoque especial en grupos en riesgo o vulnerables. A través de la 
nutrición se planteó mejorar el aprendizaje y rendimiento escolar. El pro-
grama atiende diariamente a cerca de 250 mil estudiantes en todo el terri-
torio, es decir alrededor del 67 % de la matrícula pública (CEIP 2002). 

Educación de adultos

Ofrece alfabetización, educación primaria, educación media y capaci-
tación profesional a personas de 14 años en adelante en condición de 
analfabetismo o con escolaridad básica inconclusa.

Programa de Escuelas A.PR.EN.D.E.R

El Programa de Atención Prioritaria en Entornos con Dificultades 
Estructurales Relativas (A.PR.EN.D.E.R) es una intervención de 
inclusión educativa que tiene como objetivos mejorar la calidad, el 
acceso y la permanencia en el sistema educativo. Inició en el 2011 
y se centró  en 254 instituciones y 27 jardines de los quintiles más 
pobres en 2017. Se gestionan proyectos curriculares y proyectos que 
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inciden en las trayectorias personales de los estudiantes para lograr 
mejoras educativas (CEIP 2019).

Programa Aprender Siempre

Inició en el año 2008 y consiste en una oferta educativa para personas 
privadas de libertad. Su énfasis son los aspectos culturales y ambienta-
les. Opera en todo el país y los beneficiarios son personas mayores a 14 
años de edad. Pretende llegar a todos los ciudadanos con el objetivo de 
promover la educación a lo largo de toda la vida (MEC 2008).

Programa Uruguay Estudia

Su objetivo es formar a jóvenes y adultos y lograr su inserción laboral y 
social. El programa recurre a incentivos, pasantías laborales en empresas 
públicas y privadas y créditos para quienes, después de formarse, quie-
ran desarrollar emprendimientos productivos (MEC y ANEP 2019).

Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social 
(PANES) 2005-2007

Se planteó como un programa transitorio que transfería mensualmente el 
equivalente a USD 56 en 2005 y estaba condicionado a la asistencia esco-
lar y a controles de salud regulares para niños y niñas del hogar, de entre 
seis y 14 años. El pago del beneficio podía ser suspendido en cualquier 
momento al incumplir su corresponsabilidad. La población beneficiaria 
correspondía al quintil 1 de personas por debajo de la línea de pobreza.

En el año 2008 fue reemplazado por el Plan de Equidad (PE), que 
amplió la base de beneficiarios del PANES. Entre 2006 y 2012 la canti-
dad de beneficiarios pasó de 337 mil en el PANES a 403 mil en el PE. 
El PE está dirigido a niños, niñas y adolescentes de hogares en situación 
socioeconómica vulnerable. Tiene como objetivo mejorar los niveles de 
pobreza, la indigencia, e incrementar la permanencia en el sistema edu-
cativo formal; o bien su retorno en caso de deserción escolar.

El PE aumentó el valor de la transferencia cuando el niño o niña 
pasara de primaria a secundaria y definió a la madre como receptora del 
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beneficio. Para el año 2012, los niños y niñas entre cero y cinco años y 
estudiantes de primaria recibían USD 43 mensuales; los jóvenes inscri-
tos en secundaria recibían adicionalmente USD 18 mensuales.

Borraz y González (2009) evaluaron el programa PANES y encon-
traron que no tuvo impacto en la asistencia ni en el trabajo infantil. Sin 
embargo, hallaron impactos adversos en la oferta laboral. En la misma 
línea, Amarante, Ferrando y Vigorito (2011) llegaron a las mismas con-
clusiones y no encontraron impacto en el ingreso del hogar. Concluye-
ron que el monto de la transferencia no fue significativo para promover 
la asistencia escolar y que necesitaba intervenciones más amplias.

Bérgolo et al. (2013) evaluaron el PE y encontraron un impacto 
positivo en asistencia escolar de jóvenes de entre 13 y 17 años, pero no 
encontraron impacto en asistencia escolar primaria.

Calidad 

Plan Ceibal (Conectividad Educativa de 
Informática Básica para el aprendizaje en línea)

Es un programa universalizado de dotación de tecnología que inició 
en 2007. Todos los estudiantes de escuelas públicas reciben una com-
putadora y conectividad gratuita desde sus instituciones. El programa 
tiene un componente de software educativo y capacitación docente, para 
mejorar el proceso de enseñanza aprendizaje.

Ferrando et al. (2011) evaluaron el programa, considerando la dis-
tribución aleatoria de las computadoras y encontraron un impacto po-
sitivo en los resultados de matemática de niños y niñas de sexto grado. 
No obstante, el diseño de la investigación tuvo la limitación de que los 
grupos de tratamiento y control no son totalmente comparables.

Melo, Machado y Miranda (2017) evaluaron el programa con una 
estrategia de diferencias en diferencias para estimar el efecto del plan 
en rendimiento educativo. Concluyeron que no tuvo impacto en resul-
tados de aprendizaje. Encontraron que el principal uso del equipo era 
la búsqueda de información y no ejercicios o prácticas de repetición. 
La capacitación docente ha sido opcional. Los autores indicaron que la 
tecnología por sí sola no puede impactar en el aprendizaje.
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Plan Nacional de Lectura

El plan inició en 2005 y tiene algunas líneas de trabajo: formación, 
lectura y TIC, difusión y sensibilización, fortalecimiento de acervos, do-
tación de colecciones de libros (en particular en zonas pobres), apoyo a 
la creación y funcionamiento de bibliotecas e investigación.

Escuelas de Tiempo Completo

Este programa incrementó la jornada escolar de medio día a día com-
pleto. Provee insumos adicionales que incluyen materiales, profesores, 
capacitación y construcción o rehabilitación de aulas. La intervención 
inició en 1990 y apuntó a escuelas desfavorecidas de tamaño mediano 
en áreas urbanas. Su objetivo fue mejorar el rendimiento escolar en estas 
escuelas.

Se desarrolló en tres fases, en las cuales tanto el contenido como las 
características de las escuelas beneficiarias cambiaron: antes de 1996, de 
1996 a 1998 y de 1999 a 2005.

Antes de 1996, benefició a 52 escuelas que atendían a una pobla-
ción altamente vulnerable. Entre 1996 y 1998 se incorporaron cuatro 
escuelas nuevas, mientras el Estado realizaba el nuevo modelo pedagó-
gico para el programa. Desde 1999 se implementó la nueva propuesta 
pedagógica y se unieron 48 escuelas más. Desde 1996 el programa no 
solo consiste en la expansión de la jornada escolar, sino en un conjunto 
de intervenciones dirigidas a estudiantes y profesores:

• Construcción de aulas.
• Reducción del tamaño de aula, 25 estudiantes en los primeros gra-

dos y 28 en los últimos tres grados de primaria.
• Incremento del tiempo de clase de 3,5 a siete horas al día, cinco días 

a la semana, tres horas adicionales a la semana para estudiantes con 
necesidades educativas especiales y dos horas de reunión de docentes.

• Introducción de actividades colectivas y complementarias.
• Creación de un comité docente.
• Apoyo nutricional y de cuidado de salud a estudiantes.
• Mayor participación de padres y comunidad educativa.
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• Capacitación docente sobre el nuevo modelo pedagógico, desde 
1999.

• Provisión de insumos docentes como mapas, libros y diccionarios. 

Se han realizado dos estudios del programa del tiempo completo so-
licitados por el Ministerio de Educación. El primero fue un estudio 
cualitativo sobre el rendimiento y gestión del programa en 2001. Con-
cluyó que, al momento del estudio, la intervención no estaba completa, 
en especial en la provisión de insumos. El segundo estudio encontró 
que los promedios en la evaluación nacional, en las escuelas de tiempo 
completo, eran más altos que el resto de escuelas con características si-
milares, aunque esta investigación no controló variables no observables 
(ANEP 2002).

Cerdan-Infantes y Vermeersch (2007) evaluaron el impacto del pro-
grama en resultados de aprendizaje y encontraron que la intervención 
tiene un impacto positivo en las notas de tercer grado de 0,063 desvia-
ciones estándar por año en matemáticas, y 0,044 desviaciones por año 
en lenguaje. Además, concluyen que el programa logró que un 10 % 
más de estudiantes alcancen la nota mínima en tercer grado.

Programa de Maestros Comunitarios

Inició en 2005 con el objetivo de mejorar la calidad de los aprendizajes a 
través del refuerzo de los vínculos de la escuela con las familias y generar 
el deseo de aprender desde las potencialidades de los estudiantes.

El Maestro Comunitario trabaja algunas líneas de acción:

• Alfabetización en hogares.
• Grupos con las familias acompañando el proceso escolar.
• Integración educativa para estudiantes con historia escolar compleja. 

Se realiza trabajo grupal, colaborativo y participativo.
• Aceleración escolar, orientada a niños y niñas con sobreedad, proble-

mas de repitencia e inasistencia.
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Capítulo 3
La calidad de la educación y 
el cambio de ciclo político 
en América Latina 

En esta parte del libro analizamos el ciclo político y la política pública 
en la calidad de la educación en América Latina. Utilizamos las pruebas 
SERCE y TERCE que corresponden, respectivamente, al segundo y ter-
cer estudio regional, comparativo y explicativo de la calidad de la edu-
cación en la región, llevados a cabo por el Laboratorio Latinoamericano 
de Evaluación de la Calidad de la Educación de UNESCO.

Utilizamos como estrategia de identificación un modelo de diferen-
cias en diferencias. Comparamos el cambio en los logros académicos de 
países con políticas de Estado de largo plazo que buscaron revalorizar la 
educación pública con el cambio en los logros académicos de países con 
políticas educativas de corto plazo que no revalorizaron la educación 
pública. El periodo analizado es 2006 (SERCE) a 2013 (TERCE).

Debido a que uno de los aspectos clave en la política educativa es la 
equidad y la revalorización de la educación pública, también analizamos 
el efecto de dichas políticas en la reducción de la brecha en logros acadé-
micos entre las escuelas públicas y las privadas. 

Mostramos un resultado positivo y significativo de la política educa-
tiva de largo plazo y de revalorización de la escuela pública en los logros 
académicos, en especial en el área de lenguaje. Sin embargo, no encon-
tramos efecto alguno en el área de matemáticas.

También encontramos un efecto significativo en la reducción de la 
brecha en logros académicos entre las escuelas públicas y privadas. Es 
decir, la política de revalorización de la escuela pública sí fue, de alguna 
manera, exitosa.

Índice
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Describimos las bases de datos utilizadas, tanto para la prueba SERCE 
como la TERCE. En este apartado también realizamos un análisis des-
criptivo de algunos resultados encontrados en las pruebas, y enfatizamos 
los cambios ocurridos entre el 2006 y el 2013 en la región.

En la tercera parte presentamos la estrategia metodológica utilizada. 
En la cuarta presentamos los resultados y, por último, las conclusiones.

Principales resultados de las pruebas 
SERCE y TERCE 

Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo 
de la Calidad de la Educación en América Latina (SERCE)

El estudio SERCE se llevó a cabo en el año 2006.1 Participaron 16 países y 
el estado mexicano de Nuevo León. Los resultados promedio de las prue-
bas SERCE para lenguaje y matemáticas y para tercer y sexto grado cons-
tan en el gráfico 3.1. Calculamos el promedio con base en los resultados 

1 Factores Asociados al Aprendizaje en el SERCE: Análisis de los factores latentes y su vínculo con 
los resultados académicos de los niños (UNESCO 2013). 

Gráfico 3.1. Promedio de logros por país de la prueba SERCE 
(puntaje en escala de 0 a 1000)
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estandarizados, con una media de 500 puntos y una desviación estándar 
de 100 puntos. Para su cálculo, agregamos los cuatro puntajes, en lenguaje 
y matemáticas para tercer y sexto grado, y dividimos el resultado para cua-
tro. Este indicador es un resumen de todos los campos y grados evaluados 
en la prueba SERCE. También incluimos el promedio regional.

El país que mejores resultados obtuvo en las pruebas SERCE fue 
Cuba, seguido de Costa Rica, Uruguay y Chile. Por encima del prome-
dio regional se encontró a México, Argentina, Brasil y Colombia.

Los países de la región con los peores resultados en la SERCE fue-
ron República Dominicana, Guatemala y Ecuador. Otros países con 
resultados por debajo del promedio regional fueron Panamá, Nicaragua, 
Paraguay, Perú y El Salvador.

Nos llamó mucho la atención la diferencia entre Cuba, con un prome-
dio de 627, y el siguiente país, Costa Rica, con un promedio de 554. En 
el otro extremo, también se destacó la diferencia entre el último país en 
logros, que es República Dominicana, y el penúltimo, Guatemala. Entre 
los dos extremos, República Dominicana y Cuba, se encontró una dife-
rencia de más de 200 puntos, es decir más de dos desviaciones estándar.

En el gráfico 3.2 aparecen los resultados promedios de los logros en 
la SERCE por país, desagregados por etnia.

Gráfico 3.2. Promedio de logros por país y etnia de la prueba SERCE 
(puntaje en escala de 0 a 1000)
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En el indicador solo aparecen los países que incluyeron población 
indígena. En todos los casos la diferencia entre indígenas y no indígenas 
fue considerable. Los indígenas obtuvieron resultados inferiores consis-
tentemente, lo cual muestra un serio problema de equidad en la región. 
Los países con las diferencias más grandes fueron Chile, Brasil y Perú.

Como un indicador de insumos del sistema escolar, calculamos el ín-
dice de infraestructura escolar. Este índice es una medida de resumen en 
escala de cero a diez, que se calcula agregando variables que indican si la 
escuela tiene o no lo siguiente: luz, agua, alcantarillado, teléfono, baño, 
laboratorio de ciencias, centro de cómputo, auditorio, enfermería y biblio-
teca. En cada caso en que la escuela cuenta con el insumo analizado el valor 
es igual a uno y cero si no lo tiene. Si una escuela posee todos los compo-
nentes analizados tendrá un valor máximo de diez, y si no posee ninguno 
tendrá cero. También se incluye como referencia el promedio regional.

Los países que aparecieron por encima del promedio regional en los 
logros académicos, excepto México, también estuvieron por encima del 
promedio regional en el índice de infraestructura escolar. De igual for-
ma, los países que estuvieron por debajo del promedio regional en logros 
también se ubicaron por debajo en el índice, con la excepción de Panamá. 

Gráfico 3.3. Índice de infraestructura escolar por país de la prueba SERCE
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Tercer Estudio Regional, Comparativo y Explicativo  
de la Calidad de la Educación en América Latina (TERCE)

El estudio TERCE se llevó a cabo en el año 2013.2 Participaron 15 
países y el estado de Nuevo León de México. Cuba y El Salvador, que sí 
participaron en el SERCE, no tomaron parte en el TERCE.

Para empezar, presentamos el promedio de las pruebas TERCE para 
lenguaje y matemáticas para tercer y sexto grado. El promedio se calculó 
con base en los resultados estandarizados, con una media de 700 puntos 
y una desviación estándar de 100 puntos. Para su cálculo se agregó los 
cuatro puntajes, en lenguaje y matemáticas y para tercer y sexto grado, 
y se dividió el resultado para cuatro. Este indicador es un resumen de 
todos los campos y grados evaluados en la prueba TERCE. También se 
incluyó el promedio regional.

2 Los resultados del estudio, así como de los factores asociados a los logros académicos, están 
disponibles en UNESCO (2015). 

Gráfico 3.4. Promedio de logros por país 
de la prueba TERCE (puntaje en escala de 0 a 1000)
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Chile ocupó el primer puesto en el TERCE, seguido de Costa Rica y 
Uruguay. Por encima del promedio regional estuvieron México, Brasil, 
Perú, Argentina y Colombia. República Dominicana continuó siendo 
el país con los peores logros académicos en la región. Por debajo del 
promedio regional se encontraron Paraguay, Panamá, Honduras, Gua-
temala y Ecuador.

Es interesante analizar la diferencia en el promedio de TERCE me-
nos el promedio de SERCE. Esto nos permitió ver, de manera dinámica, 
qué países han realizado mayores progresos en términos de calidad de la 
educación. En el gráfico 3.5. consta la diferencia entre las dos pruebas 
por país.

Chile y Ecuador fueron los países que mostraron mayor progreso 
entre las dos pruebas, seguidos de Perú, Guatemala y República Do-
minicana. Los países con menos progreso entre las dos pruebas fueron 
Paraguay, Costa Rica y Nicaragua.

En el gráfico 3.6. se presenta los resultados agregados en la prueba 
TERCE por país y por etnia.

Gráfico 3.5. Diferencia de puntaje entre 
la prueba SERCE y TERCE por país
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En todos los casos en los que hubo información desagregada por etnia, 
se encontró que los indígenas obtuvieron resultados inferiores en com-
paración a los no indígenas. Los países con las mayores diferencias por 
etnia fueron Colombia, Perú y Panamá.

Un análisis de la dinámica de la diferencia entre indígenas y no indí-
genas nos permitió observar que, a nivel regional, la diferencia entre las 
notas de niños y niñas indígenas y no indígenas aumentó entre la prueba 
SERCE y TERCE. Esto representó una acentuación de la inequidad. En 
promedio, la brecha aumentó ocho puntos (pasó de 45,8 a 53,9). Los 
países que tuvieron un mayor incremento en la brecha fueron Nicaragua 
(51 puntos), Panamá (46 puntos), Colombia (44 puntos), Paraguay (27 
puntos), Perú (25 puntos) y México (14 puntos). La brecha disminuyó 
en Guatemala (-14 puntos), Ecuador (-8 puntos) y Brasil (-2 puntos).

En el gráfico 3.7. constan los resultados del índice de infraestructura 
escolar del TERCE.

Los países con un valor por encima del promedio regional en el 
índice de infraestructura escolar fueron Chile, Colombia, Brasil, Ar-
gentina, Costa Rica, Uruguay, Ecuador y Perú. Un análisis del cam-
bio en este indicador entre SERCE y TERCE nos mostró que a nivel 
regional hubo un incremento en el índice de 0,6 puntos. Los países 
con mayores incrementos en el índice fueron Ecuador (1,05 puntos), 

Gráfico 3.6. Promedio de logros por país y etnia de la prueba TERCE 
(puntaje en escala de 0 a 1000)
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Colombia (0,91 puntos), Chile (0,7 puntos), Guatemala (0,66), Re-
pública Dominicana (0,57), Costa Rica (0,51), Brasil (0,5) y Perú 
(0,48). En dos países hubo un deterioro en la infraestructura escolar: 
Uruguay (-0,16) y Panamá (-0,19).

Impacto de las políticas educativas que buscan 
revalorizar la educación pública en calidad educativa

No encontramos estudios específicos sobre el impacto de las políticas 
destinadas a revalorizar la educación pública en la calidad de la edu-
cación. Hay estudios que analizan el impacto de políticas con énfasis 
en lo público en otras áreas de la política social. Cornia (2010) revisó 
la disminución de la desigualdad en el período 2002-2007 en algunos 
países de América Latina, en contraposición con el incremento que se 
presentó entre 1980 y 2002. Algunos factores concurrentes que explican 
la reducción en la desigualdad incluyen las condiciones externas favora-
bles, la mejora en la distribución de logros educativos y políticas sociales 
establecidas por gobiernos de centro izquierda e izquierda. Concluyó que 
los modelos sociales implementados en la época, en la mayoría de paí-
ses latinoamericanos, impactaron favorablemente en la distribución del 

Gráfico 3.7. Índice de infraestructura escolar
por país de la prueba TERCE
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ingreso. Cornia (2014), en la misma línea, concluyó que la calidad de la 
democracia impacta en forma positiva en la inequidad.

Morley (2001) revisó el impacto de las políticas orientadas al mer-
cado sobre la inequidad, y determinó que las reformas de ese tipo 
tuvieron un impacto negativo y regresivo, aunque pequeño, sobre la 
equidad. Sobre el mismo tema, Gasparini y Lustig (2011) concluye-
ron que las políticas orientadas al mercado se asociaban con un au-
mento de la inequidad, excepto para Brasil.

Huber et al. (2004) examinaron los determinantes de la inequidad 
en 18 países latinoamericanos, en el período 1970-1995. Encontraron 
que el gasto en salud y educación tuvo un impacto negativo en inequi-
dad, mientras que lo contrario sucedió con el gasto en seguridad social y 
las transferencias monetarias. Con el mismo grupo de países, pero en el 
período 1970-2000, Huber et al. (2006) concluyeron que los gobiernos 
de izquierda se asocian con menores niveles de inequidad en los países 
latinoamericanos.

Lustig y McLeod (2009) revisaron si los regímenes de izquierda lo-
graron disminuir la desigualdad más rápidamente, analizando el período 
1988-2006. Concluyeron que los gobiernos “socialdemócratas” como 
Brasil y Chile tuvieron mayor éxito en reducir la pobreza y la desigual-
dad, en comparación con otros como Argentina, Bolivia y Venezuela.

En este libro evaluamos el impacto de gobiernos que buscaron reva-
lorizar la escuela pública en la calidad de la educación. Para ello utiliza-
mos una estrategia de diferencias en diferencias. El modelo de diferen-
cias en diferencias3 evalúa el cambio en la variable de resultado; en este 
caso, corresponde a los logros académicos de los estudiantes entre dos 
grupos: el grupo de tratamiento y el grupo de control. La diferencia en-
tre el grupo de tratamiento (TERCE menos SERCE) permitió corregir 
los efectos que permanecen fijos en el tiempo, tanto observables como 
no observables; en tanto que la otra diferencia (la del grupo de control) 
permitió corregir los efectos que pueden variar en el tiempo. La estima-
ción final, que es la diferencia de las diferencias de los dos grupos, dio 
un estimador de impacto del tratamiento analizado.

3 Para una revisión del modelo de diferencias en diferencias: Angrist y Pischke (2009, 2015), e 
Imbens y Wooldridge (2009). 
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Usamos como línea de base las pruebas SERCE, y como segunda 
toma las pruebas TERCE. Como hemos indicado, en este caso el tra-
tamiento se refiere al tiempo (en años) en que un país aplicó políticas 
destinadas a revalorizar la escuela pública; por lo tanto, tomará el valor 
de cero para los países que no estuvieron bajo un régimen de este tipo, 
y el valor correspondiente al número de años, para aquellos países que 
aplicaron políticas educativas de revalorización de la escuela pública4. 
Para robustecer las estimaciones utilizamos una serie de controles en 
línea de base (prueba SERCE).

Realizamos las estimaciones a nivel de país, por lo que trabajamos 
solo con aquellos que participaron en las dos pruebas, SERCE y TER-
CE, con un total de 14 países.5

Lo antedicho, es decir la doble diferencia, se pudo estimar usando el 
siguiente modelo econométrico:

Yi1=Xi0b + aTi + gYi0 +ei          (1)

En donde Yi1 es la nota promedio de los estudiantes en lenguaje o ma-
temáticas, para tercero y sexto grado, en las pruebas TERCE. El sufijo i 
se refiere al país, 1 al año 2013 y 0 al año 2006. Utilizamos los puntajes 
estandarizados reportados en las pruebas.6 Xi0 es un vector de variables 
de control del niño, del director de la escuela, del profesor y de la escue-
la. Trabajamos con promedios por país. La variable Ti define el número 
de años bajo un gobierno que revaloriza la escuela pública. En los casos 
en que los países no estuvieron bajo ningún régimen de este tipo, la 
variable toma el valor de 0. La variable Yi0 es la nota promedio de los 
estudiantes en lenguaje o matemáticas, para tercero y sexto grado, en las 
pruebas SERCE.

El coeficiente a arroja el efecto de cada año de cambio de ciclo polí-
tico en los logros académicos.

4 La política educativa dirigida a revalorizar la escuela pública se aplicó, de manera predominante, 
en gobiernos de izquierda y centro izquierda. De ahí la conexión de la política educativa con el ciclo 
político. 
5 También se incluye al estado de Nuevo Léon (México), que participó en las dos pruebas.
6  Con una media de 500 puntos y una desviación estándar de 100 puntos. 
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Las variables del niño utilizadas en los modelos fueron las siguientes: 
edad, sexo y etnia; la etnicidad se define por el criterio de la lengua. 
Igualmente, trabajamos con promedios nacionales con la información 
de SERCE.

Las variables del director de la escuela utilizadas fueron: sexo, ex-
periencia como director y nivel de escolaridad, una dummy que vale 1 
si el director tiene nivel universitario o más y 0 si tiene menor nivel de 
escolaridad.

Las variables del profesor utilizadas fueron: sexo, experiencia como 
profesor, etnicidad, si tiene o no otro empleo y nivel de escolaridad, una 
dummy que vale 1 si el director tiene nivel universitario o superior y 0 si 
tiene menor nivel de escolaridad.

Las variables de la escuela utilizadas fueron: área (urbana alta, ur-
bana media, urbana baja o rural), sostenimiento (público o privado) y 
un índice de infraestructura escolar. El índice de infraestructura escolar 
fue el mismo que se reportó en la parte anterior, y fue una medida de 
resumen en una escala entre 0 y 10, dependiendo de si la escuela tuvo 
o no lo siguiente: luz, agua, alcantarillado, teléfono, baño, laboratorio 
de ciencias, centro de cómputo, auditorio, enfermería y biblioteca. Para 
cada aspecto definimos como 1 si existe en la escuela y 0 si no existe. 
Luego sumamos todos los componentes del índice. De esta forma, si 
una escuela posee todos los diez componentes analizados tendrá el valor 
máximo de 10; y en el otro extremo tendrá un valor 0 en el índice.

En el anexo 1 presentamos una estadística descriptiva de las variables 
analizadas a nivel de país.

Resultados

A continuación, presentamos los resultados de las estimaciones eco-
nométricas. Aquellos del modelo de diferencias en diferencias para len-
guaje se presentan en la tabla 3.1.

Utilizamos dos especificaciones diferentes como elemento de robustez 
de los resultados. La primera especificación incluyó la variable de trata-
miento, variables del niño y niña y de la escuela. La segunda especifica-
ción, además de las anteriores, incluyó variables del docente y del director.
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Los modelos fueron ponderados por número de niños y niñas en la 
muestra de cada país y los errores estándares fueron corregidos por auto 
correlación intrapaís (concordancia entre dos o más valoraciones cuan-
titativas). La interpretación de los resultados se hizo sobre la base de la 
especificación más completa.

En el caso de lenguaje se encontró un efecto positivo de la política 
pública de revalorización de la escuela pública. Cada año adicional de 
política educativa de revalorización de la escuela pública se asoció con 
un incremento de 2,6 y 5,3 puntos, en tercero y sexto grado, respecti-
vamente. También se reportó el coeficiente del resultado de la prueba 
SERCE. Este coeficiente fue significativo solo para el tercer grado. En 
este caso, cada punto adicional en la prueba SERCE se asoció con un 
incremento de la prueba TERCE en 1,1 puntos. 

En la tabla 3.2 aparecen los resultados para matemáticas.
No encontramos un resultado estadísticamente significativo en gra-

do alguno. De igual manera que en el caso de lenguaje, también repor-
tamos el coeficiente de la prueba SERCE. El resultado solo fue signifi-
cativo para tercer grado. En este caso, un incremento de un punto en la 
prueba SERCE se asoció con un incremento de 0,7 puntos en la prueba 
TERCE.

Así, los gobiernos que aplicaron políticas educativas de largo plazo y 
con una revalorización de la educación pública mejoraron la calidad de 
la educación, en especial, en el área de lecto-escritura, lo que se expresó 
en un mejor rendimiento en las pruebas de lenguaje. Sin embargo, no 
se encontró ninguna mejora en el área de matemáticas.

Tabla 3.1. Lenguaje

Lenguaje Tercer grado Sexto grado

Variable esp_1 esp_2 esp_1 esp_2

Tratamiento 1,604 2,673 1,886 5,303

Error estd. 0,962 1,136 1,741 1,245

Leng SERCE 1,039 1,109 0,6 0,287

Error estd. 0,148 0,074 0,263 0,472

N 15 15 15 15

r2 0,984 1 0,939 0,998
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Esta política tuvo un efecto en la reducción de la brecha en los resulta-
dos académicos entre las escuelas públicas y las escuelas privadas. Para 
este análisis, obtuvimos la diferencia promedio entre los resultados de 
las escuelas privadas menos los resultados de las escuelas públicas a nivel 
de país, para cada grado y para lenguaje y matemáticas. A partir de esta 
variable estimamos el siguiente modelo econométrico:

Yi=Xib + aTi +ei

En donde Y1 es la brecha en logros académicos entre las escuelas públi-
cas y privadas. Xi es un vector de variables de control del niño o niña, 
de la escuela, del director de la escuela y del profesor. Trabajamos con 
promedios por país. La variable Ti define el número de años bajo un 
gobierno que buscó revalorizar la escuela pública. En los casos en que 
los países no aplicaron este tipo de política, la variable tomó el valor de 
0. Las estimaciones se realizaron para las pruebas TERCE, a nivel de 

Tabla 3.2. Matemáticas

Matemáticas Tercer grado Sexto grado

Variable esp_1 esp_2 esp_1 esp_2

Tratamiento 1,033 -2,24 0,395 2,136

Err. estd. 1,816 2,996 1,02 3,196

Mate SERCE 0,64 0,778 0,681 0,631

Err. estd. 0,293 0,181 0,189 0,686

N 15 15 15 15

r2 0,941 0,998 0,969 0,998

Tabla 3.3. Reducción de brechas entre escuela privada 
y escuela pública en lenguaje

Lenguaje Tercer grado Sexto grado

Variable esp_1 esp_2 esp_1 esp_2
Coef -1,203 -1,988 1,974 1,816
Err. estd. 0,946 0,964 1,317 1,82
N 16 16 16 16
r2 0,68 0,926 0,754 0,812
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país, ponderadas por el número de estudiantes y con errores estándares 
corregidos por autocorrelación intrapaís. 

Los resultados para lenguaje constan en la tabla 3.3.
Trabajamos con dos especificaciones; la primera incluyó la variable de 
tratamiento y variables del niño o niña y de la escuela, en tanto que la 
segunda incluyó, además de las anteriores, las variables del profesor y 
del director de la escuela. La estimación más completa –y sobre la que se 
sostienen las conclusiones– fue la especificación 2.

En el caso de lenguaje encontramos una reducción de la brecha entre 
escuelas públicas y privadas en tercer grado. A cada año de política edu-
cativa de revalorización de la escuela pública se asoció una reducción de 
alrededor de dos puntos en la brecha. No encontramos resultados signi-
ficativos para el sexto grado. En la tabla 3.4 presentamos los resultados 
para matemáticas.

Los resultados mostraron un efecto significativo de la política educa-
tiva de revalorización de la escuela pública en la reducción de las brechas 
en matemáticas para el tercer grado. Un año de este tipo de política edu-
cativa se asoció con una reducción de la diferencia en logros académicos 
en matemáticas entre las escuelas privadas y las públicas de dos puntos. 
Este resultado no fue significativo para el sexto grado. 

Conclusiones

En este capítulo realizamos un análisis de los logros académicos de la 
región, con base en los estudios regionales de calidad de la educación: 

Tabla 3.4. Reducción de brechas entre escuela privada 
y escuela pública en matemáticas

Matemáticas Tercer grado Sexto grado

Variable esp_1 esp_2 esp_1 esp_2

Coef. -1,245 -2,005 1,955 1,757

Err. estd. 0,969 1,031 1,289 1,798

N 16 16 16 16

r2 0,679 0,923 0,746 0,803
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SERCE y TERCE. Encontramos grandes disparidades en la región en-
tre los diferentes países. Cuba, Chile, Costa Rica, Uruguay, México, 
Brasil, Argentina y Colombia aparecieron con resultados por encima 
del promedio regional. Honduras, Paraguay, Nicaragua, Guatemala, 
Ecuador, Perú, República Dominicana y Panamá mostraron resultados 
por debajo de la media regional. En la prueba SERCE, por ejemplo, 
la diferencia entre el país con mayor puntaje (Cuba) y el país con me-
nor puntaje (República Dominicana) fue de alrededor de 200 puntos, 
equivalente a dos desviaciones estándar.

En términos dinámicos, los países que obtuvieron una mejora supe-
rior entre la prueba SERCE y la TERCE fueron Chile, Ecuador, Perú, 
Guatemala, República Dominicana y Brasil.

Por otro lado, también encontramos disparidades al interior de los 
países. Los estudiantes indígenas obtuvieron, en todos los casos, resul-
tados inferiores en comparación a los de los estudiantes no indígenas. 
Aunque la brecha tendió a reducirse entre las dos pruebas, todavía hubo 
países en los cuales se incrementó.

El índice de infraestructura escolar –que mide la presencia o no en 
el plantel escolar de algunos aspectos básicos, como patios, baños, bi-
blioteca, laboratorios, etcétera–, está muy correlacionado con los logros 
académicos. En la mayoría de países se encontraron avances en el índice 
entre SERCE y TERCE, pero también hubo unos pocos países en los 
que el índice de infraestructura escolar se deterioró.

Para evaluar el impacto de políticas educativas que buscan revalorizar 
la escuela pública en la calidad de la educación se utilizó una estrategia 
de diferencias en diferencias. La prueba SERCE fue usada como línea 
de base y la prueba TERCE como segunda toma. Luego de corregir por 
una serie de variables a nivel del niño o la niña, la escuela, el director y 
el profesor, encontramos un impacto positivo de este tipo de políticas 
en lenguaje. Por otro lado, no encontramos impacto alguno en el área 
de matemáticas.

También evaluamos el impacto de la política educativa que buscó 
revalorizar la escuela pública, en la brecha entre las escuelas públicas 
y privadas. Encontramos un efecto positivo de este tipo de política 
educativa. Esto significa que, al parecer, la política educativa sí tuvo 
los efectos esperados.
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Capítulo 4
Análisis multicriterio del 
desempeño educativo 
sudamericano

En este capítulo presentamos una evaluación del desempeño educativo 
en diez países sudamericanos, entre los años 2000 y 2016, mediante 
una aplicación de un análisis multicriterio (AMC). Nuestros objetivos 
fueron: presentar una visión integral de la realidad educativa, incluyen-
do el entorno; evaluar los países que tuvieron los “mejores” y “peores 
desenvolvimientos” (según el AMC), y medir los cambios sin el sesgo 
estructural determinado por las condiciones iniciales.1

Si el progreso de los países se midiese mediante el Índice de Desarro-
llo Humano, elaborado por el Programa de Naciones Unidas (PNUD), 
que reúne en un solo valor el ingreso por habitante, la escolaridad y la 
esperanza de vida, podría afirmarse que la tendencia mundial ha sido la 
de mejorar. Sin embargo, la evolución de los indicadores sociales, eco-
nómicos y ambientales es diferente en las regiones del mundo.

Al examinar los datos de los últimos 16 años, la escolaridad pro-
medio, o los años de estudio promedio de la población de 25 años en 
adelante, ha mejorado en casi todos los países (UNESCO 2019). De 
todos modos, aún hay diferencias relevantes. Por ejemplo, en 2016, 
Estados Unidos alcanzó una escolaridad de 13,4 años, y Alemania 
12,7 años; en tanto que Argentina tuvo una escolaridad de 11,4 y 
Brasil de 7,6 años.

1 Los autores del libro dejamos constancia de nuestro agradecimiento al doctor Rafael Burbano 
por la coordinación y asesoramiento en la aplicación del análisis multicriterio.

Índice
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La inversión en investigación y desarrollo, como porcentaje del PIB, 
se ha incrementado en casi todos los países del mundo, pero las brechas 
entre regiones y países son evidentes. América Latina y el Caribe invir-
tieron el 0,8 % de su PIB en investigación y desarrollo en 2016, mien-
tras Corea del Sur invirtió un 4,2 % y Japón un 3,3 % del PIB (Banco 
Mundial 2019).

Al contabilizar la población mayor con matrícula secundaria (% neto), 
aparecen brechas significativas. En Japón, Alemania y Estados Unidos, 
más del 90 % de la población tiene estudios secundarios. En América 
Latina el 50 % de la población tiene matrícula secundaria. Finlandia pasó 
del 44 % en el año 2000 al 100 % en 2016 (Banco Mundial 2019). 

En el 2016, el gasto público en educación en América Latina y 
el Caribe (ALC) fue de 4,52 %, mientras que Finlandia registró un 
7,1 %, Noruega y Suecia 7,55 % y Bélgica el 6,55 %. El promedio 
del gasto en educación de los países de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico (OCDE) fue del 5,24 % (Banco 
Mundial 2019).

Al revisar los datos de alfabetización aparecen brechas entre regiones. 
La Unión Europea registró un 99,13 %, ALC un 93,53 % y el África 
subsahariana un 63,62 % (Banco Mundial 2019).

En cuanto a los datos de repitencia en primaria, África alcanzó el 
7,81 % y ALC el 4,16 %. Singapur, Finlandia y Alemania registraron 
porcentajes de 0,16, 0,25 y 0,43 respectivamente (Banco Mundial 
2019).

La matrícula preprimaria –una de las variables que influye en los 
logros educativos futuros– presenta tendencias similares. El África sub-
sahariana apenas alcanza el 31,96 %, mientras que ALC llega al 73,77 
%, y la Unión Europea el 96,08 % (Banco Mundial 2019).

Al revisar un indicador de eficiencia –la persistencia al último gra-
do de primaria–, Chile registra el porcentaje más alto a nivel mundial 
(99,55 %). La Unión Europea un 96,64 %, ALC un 84,5 % y África un 
55,11 % (Banco Mundial 2019).

Luego de revisar esta información, surgen varias preguntas: ¿qué 
países o regiones lograron el mejor desempeño en el sector educativo? 
¿Cómo afirmar que un país mejoró si tiene indicadores que mejoraron 
y otros que empeoraron? ¿Con qué criterios evaluamos el desempeño? 
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¿Podemos sintetizar en un solo índice educativo varios indicadores para 
facilitar su comparación? Además del uso de la estadística formal, ¿es 
posible una descripción y análisis complementario o diferente del des-
empeño educativo regional?

La evaluación educativa comprende varios criterios. El contexto so-
cial y económico es fundamental para comprender el sistema educativo, 
así como las inversiones públicas en educación e investigación y desa-
rrollo; la asistencia a las instituciones educativas en sus distintos niveles 
(preprimario, primario, secundario); la eficacia, es decir la permanencia 
y aprobación o no de los estudios, y, en general, los niveles educativos de 
la población. Por lo tanto, es útil una metodología que permita analizar 
un conjunto de indicadores de manera sistemática y ordenada.

Este capítulo tiene cinco partes. La primera sección expone la teoría 
y presenta una revisión de los estudios multicriteriales. La segunda apli-
ca el AMC al caso sudamericano, mediante tres estudios: i) estado y me-
joras por cada país; ii) comparación entre los países; y iii) comparación 
de las mejoras educativas entre los países. La tercera sección muestra los 
resultados. La cuarta examina el cambio en el ciclo político; en la quinta 
presentamos nuestras conclusiones.

Introducción 

El análisis multicriterio (AMC) es un instrumento operativo para el 
estudio de problemas complejos que involucran criterios diversos y 
múltiples actores sociales en contextos de incertidumbre en la infor-
mación. 

El AMC provee las técnicas que posibilitan estudiar una problemá-
tica a partir de criterios múltiples ya sean estos económicos, sociales, 
culturales o institucionales (Pomerol y Barba-Romero 2000; Roy 1996; 
Munda 2004). El AMC integra dimensiones diferentes (sociales, am-
bientales, económicas, tecnológicas, culturales) de la realidad en un solo 
marco de análisis, para proveer una mirada en conjunto de una proble-
mática determinada. En el AMC confluyen una pluralidad de criterios, 
escalas de medición (física, monetaria, cualitativa) e información (varia-
bles numéricas, difusas y estocásticas).
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El AMC se ha aplicado en el ámbito iberoamericano a distintos pro-
blemas relacionados con la sustentabilidad ambiental, el turismo, la pla-
nificación hídrica, la energética, la urbana y la educación.

Con esta metodología, Falconí (2001) evaluó el desempeño de la 
economía ecuatoriana en el periodo 1970-1998. Vallejo et al. (2015) 
analizaron la iniciativa de dejar el petróleo en el subsuelo del Parque Na-
cional Yasuní, ubicado en Ecuador, desde una óptica multicriterial. Con 
relación a la sustentabilidad ambiental,2 Munda (2005) ha realizado va-
rios aportes teóricos y aplicados del AMC. Larrea, Latorre y Burbano 
(2017) estudiaron las alternativas para el desarrollo de la Amazonía en 
el contexto de la extracción petrolera. Fernández Barberis y Escribano 
Ródenas (2017) aplicaron el AMC para revisar el progreso de los países 
de la OCDE en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible en el horizonte 2030.

Con respecto a la gestión del desarrollo local, Muñoz Marcillo et al. 
(2016) aplicaron el AMC en la elaboración de una propuesta para el or-
denamiento territorial en el cantón Valencia, en Ecuador. En cuanto al 
manejo de sistemas de hídricos, Hartley (2010) analizó las alternativas 
de las fuentes de abastecimiento de la Gran Área Metropolitana (GAM), 
Valle Central de Costa Rica. En el desarrollo urbano, De Prada (2017) 
realizó un modelo multicriterio para evaluar propuestas de expansión 
urbana en la ciudad de Río Cuarto, Córdoba, en Argentina. Degioanni 
et al. (2017) aplicaron el multicriterio para la resolución de un proble-
ma de ordenamiento territorial de expansión urbana, con la ciudad de 
Marcos Juárez, en Argentina. Vanegas et al. (2017) utilizaron la me-
todología multicriterio de Proceso de Análisis Jerárquico, cualitativa y 
cuantitativa, para proponer rutas turísticas en Colombia. 

En el ámbito educativo, el “Método de Decisión Multicriterio” fue 
utilizado por el Consejo de Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
Superior (CACES) para la evaluación institucional de universidades y 
escuelas politécnicas del Ecuador (CACES 2019). Otras propuestas si-
milares de evaluación universitaria han sido realizadas en otros países y 

2 El desarrollo sostenible no está exento de críticas. Por una parte, involucra un concepto que 
viene de la biología (capacidad de carga) y otro que proviene de las ciencias sociales (desarrollo). La 
combinación de estos dos conceptos provoca una contradicción, porque a largo plazo el desarrollo 
implica sobrepasar la capacidad de carga de los ecosistemas.
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regiones. Por ejemplo, El Gibari, Gómez y Ruiz (2017) en Andalucía, 
España. De la Vega (2015), mediante el proceso analítico jerárquico, 
evaluó los atributos de mejoramiento educativo en las escuelas chilenas. 
Los estudios mencionados son parte de una literatura creciente sobre 
el tema. 

Matriz de evaluación o impacto: criterios y alternativas

Un problema multicriterio consta de un conjunto de m alternativas  
X = {x1, x2, ..., xm} a ser evaluadas mediante el conjunto de n criterios 
F = {f1, f2, ..., fn}. Los criterios se agrupan en dimensiones de análisis. 
Las alternativas pueden ser proyectos de infraestructura, estrategias de 
desarrollo social, países, años o periodos temporales, candidatos a una 
elección, entre otros. Los criterios asignan un valor a cada una de las 
alternativas y determinan un orden en el conjunto de alternativas en 
dicho criterio; esto es, los ordenamientos pueden, y suelen, ser diferen-
tes en criterios distintos.

La información de la evaluación de las alternativas en los criterios se 
recopila en la matriz de impacto, que incluye la información necesaria 
y los valores de ciertos parámetros demandados por los métodos mul-
ticriterio. 

Tabla 4.1. Matriz de impacto

Criterios

Económicos Sociales Ambientales

f1 f2 … fr … … fs … fn

Objetivo O1 O2 … … … On

Umbral C1 C1 … … … C1

Peso w1 w2 … … … wn

Compensación a

Al
te

rn
at

iv
a x1 x11 x12 … … … x1n

x2 x21 x22 … … … x2n

… … … … … … …

xm xm1 xm2 … … … xmn
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En la matriz (xij)i=1:m;j=1:n , el elemento xij corresponde a la evaluación 
de la i-ésima alternativa en el j-ésimo criterio, esto es xij = fj (xi). El vector 
asociado a la alternativa i es el vector fila xi = (xij)j=1:n . Nótese que si las 
celdas de esta matriz son números reales, o datos cualitativos, esta matriz 
no difiere de una de datos para el análisis estadístico.

El objetivo de un criterio es “maximizar” (‘max’) cuando “más es me-
jor”, o “minimizar” (‘min’) cuando “menos es mejor”. La presencia del 
concepto de “mejor” y “peor” en los criterios, variables o indicadores es 
uno de los elementos diferenciadores entre el AMC y el análisis multi-
variante. En este último no existe tal concepto.

Los indicadores del sector educativo son susceptibles a la calificación 
de los adjetivos “mejor” o “peor”, por ejemplo, “mejor o peor educa-
ción”, “mejor o peor infraestructura”. Por esta razón en esta área es fac-
tible y deseable la aplicación de métodos multicriterio.

El umbral de indiferencia es un valor numérico que expresa si la di-
ferencia entre las evaluaciones de dos alternativas en un criterio es rele-
vante o no. Cuando la diferencia es relevante, una alternativa es mejor o 
preferida a otra alternativa; y si la diferencia no es relevante, las alterna-
tivas son indiferentes: o la una es tan buena como la otra en tal criterio. 
Por ejemplo, al establecer 0,20 % como el umbral de indiferencia para 
el gasto en educación, expresado como porcentaje del PIB, se tuvo que 
en el año 2000 Chile (3,78 %) fue tan bueno como Venezuela (3,67 %); 
en tanto que Uruguay (2,42 %) estuvo mejor que Ecuador (1,15 %).3

Ciertos métodos multicriterio trabajan con funciones de credibili-
dad difusa, que expresan la credibilidad de las relaciones de preferencia 
(mejor) e indiferencia (tan buena como). La credibilidad de una rela-
ción entre dos alternativas es un número entre [0,1]. Si la relación es 
absolutamente no creíble, la credibilidad es igual a 0. Si es totalmente 
creíble, la credibilidad es igual a 1.4

3 La diferencia en el gasto en educación entre Chile y Venezuela fue de 0,11 % < 0,20 %. Entre 
Uruguay y Ecuador la diferencia en el gasto en educación fue de 1,27 % > 0,20 %. Así, Chile y 
Venezuela fueron indiferentes y Uruguay estuvo mejor que Ecuador en el gasto en educación.
4 De acuerdo con la función de credibilidad del método multicriterio aplicado en este estudio, la 
credibilidad de que Chile y Venezuela fueron indiferentes es 0,68; la credibilidad de que Uruguay 
estuvo mejor que Ecuador en el gasto en educación fue de 0,94.
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Los pesos o ponderaciones de los criterios son un conjunto de valores 
numéricos {wi}i=1:n con 0 < w1 < 1 y tales que ∑w1 = 1. Los pesos expresan 
la importancia de los criterios. También pueden incidir o determinar las 
tasas de compensación entre criterios. 

El grado de compensación entre criterios a ∈ [0,1] permite expresar 
la magnitud de la compensación entre criterios. En la evaluación de las 
alternativas una desventaja o puntuación negativa en un criterio puede 
ser, o no puede ser, compensada por una o varias ventajas o puntuación 
positivas en otro u otros criterios. Si a = 0, no hay compensación, por 
el contrario, si a = 1, la compensación es absoluta, y si 0 < a < 1, la 
compensación es parcial.

Entre dos alternativas A y B el resultado de la evaluación multicriterio 
puede ser: preferencia estricta, A ( B (A es mejor que B o A es preferida a 
B); indiferencia, A ~ B (A y B son indiferentes) o incomparabilidad, A φ B 
(A y B no son comparables). Algunos métodos multicriterio solo conside-
ran la preferencia estricta y la indiferencia. Como relación derivada puede 
considerarse la preferencia estricta inversa, B ( A. La preferencia débil, 
A i B (A es al menos tan buena como B) define las otras relaciones. En 
notación prefija las relaciones de preferencia, preferencia inversa, indife-
rencia e incomparabilidad se notan: P(A,B), P-1(A, B), I(A,B), J(A,B), res-
pectivamente. Los métodos de evaluación multicriterio TOPSIS y Kipu 
utilizados en este estudio se presentan en los anexos.

Aplicación del AMC al desempeño 
educativo sudamericano

Alternativas

Las alternativas de evaluación fueron los diez países sudamericanos se-
leccionados (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Pa-
raguay, Perú, Uruguay y Venezuela). Los indicadores educativos fueron 
evaluados en los tres periodos temporales señalados (años 2000, 2010 y 
2016). En consecuencia, el estudio tuvo 30 alternativas.
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Criterios

El AMC busca una mirada integral, tanto del sistema educativo como 
del entorno económico y social. Para operativizar el estudio, selec-
cionamos nueve criterios o indicadores agrupados en cuatro dimen-
siones: económica, educativa, asistencia y eficiencia. Los indicadores 
por cada dimensión fueron los siguientes: i) económica: gasto público 
en educación (% del PIB), gasto en investigación y desarrollo (% del 
PIB). ii) Educativa: escolaridad (años de estudio de la población de 
25 años), tasa de alfabetización (% de personas de 15 años o más). 
iii) Asistencia: matriculación preprimaria (% bruta), matriculación 
primaria (% neto), matriculación secundaria (% neto). iv) Eficiencia: 
persistencia al último grado de primaria (% de cohorte), repitencia en 
primaria (% de matrícula). 

Para definir los criterios asumimos que un sistema educativo está 
determinado por los recursos económicos necesarios para su funciona-
miento, las condiciones o nivel educativo de la población, la asistencia 
de niños, niñas y jóvenes a escuelas y colegios, y la eficiencia educativa 
o el éxito en los estudios. 

La dimensión económica reunió dos criterios: el gasto público en 
educación y el gasto en investigación y desarrollo, expresados como 
porcentaje del PIB. El gasto público en educación es el elemento deter-
minante en el alcance de un sistema educativo. Según Flores y Mosiño 
(2017), existe una fuerte relación entre el crecimiento económico y la 
educación, formando un ciclo virtuoso en el transcurso de los años. Esto 
es similar a lo que sostienen Azqueta y Naval (2019) al mencionar que 
el gasto en educación, con un enfoque especializado, logra un aumento 
de la productividad y del rendimiento de los estudiantes. Barnett (2010) 
explica que el gasto público en educación primaria universal puede au-
mentar los beneficios por quintiles de ingreso en rendimiento académi-
co, ingresos, seguridad y equidad.

El segundo indicador, el gasto en investigación y desarrollo (I+D), 
determina los encadenamientos entre el sistema de educación escolar 
(preprimaria, primaria y secundaria) con el desarrollo científico y tecno-
lógico. El proceso de industrialización e inversión tecnológica requiere 
más “talento humano” y, como consecuencia, se genera mayor empleo, al 



160

mismo tiempo que existe un mayor incentivo para sobresalir a nivel aca-
démico (Ashrafzadeh y Alaedini 2018). En la misma línea, Peña-Vinces 
y Audretsch (2020) señalan que el país exportador de tecnología gene-
rará mayores ingresos que los especializados en el sector primario. Por 
tal razón, las exportaciones tecnológicas influyen de forma positiva en 
el rendimiento académico al requerir mayor especialización.

El nivel educativo de la población se describe mediante la esco-
laridad, que es el promedio de años de educación de la población 
mayor a 25 años de un país, y la tasa de alfabetización, que describe 
el porcentaje de la población adulta que sabe leer y escribir. La alfa-
betización es considerada como un factor clave en el desarrollo aca-
démico de los estudiantes debido a que la falta de esta característica 
personal –o en su entorno– puede provocar dificultades de aprendi-
zaje, abandono escolar y bajo rendimiento (Olave Arias, Cisneros y 
Rojas 2013).

En tercer lugar, consideramos la asistencia al sistema de educación. 
Por las características distintivas de los diferentes niveles educativos, to-
mamos las tasas de matrícula preprimaria, primaria y secundaria. La ins-
cripción en educación de preprimaria mejora la preparación y el rendi-
miento escolar en la escuela primaria; de la misma manera, eleva la tasa 
de finalización de su ciclo escolar primaria. Esto es similar a la provisión 
de educación preprimaria gratuita, por al menos un año. Hay resultados 
positivos en países con ingresos medios y mayor impacto en países de 
ingresos bajos (Earle, Milovantseva y Heymann 2018). 

Al comparar el rendimiento escolar de los estudiantes que han asistido 
a la escuela preprimaria y los que no tuvieron la oportunidad de hacerlo, 
se evidencia que existe una diferencia significativa en competencias como 
matemáticas, expresión oral y lectura al llegar al nivel primario en sus 
primeros años, así como en su finalización (Aboud, Hossain y O’Gara 
2008). Además, la asistencia regular a clases se considera como una 
variable decisiva al vincularla con el éxito académico en los distin-
tos niveles de educación, en tanto tiene una relación positiva con el 
rendimiento y llega a ser igual o más relevante que la inteligencia del 
estudiante (Cabrera Sandoval y Moncada Ramos 2016).

Como medidas de eficiencia consideramos la persistencia al último 
año de primaria, es decir, el logro en terminar con éxito la escuela, y la 
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repitencia en primaria, considerada un indicador negativo de los logros 
estudiantiles. Esto se debe a que usualmente la repitencia tiene como 
consecuencia el rezago educativo de los estudiantes.

 Méndez Mateo y Cerezo Ramírez (2018) indican que la repetición 
de grado provoca un menor rendimiento académico y posibles situa-
ciones de vulnerabilidad. Martini (2019) sostiene que la deserción es-
tudiantil y la inasistencia a clases dificultan el desarrollo continuo en 
la formación, por ende, arrojan un rendimiento menor al promedio y 
contribuyen al aumento en la repetición del curso.

Objetivos

De los nueve criterios, la repitencia en primaria es un criterio de “mini-
mización”, esto quiere decir que es mejor un valor bajo a un alto (menos 
es preferible a más). Los otros ocho criterios son de “maximización” 
(más es preferible a menos).

Umbrales de indiferencia

Los umbrales se determinan bajo el supuesto de que las mejoras edu-
cativas (entre el 2000 y 2016) deberían tender a cerrar las brechas en 
educación. La brecha es la diferencia entre la mejor valoración del 
indicador y la puntuación promedio del indicador. Los umbrales de 
indiferencia se definen como la mitad de la brecha en cada uno de los 
indicadores:

C1 = ½ (Mejor valor de la variable − Promedio de la variable)

Para las variables de maximización, el mejor valor es el máximo de la 
variable. Para las variables de minimización, el mejor valor es el mínimo 
de la variable. En este último caso se usa la diferencia entre el promedio 
y el mejor valor. La tasa bruta de matrícula preprimaria considera como 
mejor valor el 100 %. Esto implica que valores superiores al 100 % se 
penalizan (Chile en el 2010, 104,4 %). Se sanciona la asistencia a la 
escuela preprimaria de los niños de mayor o menor edad a la establecida 
como óptima. 
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Ponderaciones de los criterios

Los criterios tienen ponderaciones iguales (1/9), con lo cual las pon-
deraciones de las subdimensiones son: Económica, 2/9; Estudio, 2/9; 
Asistencia, 3/9 = 1/3; y Eficiencia, 2/9.

Compensación

El parámetro de compensación es 0,4, que expresa un nivel medio. 

Tabla de parámetros

La tabla 4.2 presenta los parámetros de los criterios.

Tabla 4.2. Parámetros

  Criterio Objetivo Peso Brecha Umbral 

Económica
Gasto público en educación Máx. 1/9 3,13 1,56

Gasto en I+D Máx. 1/9 0,93 0.47

Estudio
Escolaridad Máx. 1/9 3,02 0,75

Tasa de alfabetización Máx. 1/9 5,10 1,27

Asistencia

Matriculación preprimaria Máx. 1/9 34,72 8,68

Matriculación primaria Máx. 1/9 5,65 1,41

Matriculación secundaria Máx. 1/9 16,25 4,06

Eficiencia
Persistencia al último grado 
de primaria Máx. 1/9 11,56 2,89

Repitencia en primaria Min. 1/9 5,08 1,27
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Índice multicriterial

El índice multicriterial sintetiza los nueve indicadores educativos en un 
único valor (entre cero y 100). Se trata de un número que describe el 
estado relativo del sector educativo.5

Tipos de análisis

Realizamos tres tipos de análisis multicriterio:

1. Estado y mejoras por cada país. Este análisis tuvo dos componentes; 
con el primero, estático, examinamos el índice de estado educativo 
en tres instantes del tiempo en los años 2000, 2010 y 2016. Con el 
segundo, dinámico, analizamos la variación del índice educativo en 
los periodos temporales: 2000-2010, 2010-2016 y 2000-2016.6 

2. Análisis comparativo entre países. Efectuamos la comparación de los 
diez países con el índice de estado educativo en los tres años señala-
dos: 2000, 2010 y 2016. 

3. Comparación de las mejoras educativas entre los países mediante el 
índice respectivo. Se trata de un estudio de los cambios o mejoras 
educativas de los diez países en los periodos 2000-2010, 2010-2016 
y 2000-2016. 

En los análisis 1 y 2, la matriz de datos se conforma con los valores de 
las variables o criterios en los años indicados (2000, 2010 y 2016). En 
el análisis 3 la matriz de datos está conformada por las diferencias de los 
valores de las variables o criterios en los periodos 2000-2010 y 2010-
2016. Para el periodo 2000-2016, por la no linealidad del modelo Kipu, 
las mejoras se definen como la suma de los valores obtenidos en los pe-
riodos 2000-2010 y 2010-2016. El siguiente cuadro muestra el proceso 
metodológico para los análisis multicriterio: 

5  Estado relativo a la alternativa ideal. Por ejemplo, si el índice es cercano a 100, está muy cerca 
del ideal, pero si el índice es cercano a 0, está muy cerca del antiideal.
6  La variación del índice en el periodo 2000-2016 es igual a la diferencia entre los valores del 
índice educativo del 2016 y el 2000. De manera similar, se define para los otros periodos.
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En el análisis 3, al tomar de inicio la diferencia de los valores de las varia-
bles se elimina el sesgo determinado por las condiciones iniciales, puesto 
que las diferencias eliminan la información del año inicial o año base o 
punto de partida. Dicho de otro modo, se anula la situación estructural 
inicial. Este análisis constituye un estudio de diferencias en diferencias, 
como se explica a continuación. 

Por ejemplo, supongamos por simplicidad que el interés es anali-
zar las mejoras en un criterio: la matrícula secundaria para Argentina y 
Ecuador en el periodo 2000-2010.

Las alternativas en estudio son Ecuador2000-2010 y Argentina2000-2010 
esto es:

Ecuador2000-2010= Ecuador2010 ‒ Ecuador2000
Argentina2000-2010= Argentina2010 ‒ Argentina2000

Puesto que Kipu basa la comparación por pares, el algoritmo evalúa la 
diferencia de estos valores. Se tiene entonces:

 Argentina2000-2010‒ Ecuador2000-2010 = 
(Argentina2010 ‒ Argentina2000) ‒ (Ecuador2010 ‒ Ecuador2000)

La siguiente tabla es un ejemplo de las “diferencias de las diferencias”:

Figura 4.1. Procedimiento metodológico

Análisis 1 y 2

Índice de estado
educativo

Análisis 3

Datos
Datos

Datos

AMC

AMC Índice de mejoras
educativasVariación del Índice

de estado educativo

3
3

3

Análisis 1 (por país). 1.a Índice de estado educativo (estático). 
1.b Variación del Índice de estado educativo (dinámico).
 

Análisis 2 (por grupo de países). Índice de estado educativo (estático).

 Análisis 3 (por grupo de países). Índice de mejoras educativas (dinámico). 
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En los años 2000, Ecuador y Argentina presentaron valores mejores para 
la matrícula secundaria. En este intervalo de tiempo, Argentina incre-
mentó su tasa en 5,03 % (puntos porcentuales), en tanto que Ecuador 
la mejoró en 25,27 % (puntos porcentuales). La mejora de Ecuador fue 
mayor a la de Argentina. 

Por otra parte, dado que los resultados obtenidos fueron similares, 
ya sea que se utilice el índice educativo Kipu o el índice TOPSIS, para 
facilitar la presentación de este capítulo, el análisis y discusión de los 
resultados se realizaron con índice educativo Kipu. Los resultados de los 
análisis para el índice TOPSIS se presentan en el anexo 2. 

Para facilitar la lectura, el índice educativo se multiplica por 100. 

Resultados

Estado y mejoras por país

Los países se categorizaron en tres grupos, de acuerdo con los resultados 
del AMC: 

Grupo 1. Países con mejora continua del desempeño educativo. Este 
grupo está constituido por Argentina, Uruguay, Ecuador, Perú, Bolivia 
y Brasil, debido a que presentaron mejoras en el índice educativo en 
los periodos 2000-2010 y 2010-2016. Los resultados se muestran en 
dos tablas, con el objeto de evidenciar los dos componentes (estático y 
dinámico). La tabla 4.4a presenta el índice educativo del estado del sis-
tema educativo, ordenado según los años 2016, 2010 y 2000. La tabla 
4.4b indica las mejoras en el estado educativo mediante la variación o 
diferencia del índice educativo (año final-año inicial) en los periodos 
2010-2016, 2000-2010 y 2000-2016. 

Tabla 4.3. Matrícula secundaria: Argentina, Ecuador (2000-2010)

  2000 2010 2010-2000
Argentina 78,97 % 84,00 % 5,03 %
Ecuador 47,88 % 73,15 % 25,27 %
Argentina - Ecuador 31,09 % 10,85 % -20,24 %

Fuente: Banco Mundial (2018).
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Kipu valora estos ordenamientos como órdenes totales (ver anexo 2). La 
representación gráfica correspondiente, que refleja una mejora significa-
tiva entre un año y otro, es:

Grupo 2. Países con un desempeño similar en dos años consecutivos y 
mejora global con respecto al primer año. Este grupo está formado por 
Chile, y Colombia y Venezuela. 

Chile tuvo una pequeña desmejora en el estado educativo en el pe-
riodo 2000-2010 (∆ =-1,4), que se valoró como indiferencia. Entre 
2010 y 2016 hubo una mejora, por lo que la variación total se valoró en 
forma positiva, o sea como preferencia estricta (ver anexo 2). 

En Colombia y Venezuela las mejoras educativas significativas ocu-
rrieron en el periodo 2000-2010. Las pequeñas mejoras entre 2010 y 
2016 se valoraron como indiferencia (ver anexo 2). 

Tabla 4.4a. Grupo 1. Índice de estado educativo por país 

Años Argentina Uruguay Ecuador Perú Bolivia Brasil

2016 78,4 68,4 59,9 58,2 56,5 54,0

2010 68,8 59,9 51,6 54,0 46,2 47,5

2000 58,2 48,2 40,7 40,1 42,0 40,2

Gráfico 4.1. Países del grupo 1

2016

2010

2000

Tabla 4.4b. Grupo 1. Variación del índice de estado (mejoras educativas por país)

Periodo Argentina Uruguay Ecuador Perú Bolivia Brasil

2010-2016 9,6 8,5 8,2 4,2 10,2 6,5

2000-2010 10,7 11,7 10,9 13,8 4,2 7,3

2000-2016 20,2 20,2 19,1 18,0 14,4 13,8
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La representación gráfica correspondiente es:

Grupo 3. Países con pequeños cambios acumulativos en el desempeño 
educativo. En esta categoría solo consta Paraguay. Hubo pequeñas me-
joras consecutivas en el estado educativo entre el 2000 y 2010 y entre 
el 2010 y 2016, que se valoraron como indiferencia. Sin embargo, la 
acumulación de los cambios permitió calificar al estado educativo en el 
2016 como mejor, en comparación al del 2010. La estructura es de semi 
orden (ver anexo 2).

Tabla 4.5a. Grupo 2. Índice de estado educativo por país

Años Chile Colombia Venezuela

2016 67,9 52,0 51,3
2010 62,5 51,3 49,0
2000 63,9 38,6 37,5

Tabla 4.5b. Grupo 2. Variación del índice de estado 
(mejoras educativas por país) 

Período Chile Colombia Venezuela

2010-2016 5,4 0,7 2,3

2000-2010 -1,4 12,6 11,4

2000-2016 4,0 13,3 13,8

Gráfico 4.2. Países del grupo 2

2016

2000 2010

2016
2010

2000

Chile Colombia y Venezuela
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La conclusión general es que los diez países sudamericanos presentaron 
mejoras en el estado educativo entre los años 2000 y 2016. Estas me-
joras variaron en magnitud. Argentina, Uruguay, Ecuador, Perú, Bo-
livia y Brasil conformaron el grupo de países con cambios positivos y 
permanentes. Colombia y Venezuela presentaron mejoras educativas en 
el periodo 2000-2010. Chile mostró cambios favorables entre 2010 y 
2016. Paraguay fue el país que presentó las menores mejoras educativas 
consecutivas, que al agregarse producen un cambio significativo.

Tabla 4.6a. Paraguay. Variación del índice de estado 
(mejoras educativas)

Año Paraguay

2016 42,0
2010 37,6
2000 37,5

Gráfico 4.3. Paraguay 

2016

2000

2010

Tabla 4.6b. Paraguay. Variación del índice de estado 
(mejoras educativas)

Período Paraguay

2010-2016 4,4

2000-2010 0,1

2000-2016 4,5
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Comparación entre los países

Los resultados del índice de estado educativo para los países sudameri-
canos se presentan en la tabla 4.7 en columnas separadas para los años 
2000, 2010 y 2016. Se ordenan en forma descendente, es decir, del 
mejor al peor país, según el valor del índice educativo.

En todo el periodo de análisis, los sistemas educativos de Argentina, 
Chile y Uruguay fueron los mejores de la región, según los criterios 
seleccionados en el AMC. En 2016, Paraguay, Colombia y Venezuela 
tuvieron el menor índice educativo. Brasil, Ecuador, Perú, Bolivia y Bra-
sil estuvieron en una situación intermedia. 

En el año más reciente (2016), el ordenamiento determinado por el 
índice de estado educativo fue:

Argentina ( Uruguay + Chile ( Ecuador + Perú ( Bolivia ( Brasil 
Venezuela ( Colombia ( Paraguay

Tabla 4.7. Índice de estado educativo, países sudamericanos

2000 2010 2016

País
Índice de  

estado  
educativo

País
Índice de 

estado 
educativo

País
Índice de  

estado  
educativo

Chile 63,9 Argentina 68,8 Argentina 78,4

Argentina 58,2 Chile 62,5 Uruguay 68,4

Uruguay 48,2 Uruguay 59,9 Chile 67,9

Bolivia 42,0 Perú 54,0 Ecuador 59,9

Ecuador 40,7 Ecuador 51,6 Perú 58,2

Brasil 40,2 Colombia 51,3 Bolivia 56,5

Perú 40,1 Venezuela 49,0 Brasil 54,0

Colombia 38,6 Brasil 47,5 Venezuela 51,3

Paraguay 37,5 Bolivia 46,2 Colombia 52,0

Venezuela 37,5 Paraguay 37,6 Paraguay 42,0
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Comparación de las mejoras educativas 
entre los países

El índice de mejora educativa presenta los siguientes resultados:

En el periodo 2000-2016, Ecuador, Brasil, Venezuela y Perú fueron los 
que tuvieron las mayores mejoras. Por el contrario, Paraguay y Chile 
presentaron las menores mejoras. El resto se mantuvo en una situación 
media superior.

Al considerar las mejorar educativas, en el periodo 2000-2016, el 
ordenamiento de los países en el análisis fue:

Ecuador ( Brasil ( Venezuela ( Perú ( Colombia ( Bolivia ( 
Uruguay ( Argentina ( Paraguay ( Chile

Tabla 4.8. Mejoras educativas en países sudamericanos

2000-2010 2010-2016 2000-2016

País
Índice de 
mejora 

educativa
País

Índice de 
mejora 

educativa
País

Índice de 
mejora 

educativa

Venezuela 59,2 Bolivia 42,3 Ecuador 69,0

Ecuador 55,6 Brasil 42,3 Brasil 66,6

Perú 53,2 Ecuador 42,3 Venezuela 63,7

Brasil 53,2 Uruguay 38,1 Perú 58,0

Colombia 53,2 Argentina 35,8 Colombia 56,0

Uruguay 43,7 Chile 34,2 Bolivia 55,7

Bolivia 42,3 Perú 33,7 Uruguay 53,0

Argentina 41,0 Paraguay 33,3 Argentina 48,0

Paraguay 33,3 Venezuela 33,3 Paraguay 37,8

Chile 29,0 Colombia 31,7 Chile 34,4
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Cambio en el ciclo político

En esta sección analizamos comparativamente las mejoras educativas en 
cuatro países que experimentaron un cambio de ciclo político. A dife-
rencia del análisis presentado en la sección anterior, buscamos conocer 
con mayor profundidad las implicaciones del cambio político y de la 
política educativa.

Debido a la disponibilidad de información, el estudio se hizo para 
Argentina, Ecuador, Paraguay y Bolivia. Argentina y Ecuador tienen la 
información completa de los nueve indicadores utilizados en la sección 
previa. En Paraguay se excluyó la tasa de alfabetización por falta de infor-
mación. En Bolivia se excluyeron dos variables: la persistencia al último 
grado de primaria y la repitencia en primaria.

En los cuatro países se identificó el año de cambio en el ciclo po-
lítico (el inicio de los denominados gobiernos progresistas o posneo-
liberales), y para cada indicador educativo se evaluó la mejora anual 
media, mediante la diferencia entre los valores correspondientes a los 
años límites del periodo respectivo, dividida para el número de años. 
En los casos en que en los límites de un periodo hay datos faltantes, 
se usó el subperiodo de mayor longitud. Para homogenizar el proce-
dimiento, en el periodo opuesto se consideró un subperiodo de igual 
longitud. 

De esta manera, para cada país se reportan dos resultados. El primero 
es la credibilidad de las relaciones de preferencia estricta (mayores mejo-
ras), preferencia estricta inversa (menores mejoras), indiferencia (mejoras 
similares) e incomparabilidad (mejoras no comparables). La credibilidad 
varía entre cero y uno. Asumimos que la relación de mayor credibilidad 
es, plausiblemente, la relación verdadera. El segundo resultado es el ín-
dice educativo definido por el rango de Borda.7 

7  En este caso de dos alternativas, el rango de Borda se define por: RB = [(m>‒m<)/2+0,5]*100.m> es 
la credibilidad de la preferencia estricta, m< es la credibilidad de la preferencia estricta inversa. RB  
corresponde en esencia al promedio de los valores (tomando en cuenta la orientación negativa de 
la preferencia inversa). La constante 0,5 se añade para que promedio esté entre cero y uno. Se lo 
multiplica por 100 para homogeneidad con los otros índices educativos.
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En el caso argentino, la relación de mayor credibilidad fue la indiferen-
cia. La credibilidad (mejoras similares) fue igual a 0,4; esto es, las mejoras 
en ambos periodos tuvieron magnitudes similares. El índice educativo 
fue ligeramente mayor en el periodo previo a los gobiernos progresistas.

En Ecuador hubo mayores avances en el sector educativo, con el cambio 
de ciclo político. La relación de mayor credibilidad fue la mejor, por 
tanto credibilidad (mayores mejoras) = 0,36. El resultado alcanzado se 
corroboró con el índice educativo. 

Tabla 4.9. Argentina. Análisis del cambio 
de ciclo político: 1991-2003 y 2003-2015 

Relación Credibilidad  Índice educativo

Mejor (() 0,18 Progresismo 45,3

Peor (') 0,28 Otros gobiernos 54,7

Indiferencia (+) 0,41

Incomparabilidad (φ) 0,12

Tabla 4.10. Ecuador. Análisis del cambio del ciclo político: 
1996-2006 y 2006-2016

Relación Credibilidad   Índice educativo

Mejor (() 0,36 Progresismo 61,0

Peor (') 0,15 Otros gobiernos 39,1

Indiferencia (+) 0,33

Incomparabilidad (φ) 0,16

Tabla 4.11. Bolivia. Análisis del cambio de ciclo político: 
1994-2005 y 2005-2016

Relación Credibilidad  Índice educativo

Mejor (() 0,02 Progresismo 19,8

Peor (') 0,62 Otros gobiernos 80,2

Indiferencia (+) 0,34

Incomparabilidad (φ) 0,03
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Los resultados muestran mayores mejoras educativas antes del cam-
bio del ciclo político. En este caso se tuvo que credibilidad (menores 
mejoras) = 0,62. Este resultado se corroboró con el valor del índice edu-
cativo.

Los resultados indican que durante el periodo de cambio de ciclo políti-
co (de cuatro años) hacia el progresismo se presentaron mayores mejoras 
educativas, en relación con el periodo previo. Se tuvo que credibilidad 
(mayores mejoras) = 0,62, y el valor del índice educativo justificó esta 
aseveración.

En conclusión, con el cambio de ciclo político, Ecuador y Paraguay 
presentaron mayores mejoras en el sector de la educación que durante 
los otros gobiernos. Argentina exhibió también mejoras, y Bolivia mos-
tró menores mejoras educacionales. 

Conclusiones

El análisis multicriterio (AMC) es un instrumento operativo útil para 
comprender de mejor manera la complejidad de la política sudamerica-
na. Los resultados obtenidos no se capturan con las técnicas estadísticas 
usuales.

De acuerdo con los criterios utilizados, Argentina, Chile y Uruguay 
fueron los países que presentaron los mejores sistemas educativos en el 
año 2016. En forma comparada, Brasil, Ecuador, Perú, Bolivia y Brasil 
estuvieron en una situación intermedia. Le siguen Paraguay, Colom-
bia y Venezuela. Vale reiterar que los indicadores educativos pueden 

Tabla 4.12. Paraguay. Análisis del cambio de ciclo político: 
2004-2008 y 2008-2012 

Relación Credibilidad  Índice educativo

Mejor (() 0,53 Progresismo 73,3

Peor (') 0,07 Otros gobiernos 26,7

Indiferencia (+) 0,25

Incomparabilidad (φ) 0,15
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calificarse como “mejor” o “peor”, por ejemplo, como “mejor o peor 
educación”, “mejor o peor infraestructura”. Esto convierte en factibles y 
deseables la aplicación de métodos multicriterio.

En 2016, Argentina tuvo la mejor puntuación del índice educativo 
(un número que indica el estado relativo del sector educativo): un valor 
de 78,4 de un máximo posible de 100. Este resultado indica el desafío 
de acentuar las mejoras educativas en América Latina. Ningún país al-
canzó la excelencia.

En el periodo 2000-2016, Ecuador, Brasil, Venezuela y Perú im-
plementaron las mayores mejoras. Por el contrario, Paraguay y Chile 
presentaron las menores mejoras. El resto de países se mantuvo en una 
situación media superior. Así mismo, los resultados indican que Ecua-
dor y Paraguay, con el cambio de ciclo político, presentaron mayores 
mejoras educativas. 

Este estudio deja abierta la posibilidad de ampliar el análisis del 
sector educativo con información a nivel micro, local o regional, en el 
ámbito de una institución educativa, o realizar estudios comparativos 
de docentes, familias o estudiantes. Con ello, es posible investigar la 
relación entre los logros educativos y otros descriptores, para identificar 
los determinantes del éxito educativo y mejorar la calidad de las políti-
cas públicas. 
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Anexos del capítulo

Anexo 1. Variables por país

País
Argen-

tina 
Brasil

Colom-
bia

Costa 
Rica

Chile
Ecua-
dor

Estado 
Nuevo León 

(México)

Lenguaje 3er SERCE 511,4 504,7 511,9 562,7 562,7 454,8 557,9

Matemáticas 3er SERCE 506,3 505,3 499,4 539,1 529,8 473,1 563,2

Lenguaje 6to SERCE 508,1 520,7 515,1 563,3 546,5 447,4 542,5

Matemáticas 6to SERCE 513,9 499,1 493,0 549,5 517,5 459,0 554,5

Edad promedio niños 3er 8,6 10,1 9,2 9,4 8,6 8,7 8,9

% niñas 3er 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5

% indígenas 3er 0,0 0,0 0,1 0,1 0,0 0,1 0,0

Edad promedio niños 6to 11,7 13,3 12,2 12,4 11,7 11,6 11,9

% niñas 6to 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5

% indígenas 6to 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0

Edad del director 50,1 43,4 47,8 44,7 54,4 51,9 48,0

Experiencia del director 9,5 6,4 13,4 12,1 11,6 14,7 9,0

% director universitario 0,2 1,0 1,0 1,0 0,8 0,7 0,9

% profesoras mujeres 0,9 0,9 0,7 0,8 0,8 0,6 0,6

Edad profesor 39,7 39,1 41,3 39,2 45,9 42,5 40,6

% profesor indígenas 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0

Experiencia del profesor 13,3 15,0 17,6 13,1 20,7 17,9 17,6

Profesores título  
universitario

0,1 0,7 0,8 1,0 0,9 0,6 0,7

Profesores con  
nombramiento

0,6 0,7 0,8 0,8 0,8 0,7 0,9

Profesores con otro empleo 0,3 0,3 0,1 0,2 0,1 0,3 0,5

Índice de infraestructura 
escolar

6,1 6,0 6,5 5,9 7,8 5,1 5,7

Lenguaje 3er TERCE 711,6 723,0 706,9 747,3 784,6 699,4 741,7

Matemáticas 3er TERCE 710,9 722,5 707,2 747,1 784,6 699,3 741,4

Lenguaje 6to TERCE 715,0 718,3 716,5 739,8 777,2 692,8 770,7

Matemáticas 6to TERCE 715,0 718,2 717,0 739,4 777,3 692,9 770,7

Años de progresismo 10 10 0 0 0 6 0
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Anexo 1 (Continuación)

País Guatemala México Nicaragua Panamá Paraguay

Lenguaje 3er SERCE 448,2 531,3 470,2 470,2 469,7

Matemáticas 3er SERCE 456,9 532,3 473,0 473,0 487,0

Lenguaje 6to SERCE 451,7 530,1 472,8 472,8 456,5

Matemáticas 6to SERCE 455,6 541,4 457,8 457,8 469,2

Edad promedio niños 3er 10,2 8,9 10,1 10,1 9,1

% niñas 3er 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5

% indígenas 3er 0,2 0,0 0,0 0,0 0,6

Edad promedio niños 6to 13,1 12,0 12,7 12,7 12,1

% niñas 6to 0,5 0,5 0,5 0,5 0,5

% indígenas 6to 0,0 0,0 0,0 0,0 0,4

Edad del director 40,2 46,9 40,3 40,3 41,3

Experiencia del director 7,2 11,4 6,3 6,3 9,3

% director universitario 0,2 0,7 0,5 0,5 0,4

% profesoras mujeres 0,6 0,6 0,8 0,8 0,7

Edad profesor 33,5 41,0 35,1 35,1 35,0

% profesor indígenas 0,2 0,0 0,0 0,0 0,5

Experiencia del profesor 9,6 18,5 13,1 13,1 11,2

Profesores título universitario 0,1 0,6 0,2 0,2 0,2

Profesores con nombramiento 0,5 0,9 0,8 0,8 1,0

Profesores con otro empleo 0,3 0,4 0,2 0,2 0,2

Índice de infraestructura escolar 3,9 5,1 3,6 3,6 4,2

Lenguaje 3er TERCE 680,3 728,4 662,3 662,3 659,8

Matemáticas 3er TERCE 679,3 728,7 660,3 660,3 656,9

Lenguaje 6to TERCE 678,5 746,9 657,6 657,6 650,9

Matemáticas 6to TERCE 678,2 747,1 656,1 656,1 649,5

Años de progresismo 0 0 6 6 4
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Anexo 1 (Continuación)

País Perú
República 

Dominicana
Uruguay

Lenguaje 3er SERCE 475,4 399,0 523,3

Matemáticas 3er SERCE 473,8 395,4 539,0

Lenguaje 6to SERCE 477,3 422,5 542,8

Matemáticas 6to SERCE 490,5 415,6 578,7

Edad promedio niños 3er 8,8 9,6 8,8

% niñas 3er 0,5 0,5 0,5

% indígenas 3er 0,1 0,3 0,0

Edad promedio niños 6to 11,7 12,4 11,9

% niñas 6to 0,5 0,5 0,5

% indígenas 6to 0,0 0,2 0,0

Edad del director 48,1 46,9 50,2

Experiencia del director 9,4 10,7 11,1

% director universitario 0,4 0,9 1,0

% profesoras mujeres 0,7 0,8 0,9

Edad profesor 41,3 39,2 39,8

% profesor indígenas 0,1 0,1 0,0

Experiencia del profesor 14,9 12,2 15,3

Profesores título universitario 0,4 0,8 1,0

Profesores con nombramiento 0,8 0,9 0,7

Profesores con otro empleo 0,2 0,2 0,4

Índice de infraestructura escolar 5,5 4,8 6,5

Lenguaje 3er TERCE 718,6 621,7 733,4

Matemáticas 3er TERCE 717,8 619,1 732,2

Lenguaje 6to TERCE 710,0 634,5 746,4

Matemáticas 6to TERCE 710,1 634,4 746,2

Años de progresismo 0 0 8
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Anexo 2. Métodos de evaluación multicriterio

Método Kipu

El método Quipu o Kipu fue desarrollado por Burbano (2018) y ha 
sido aplicado en estudios multicriteriales (Larrea, Latorre y Burbano 
2017; Puruncajas y Burbano 2016).

Kipu es un método fundamentado en la comparación por pares.8 Al 
analizar las alternativas x, y ∈ Rn, Kipu ubica la alternativa y en el origen 
y la alternativa x se ubica sobre una de las cuatro regiones en las que 
se divide el espacio Rn, siguiendo, a grosso modo, las siguientes reglas: 
región de preferencia ((), cuando x está mejor o mucho mejor en la ma-
yoría de criterios; de indiferencia (~), cuando x e y tienen evaluaciones o 
puntuaciones similares en los criterios o, en el caso compensatorio (par-
cial o total), cuando las evaluaciones positivas y negativas se compensan 
unas a otras; de incomparabilidad (φ) cuando la evaluación tiene un ni-
vel alto de contradicción, esto es, x en relación con y se evalúa muy bien 
en un conjunto de criterios y se evalúa muy mal en los criterios comple-
mentarios al primer conjunto. La región de preferencia inversa (') es 
una región derivada, es la región simétrica pero opuesta a la región de 
preferencia, cuando x está peor o mucho peor en la mayoría de criterios.

Método TOPSIS

El método Kipu puede utilizarse para determinar un índice multicri-
terio9 mediante la aplicación de los conceptos del método multicrite-
rial TOPSIS a Kipu. En el método TOPSIS (Technique for Order of 
Preference by Similarity to Ideal Solution) desarrollado por Yoon y 
Hwang (1981) se identifica la alternativa o solución ideal A+ y la alter-
nativa o solución antiideal A-. La alternativa ideal, usualmente una 
alternativa ficticia, es la que tiene en cada coordenada el mejor valor 

8  En términos matemáticos, en la comparación por pares se determina una función f: Rn × Rn → R4 
tal que f (x,y) = (i,p,q,r). Esto es, al par de alternativas x,y ∈ Rn se asocia cuatro valores de credibilidad 
(i,p,q,j) de indiferencia, preferencia, preferencia inversa e incomparabilidad, respectivamente. 
9 Un índice multicriterio es una función de utilidad multicriterio. Es decir, es una función que a 
cada alternativa x ∈ Rn  le asocia un número real denominado utilidad: f: Rn → R tal que f (x)=u.
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entre las alternativas en análisis; en contraposición, la alternativa anti-
ideal (una alternativa ficticia) tiene en cada coordenada el peor valor. 
Para cada alternativa x ∈ Rn, TOPSIS determina el índice multicriterio 
en función de las distancias δ de esta alternativa al ideal y al antiideal, 
de acuerdo con la siguiente fórmula:

Se cumple que T(A+) = 1 y que T(A-) = 0. 
En Kipu, el valor del índice multicriterio se determina por el grado 

de similaridad de la alternativa con la ideal, el cual a su vez es igual al 
grado de indiferencia entre x y A+: 

K(x) = I(x,A+)

Dada esta definición, se cumple que K(A+) = 1. Para satisfacer la condi-
ción K(A-) = 0, los umbrales de indiferencia se incrementan proporcio-
nalmente, hasta que esta se cumpla. La siguiente figura es una represen-
tación geométrica de los métodos multicriterio TOPSIS y Kipu: 

T(x)= δ (x, A-)
δ (x, A+) + δ (x, A-)

Figura 4.2. Métodos multicriterio TOPSIS y Kipu
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Previo al incremento de los umbrales de indiferencia, Kipu, como 
alternativa antiideal, utiliza la alternativa de menor puntaje I (x, A+). 

Al índice Kipu se aplica una transformación lineal para que sus valo-
res máximo y mínimo coincidan con el máximo y el mínimo del índice 
TOPSIS.

 Una ventaja del método Kipu es que, mediante la aplicación del 
algoritmo de Condorcet, se determina la estructura de orden10 que 
mejor se ajusta con las relaciones de mayor credibilidad entre las al-
ternativas. 

Para n = 2 (criterios), los índices multicriterios TOPSIS y Kipu se 
pueden representar en forma gráfica mediante de las curvas de nivel en    
R2 (en el cuadrado [0,4]2). 

10  Las estructuras posibles son: orden total, preorden o semiorden. En un orden total las 
alternativas se ordenan de la mejor a la peor; en un semiorden las alternativas consecutivas pueden 
ser indiferentes, es decir, se permiten “empates” entre las alternativas; en un semiorden tres o más 
alternativas pueden ser indiferentes pero la primera es estrictamente preferida a la última. Esta 
última condición puede parafrasearse diciendo que pequeños cambios acumulativos generan un 
cambio cualitativo agregado. Un semiorden recoge el principio dialéctico de la transformación de 
la cantidad en calidad (Engels [1878] 2003).

Figura 4.3. Curvas de nivel en R2 TOPSIS y Kipu

a. TOPSIS b. Kipu
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Las figuras 4.2 y 4.3 permiten apreciar las semejanzas y diferencias 
entre los índices TOPSIS y Kipu.

Índice educativo TOPSIS 

Los resultados entre los índices educativos de Kipu y TOPSIS son 
consistentes entre sí. Esta afirmación se sustenta en el valor de los 
coeficientes de correlación entre estos índices los cuales toman valores 
altos. La tabla 4.21 muestra que la correlación de Pearson entre los 
índices Kipu y TOPSIS es igual a 0,974, en tanto que la tabla 4.23 in-
dica que la correlación de Pearson es igual a 0,964. La alta correlación 
se puede interpretar de la siguiente manera: si se producen cambios 
en los ordenamientos de las alternativas, estos ocurren en alternativas 
consecutivas o cercanas y no en las alternativas distantes en el orde-
namiento. 

Anexo 3. Rangos de Condorcet

Estado y mejoras en el sector educativo por país

Grupo 1. Órdenes totales

Si la diferencia en el rango es mayor o igual que uno, hay preferencia 
entre las alternativas consecutivas. Por el contrario, si la diferencia 
en el rango es menor a uno, las alternativas consecutivas son indi-
ferentes.

Tabla 4.13. Grupo 1. Rango de Condorcet

Años Argentina Uruguay Ecuador Perú Bolivia Brasil

2016 27,5 24,5 21 19,5 18,5 16,5
2010 25 22 15,5 17 12 12,5
2000 20 13 4 4 6,5 4
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Grupo 2. Preórdenes 

Grupo 3. Semiórdenes 

Análisis comparativo por grupo de países

Tabla 4.14. Grupo 2. Rango de Condorcet

Años Chile Colombia Venezuela

2016 24,5 16 15
2010 23,5 15,5 15

2000 23,5 4 3,5

Tabla 4.15. Grupo 3. Rango de Condorcet

Años Paraguay

2016 1,5
2010 1
2000 0,5

Tabla 4.16. Rango de Condorcet. Grupo de países

 2000 2010 2016

Argentina 20 25 27,5
Bolivia 6,5 12 18,5

Brasil 4 12,5 16,5
Chile 23,5 23,5 24,5
Colombia 4 15,5 16

Ecuador 4 15,5 21
Paraguay 3 4 4,5
Perú 4 17 19,5
Uruguay 13 22 24,5
Venezuela 3,5 15 15
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Mejoras educativas por grupo de países

Anexo 4. Resultados del método TOPSIS

Estado y mejoras en el sector educativo por país

Tabla 4.17. Rango de Condorcet. 
Mejoras educativas por grupo de países

 2000-2010 2010-2016

Argentina 8 8

Bolivia 8,5 9

Brasil 13 8

Chile 5,5 7

Colombia 13 6,5

Ecuador 16,5 8

Paraguay 7 7

Perú 16 7

Uruguay 11 8

Venezuela 16,5 6,5

Tabla 4.18a. Grupo 1. Índice de estado educativo por país

Años Argentina Uruguay Ecuador Perú Brasil Bolivia

2016 78,4 69,6 65,1 61,2 60,8 66,0
2010 72,8 62,3 54,9 56,8 52,4 55,7
2000 63,4 52,7 40,8 43,1 44,9 42,3

Tabla 4.18b. Grupo 1. Variación del índice de estado 
(mejoras educativas por país)

Periodo Argentina Uruguay Ecuador Perú Brasil Bolivia

2010-2016 5,5 7,3 10,2 4,4 8,5 10,3
2000-2010 9,5 9,6 14,0 13,7 7,5 13,4
2000-2016 15,0 16,9 24,2 18,1 15,9 23,7
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Análisis comparativo por grupo de países

Tabla 4.19a. Grupos 2 y 3. Índice de estado educativo por país

Años Chile Colombia Venezuela Paraguay

2016 71,5 56,6 59,2 43,9
2010 67,0 53,6 54,7 40,0
2000 66,8 39,5 37,5 40,2

Tabla 4.19b. Grupos 2 y 3. Variación del índice de estado 
(mejoras educativas por país) 

Periodo Chile Colombia Venezuela Paraguay

2010-2016 4,5 3,0 4,5 3,8
2000-2010 0,2 14,1 17,2 -0,1
2000-2016 4,7 17,1 21,7 3,7

Tabla 4.20. Índice de estado educativo, países sudamericanos

2000 2010 2016

País
Índice de 

estado
educativo

País
Índice de 

estado
educativo

País
Índice de 

estado
educativo

Chile 66,8 Argentina 72,8 Argentina 78,4

Argentina 63,4 Chile 67,0 Chile 71,5

Uruguay 52,7 Uruguay 62,3 Uruguay 69,6

Bolivia 44,9 Perú 56,8 Brasil 66,0

Perú 43,1 Brasil 55,7 Ecuador 65,1

Brasil 42,3 Ecuador 54,9 Perú 61,2

Ecuador 40,8 Venezuela 54,7 Bolivia 60,8

Paraguay 40,1 Colombia 53,6 Venezuela 59,2

Colombia 39,5 Bolivia 52,4 Colombia 56,6

Venezuela 37,5 Paraguay 40,0 Paraguay 43,9
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Tabla 4.21. Correlación,11 índices TOPSIS y Kipu

Pearson Kendall Spearman

0,974 0,891 0,976

Mejoras educativas por grupo de países

11 La correlación de Pearson es el coeficiente de correlación lineal utilizado usualmente. Los 
coeficientes de correlación de Kendall y Spearman miden la correlación de los rangos de las 
alternativas, es decir, solo toman en cuenta el orden de las alternativas. 

Tabla 4.22. Mejoras educativas en países sudamericanos

2000-2010 2010-2016 2000-2016

País
Índice de 
mejora

País
Índice de 
mejora

País
Índice de 
mejora

Brasil 54,5 Brasil 45,5 Brasil 69,0

Venezuela 54,4 Ecuador 44,5 Ecuador 64,4

Ecuador 53,8 Bolivia 41,8 Venezuela 61,7

Perú 50,4 Venezuela 41,3 Perú 57,3

Colombia 49,7 Uruguay 39,6 Uruguay 55,9

Argentina 46,0 Argentina 37,4 Argentina 55,2

Uruguay 44,5 Chile 36,8 Colombia 55,1

Bolivia 42,9 Paraguay 35,9 Bolivia 54,4

Paraguay 29,1 Perú 35,0 Paraguay 40,0

Chile 29,0 Colombia 34,1 Chile 35,6

Tabla 4.23. Correlación, índices de mejora TOPSIS y Kipu

Pearson Kendall Spearman

0,964 0,804 0,936
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Principales hallazgos 
y retos de la educación 
en Sudamérica

La sección final se organiza en tres partes: las conclusiones generales, 
los principales hallazgos de los estudios aplicados y las recomendaciones 
de la política educativa en Sudamérica. Los desafíos de la educación se 
concentran en la calidad, la cobertura y los derechos. 

Conclusiones generales

El objetivo de este libro fue examinar en forma comparada las políticas 
educativas sudamericanas a nivel medio y bachillerato, desde inicios de 
los años 2000 hasta el 2017. Para ello, revisamos en forma detenida las 
definiciones programáticas provenientes de las constituciones, las leyes, 
las políticas educativas y los resultados logrados, con énfasis en la cali-
dad educativa y la cobertura. El ámbito de investigación se amplió, en 
algunas secciones, hacia otros países latinoamericanos, con la finalidad 
de tener una perspectiva más integral. 

En la década de los 2000 tuvo lugar un cambio de ciclo político en 
Sudamérica. Varios países propusieron –en forma explícita– recuperar 
las facultades de la planificación, la regulación, el control, la distribu-
ción y la redistribución de recursos por parte del Estado. Los gobiernos 
sudamericanos impulsaron iniciativas para expandir derechos educati-
vos, ampliar el acceso y propiciar la gratuidad de la educación y políticas 
favorables para los pobres; reconocer derechos a poblaciones excluidas y 
marginadas, y aumentar la inversión pública. 

Índice
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Los cambios en educación empezaron, en algunos casos, con refor-
mas constitucionales. En la mayoría de países se promulgaron nuevas 
leyes de educación, que no solo normaron la expansión de los dere-
chos educativos, el reconocimiento de la población vulnerable y una 
ampliación en el acceso, sino que también extendieron la obligatoriedad 
escolar; en promedio, la obligatoriedad pasó de 10 a 13 años, excepto 
en Colombia. Hubo nuevas leyes de educación en Argentina, con la Ley 
de Educación Nacional del 2006; en Brasil, con la Ley de Directrices y 
Bases de la Educación Nacional, modificada del 2009; en Chile, con la 
Ley General de Educación del 2009; en Colombia, con la Ley General 
de Educación modificada del 2013; en Perú, con la Ley General de 
Educación del 2003; en Uruguay, con la Ley General de Educación del 
2008; en Ecuador, con la Ley Orgánica de Educación Intercultural del 
2011; en Bolivia, con la Ley de la Educación “Avelino Siñani-Elizardo 
Pérez” del 2010; en Paraguay, con la Ley General de Educación de 1998, 
y en Venezuela, con la Ley Orgánica de Educación del 2009.

Analizamos las líneas programáticas educativas de cada país sudame-
ricano, mediante una revisión pormenorizada de sus constituciones, sus 
programas de gobierno y sus agendas sectoriales. Este análisis nos per-
mitió observar la heterogeneidad de la política educativa, pero también 
aspectos comunes como la obligatoriedad, la evaluación de la calidad de 
los aprendizajes, la extensión de la jornada educativa, la aplicación de 
programas de gratuidad y la mejora en las condiciones de los docentes.

La escolaridad obligatoria dura entre 13 y 14 años en Sudamérica 
(nivel preprimario, primaria y secundaria), con excepción de Colombia, 
de 10 años, que no incluye la secundaria; y de Ecuador, que no incluye 
el nivel preprimario. Desde el 2000 han aumentado los años de obliga-
toriedad en el nivel básico y medio. Bolivia, por ejemplo, incrementó su 
obligatoriedad, al pasar de ocho a 14 años desde aquel año. Brasil, Chile 
y Uruguay incrementaron cinco años a la educación obligatoria.

La gratuidad de servicios administrativos en instituciones públicas 
se introdujo en forma progresiva en América Latina. Se implementaron 
programas de alimentación escolar con distintos niveles de focalización. 
Se entregaron textos escolares gratuitos en Ecuador, Bolivia, Argentina, 
Chile y Brasil. Ecuador y Bolivia establecieron, a nivel de ley, trans-
ferencias de recursos económicos para programas de alimentación, de 
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uniformes, de transporte y de insumos escolares a los estudiantes de 
instituciones públicas.

Los resultados alcanzados permiten tener otra perspectiva de la polí-
tica educativa en Sudamérica. El gasto educativo (como porcentaje del 
PIB) aumentó en Ecuador de 1,2 % a 5 %, en Brasil de 3,8 % a 6,2 %, 
en Uruguay de 2,4 % a 4,8 % y en Bolivia de 5,5 % a 7,3 %, entre 2000 
y 2016 (Banco Mundial 2018). En Colombia y Perú hubo incrementos 
modestos y todavía por debajo de la media regional (4,5 % en 2016). 
En Paraguay hubo un retroceso en inversión educativa en el mismo 
período.

En 2016, el gasto por alumno (como porcentaje del PIB per cápita) 
en los países sudamericanos fue del 15 % en el nivel primario, 15,5 % 
secundario y 24,4 % en la educación superior. Los países que más des-
tinan recursos en educación primaria fueron Brasil, Chile y Colombia 
(20,1 %, 18,3 %, y 17,4 %, respectivamente), mientras que Ecuador, 
Perú, Paraguay y Uruguay estuvieron por debajo del promedio sudame-
ricano (9,5 %, 11,5 %, 11,7 % y 12,4 %). En el nivel secundario, los 
países que más invirtieron por alumno fueron Argentina, Brasil y Chile 
(21,6 %, 21,5 %, y 18,5 %). Ecuador, Paraguay y Perú (con 5,3 %, 
11,9 %, y 13,9 %) se mantuvieron por debajo del promedio. En contra-
posición a la educación básica y media, en la educación superior los paí-
ses que menos invirtieron fueron Argentina, Chile y Colombia (16,1 %, 
20 % y 20,7 %), mientras que Ecuador destinó el 52,7 % de su PIB per 
cápita al gasto por alumno en educación superior. Otros países que se 
destacaron fueron Brasil (33 %) y Uruguay (25,5 %). Paraguay y Perú, 
al igual que en los dos primeros niveles educativos, mantuvieron niveles 
bajos de gasto por alumno en la educación terciaria (14,3 % y 17 %).

El aumento en la inversión educativa y la expansión de derechos 
provocaron un incremento en la matrícula regional en secundaria, y en 
menor medida en primaria. El porcentaje neto de la matrícula secun-
daria en Sudamérica pasó del 60 % en el 2000 al 80 % en 2016. Los 
incrementos de matrícula más marcados correspondieron a Ecuador, 
Bolivia, Uruguay y Venezuela. Chile tuvo un estancamiento en matrí-
cula primaria y secundaria.

La calidad educativa es un concepto multidimensional. Una forma 
de evaluar este concepto es la medición de los logros académicos de los 
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estudiantes. En nueve de los quince países evaluados por el TERCE, 
más del 40 % de los alumnos de tercer grado mostraron un desempeño 
insuficiente en matemáticas; es decir, por debajo del promedio general. 
Sin embargo, hubo mejoras en el aprendizaje al comparar las pruebas 
SERCE 2006 y TERCE 2013. Al realizar este balance en el tiempo, los 
países latinoamericanos lograron mejoras en todas las asignaturas, en 
particular en matemática y con mayores resultados en escuelas pobres.

La repitencia primaria es un indicador que predice la expulsión de 
los estudiantes del sistema educativo. Los países que más avanzaron en 
este indicador entre 2000 y 2016 fueron Brasil, Perú, Paraguay y Boli-
via. En la misma línea, se crearon ofertas alternativas para atender a la 
población con sobreedad, vulnerable y con posibilidad de abandono 
escolar en la mayoría de países sudamericanos. Por ejemplo, Argentina, 
con programas nacionales de inclusión educativa, educación en contex-
tos de encierro y su Programa Nacional de Alfabetización y Educación 
Básica para Jóvenes y Adultos (2008); Bolivia, con los Centros de Apo-
yo Integral Pedagógico para la población vulnerable y programas con 
enfoque intercultural; Chile, con programas de educación intercultural 
bilingüe; Colombia, con programas de etnoeducación, planes para la 
población en frontera, atención educativa a la población afectada por 
la violencia y programas integrados de alfabetización; Ecuador, con el 
Programa Nacional de Alfabetización y Educación Básica para Perso-
nas con Rezago Educativo, el programa de alfabetización Todos ABC, 
con educación básica y bachillerato y con ofertas flexibles (2017); Perú, 
con su programa de movilización por la alfabetización; Uruguay, con 
propuestas educativas durante todas las etapas de la vida, en diferentes 
contextos ambientales y culturales, y programas de formación de perso-
nas jóvenes y adultas, y Venezuela, con sus misiones de alfabetización. 

Hubo cambios curriculares en Bolivia y Ecuador, en particular con 
propuestas más pertinentes y flexibles de educación intercultural. Por 
otro lado, un importante avance de la década de los 2000 fueron los 
procesos de descentralización. En algunos países de la región hubo pro-
cesos de transferencia de estudiantes de escuelas públicas a privadas, so-
bre todo en Perú, Chile y Argentina entre 2000 y 2010. En Brasil, Perú 
y Colombia se aplicaron estrategias de descentralización y en menor 
medida en Uruguay, Ecuador, Bolivia y Venezuela.
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En el ámbito docente, se emplearon sistemas de evaluación y carre-
ras, vinculados al mérito. A nivel regional, los salarios docentes fueron 
superiores en Chile y Ecuador en comparación con el resto de países 
latinoamericanos. Colombia, Chile, Ecuador y Perú propiciaron refor-
mas para captar, preparar y seleccionar a docentes mediante mejoras sa-
lariales, becas, bonos por desempeño y meritocracia. Se implementaron 
programas para desarrollar las capacidades docentes en Ecuador, con 
el Programa de Acompañamiento Pedagógico, y en Colombia, con el 
programa Todos a Aprender. También en Chile, con la propuesta para 
la formación inicial de profesores de física y matemática a partir de co-
munidades prácticas de aprendizaje, y en Argentina, con el Programa de 
Liderazgo e Innovación Educativa para Directivos Docentes.

En la organización pedagógica hubo pocos cambios. Los gobiernos 
latinoamericanos mejoraron las oportunidades educativas, incrementa-
ron el financiamiento y adoptaron políticas de equidad, pero las prác-
ticas pedagógicas fueron dispersas y no hubo innovación. La pedagogía 
permaneció utilizando métodos similares, al igual que los sistemas de 
evaluación. 

Principales hallazgos de los estudios aplicados

Abordamos la calidad educativa en un contexto de cambio de ciclo po-
lítico regional mediante un análisis econométrico comparativo entre las 
pruebas SERCE y TERCE. Dichas pruebas corresponden, respectiva-
mente, al segundo y tercer estudio regionales, comparativos y explicati-
vos de la calidad de la educación en la región, realizados por el Labora-
torio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación de 
la UNESCO.

Para ello hicimos un trabajo inicial de consolidación de los distin-
tos módulos aplicados en cada prueba: estudiantes, familia, docentes y 
escuela detallado a nivel de estudiante. Con esta base analizamos los lo-
gros académicos de la región. Encontramos disparidades en la región en-
tre los diferentes países. Por un lado, Cuba, Chile, Costa Rica, Uruguay, 
México, Brasil, Argentina y Colombia alcanzaron resultados por encima 
del promedio regional. Por otro lado, Honduras, Paraguay, Nicaragua, 
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Guatemala, Ecuador, Perú, República Dominicana y Panamá obtuvie-
ron resultados por debajo de la media regional. En la prueba SERCE, 
por ejemplo, la diferencia entre el país con mayor puntaje (Cuba) y el 
país con menor puntaje (República Dominicana) fue de alrededor de 
200 puntos.

Al realizar un análisis dinámico, los países que tuvieron una mejora 
significativa, entre la prueba SERCE y la TERCE, fueron Chile, Ecua-
dor, Perú, Guatemala, República Dominicana y Brasil.

Los resultados muestran disparidades al interior de los países. Los es-
tudiantes indígenas tienen, en todos los casos, resultados menores a los 
de estudiantes no indígenas. Aunque la brecha tiende a reducirse entre 
las dos pruebas, todavía hay países en los cuales la brecha se incrementa, 
como Panamá, Nicaragua, Perú, Paraguay, Colombia y México.

El índice de infraestructura escolar, que mide la presencia o no en 
el plantel escolar de aspectos básicos como patios, baños, biblioteca, 
laboratorios, entre otros, está correlacionado con los logros académicos. 
En la mayoría de países, se encontraron avances en el índice entre las 
SERCE y la TERCE. Panamá y Uruguay mostraron una reducción en 
el índice de infraestructura escolar.

Para evaluar el impacto del cambio en el ciclo político en la calidad 
de la educación utilizamos un modelo econométrico, con una estrate-
gia de diferencias en diferencias, en donde la prueba SERCE fue usada 
como línea de base y la prueba TERCE como segunda toma. Luego de 
corregir por algunas variables a nivel del niño, la escuela, el director y 
el profesor, encontramos un impacto positivo en lenguaje de aquellos 
gobiernos que valoraron más la escuela pública (progresistas). Por otro 
lado, no encontramos ningún impacto en el área de matemáticas.

Uno de los aspectos más marcados por el cambio del ciclo políti-
co regional y por la presencia de los llamados gobiernos progresistas o 
posneoliberales fue la revalorización de la escuela pública. Al evaluar el 
impacto de estos gobiernos en la reducción de la brecha entre las escue-
las públicas y privadas, encontramos un efecto positivo; lo que significa 
que, en estos gobiernos, sí hubo una revalorización de la escuela pública. 

El estudio de análisis multicriterio (AMC), mediante la utilización 
de varios indicadores y alternativas decisionales, nos permite concluir 
que diez países sudamericanos presentaron mejoras en el estado de sus 
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sistemas educativos entre los años 2000 y 2016. Estas mejoras variaron 
en magnitud. 

El AMC es una herramienta para comprender la complejidad de la 
política sudamericana por medio de la utilización de criterios múltiples. 
El análisis presentado nos permitió capturar información y resultados 
diferentes a las técnicas estadísticas usuales.

Argentina, Chile y Uruguay presentaron los mejores sistemas edu-
cativos, con los criterios utilizados, en el año 2016. En forma compa-
rada, Brasil, Ecuador, Perú, Bolivia y Brasil estuvieron en una situación 
intermedia. Paraguay, Colombia y Venezuela fueron los países con los 
sistemas educativos con menos mejoras. 

En el periodo 2000-2016, Ecuador, Brasil, Venezuela y Perú imple-
mentaron las mejoras más significativas. Por el contrario, Paraguay y 
Chile presentaron pocas mejoras. El resto de países se mantuvo en una 
situación media superior. Así mismo, los resultados indican que Ecua-
dor y Paraguay, con el cambio de ciclo político, presentaron mejoras 
notables en el sector de la educación. 

Los sistemas educativos de Argentina, Chile y Uruguay fueron los 
“mejores” de la región, según los indicadores utilizados en el AMC. Este 
es el resultado de un acumulado histórico. Por una parte, responden a 
los cambios educativos registrados en el pasado, y por otro, a la profun-
dización de los cambios a partir de los años 2000. Por ejemplo, en Uru-
guay hubo transformaciones relevantes en la educación a partir de 1985, 
como la ampliación de la cobertura, el énfasis en la calidad y el cambio 
en el currículum (Mancebo 1997). En el caso de Chile, Cox (2003) 
menciona que, desde el retorno a la democracia, se produjo una nueva 
agenda educativa. Esta nueva agenda pretendió abandonar el modelo de 
mercado impulsado por la dictadura militar chilena (1973-1990), en 
particular en los años 80, con instrumentos de financiamiento basados 
en el subsidio a la demanda e incentivos de mercado para estimular la 
creación y el crecimiento de escuelas privadas con financiamiento esta-
tal. García-Huidobro (1998) anota que los cambios centrales fueron la 
descentralización desde el Ministerio de Educación a los municipios y 
la creación de una subvención por alumno. En cambio, las últimas dos 
décadas del siglo XX fueron un período de fuerte intervención estatal 
bajo paradigmas diferentes: uno de mercado o de “modelos de elección”, 



193

y otro de estado o “modelos de integración” (Cox 2003). Esto significó 
una fuerte presencia del Estado reflejada en un aumento de la inversión 
pública y un énfasis en la equidad y la calidad educativa.

Retos de la educación en Sudamérica

La educación latinoamericana tiene grandes desafíos. Esta sección pro-
pone los desafíos en la calidad, en la cobertura y en los derechos. El 
primer reto es mejorar la calidad de la educación.

Calidad 

La calidad educativa mejora con la interacción en el aula entre estudian-
tes motivados y docentes capacitados. Las investigaciones rigurosas y la 
práctica exitosa demuestran que la clave del mejoramiento educativo 
gira alrededor del proceso de interacción entre estudiantes y profesores 
en el aula. Para que las intervenciones y políticas sean efectivas en mejo-
rar los logros académicos de los estudiantes y desarrollar sus habilidades 
sociales, es necesario cambiar lo que los estudiantes experimentan día a 
día en las aulas.

Es necesario enfocar las intervenciones educativas en mejorar las 
prácticas pedagógicas en el aula. Tras evaluaciones rigurosas en países en 
desarrollo, Murnane y Ganimian (2014) presentan una manera eficaz 
para apoyar a los docentes para mejorar el aprendizaje de los estudian-
tes. Se debe realizar programas de desarrollo, continuos y sostenidos, 
con directrices claras y específicas, para mejorar la interacción docente/
estudiante dentro del aula.

Todo lo anterior presupone docentes valorados. Ese es el primer paso 
para implementar una educación de calidad: el reconocimiento social. 
Los países que obtienen buenos resultados en la prueba PISA como Sin-
gapur, Corea del Sur, Finlandia y especialmente Japón revalorizan el rol 
del profesor y la profesora en la sociedad. 

Al estudiar 25 sistemas educativos de todo el mundo, incluidos diez 
de los sistemas con mejor desempeño, Barber y Mourshed (2008) en-
cuentran que los factores relevantes del éxito educativo están asociados 
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con tres aspectos: conseguir a las personas más aptas para ejercer la docen-
cia, desarrollarlas hasta convertirlas en instructoras eficientes y garantizar 
la mejor educación a los niños. En forma más específica, la calidad de los 
docentes está vinculada a: procesos fuertes de selección para la carrera 
docente, reclutamiento de jóvenes graduados, atracción a los graduados 
con más experiencia, buen salario inicial, valoración, capacitación, pro-
moción de la interacción con los estudiantes, selección adecuada de los 
cuadros directivos y el desarrollo de comunidades de aprendizaje. En 
América Latina, la profesión del docente es poco reconocida y eso impide 
que haya el lazo afectivo docente/estudiante. La educación es un acto de 
solidaridad. Se educa mejor si existe un lazo emocional entre estudiantes 
y docentes. Este lazo se forma cuando el docente se compromete con su 
vocación.

Acompañamiento pedagógico

Una relación de solidaridad se da entre los docentes cuando intercambian 
opiniones y experiencias. El mayor beneficio ocurre si uno es experto y 
otro es novato, o de menor experiencia. Esto es lo que se llama acom-
pañamiento pedagógico. El acompañamiento pedagógico es parte de la 
política educativa. Empieza con un grupo pequeño a cargo de un expe-
rimentado pedagogo. Estos formadores de formadores a su vez imparten 
mentorías a terceros y así sucesivamente. Tal proceso mejora las capacida-
des de los docentes, pues se realiza en las propias aulas. Hay que priorizar 
los territorios cuyas escuelas tienen peores rendimientos, mayor rezago 
escolar y escaso involucramiento familiar en el proceso escolar.

Evaluación y mejora

La utilidad de la evaluación no puede subestimarse. Maestros y maestras 
pueden medir su influencia en el desarrollo de sus alumnos. Es una ma-
nera de valorar la práctica pedagógica. El estudiante aprende más cuan-
do el docente tiene claro qué va a enseñar. La unidad educativa también 
gana con la evaluación, para corregir los errores. Al país le indica el 
rumbo que está tomando su plan económico. La constante evaluación 
acelera el constante mejoramiento.
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Cobertura

La cobertura se refiere en especial a la capacidad de recibir a la población 
de edad escolar en las aulas; está muy relacionada con la infraestructura, 
que se refiere a construcción y equipamiento de las unidades educativas. 
La cobertura impulsa la calidad educativa; cuando es deficiente la in-
fraestructura, se advierte su repercusión. La antigua escuelita de cuatro 
estacas, muy común en los países latinoamericanos, no puede ser nido 
de excelencia. Un local cerca de casa que haga sentir orgulloso al estu-
diante es esencial para la educación.

Sin embargo, nuestra región sufre el deterioro de su capital material 
o recursos naturales por su misma condición de exportador de materias 
primas. Como parece que Latinoamérica nunca tendrá suficientes re-
cursos para construir palacios para todo el sistema de educación pública, 
hay que optimizar los recursos e invertirlos en la educación pública. 
Pero hay que invertir para todas las personas en todos los territorios.

Derechos

La educación no puede desentenderse de la protección de los derechos 
de los estudiantes. Es intolerable cualquier acto de violencia contra la 
niñez y contra la adolescencia, nada lo justifica. Ellas y ellos tienen de-
recho a vivir sin miedo, con seguridad. Aunque el objeto del estudio no 
se centró en los derechos, aquí hay mucho por indagar.

Los derechos de las niñas y los niños incluyen alimentación y edu-
cación para fortalecer su cuerpo y su mente, así como seguridad. Los 
derechos de las niñas y de los niños deben respetarse al máximo en las 
escuelas y colegios. La escuela y el colegio dan educación, pero esta no 
puede prosperar en un medio violento. La niñez tiene prioridad en la 
protección de derechos, pues se trata de proteger un bien superior.

Por encima de toda otra consideración están las víctimas de la vio-
lencia. La primera preocupación es brindar apoyo sicológico al menor 
afectado y a su familia. Es su derecho irrenunciable como persona afec-
tada y también es un apoyo para la sociedad, pues restaura en parte 
la confianza social. Después se debe velar por la permanencia de la 
víctima en el sistema educativo. Es su decisión y la de su familia si la 
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persona agredida desea permanecer en el mismo plantel o si quiere 
cambiarse a otro establecimiento. En uno u otro caso, se debe hacer 
un seguimiento y asegurarse de que el agraviado continúe sus estudios. 
También es necesario vigilar a la víctima durante un tiempo pruden-
cial. Y hay que sancionar con toda la severidad de la ley a quien comete 
actos delictivos.

La presente investigación abre muchas posibilidades de estudio, por 
ejemplo, indagar sobre los factores externos e internos asociados a las 
mejoras educativas en el aula. Al final de cuentas, la educación es el 
mayor de los recursos de una sociedad. Es el principio de todo, el reflejo 
del estado de una sociedad y la reserva del potencial cultural de un país, 
pues allí se gestan los grandes cambios que ocurrirán en el futuro.
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